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Estimados usuarios: Este es el boletín de jurisprudencia que envía mensualmente el Centro de Jurisprudencia Constitucional, les presentamos lo votado e ingresado, así como las estadísticas de la Sala Constitucional, durante el mes de agosto del 2014. Tenemos a su alcance la siguiente información: 

En la sección de acciones cursadas encontrarán datos sobre el número de expediente, la fecha de ingreso a la Sala, cuándo se le dio curso y un breve resumen de los solicitado por los accionantes.  

En la sección de fallos recientes, encontrarán la clasificación de las sentencias relevantes por tema, un resumen y el por tanto completo que indicará si hubo o no votos salvados. 

Las sentencias relevantes podrán accesarlas completas en nuestro sitio de jurisprudencia: www.poder-judicial.go.cr/scij
Por otra parte, la publicación de las partes dispositivas de las acciones de inconstitucionalidad y de las consultas se publica junta a un resumen de los argumentos y de lo resuelto por la Sala.

Como una novedad de este boletín mensual, el Centro de Jurisprudencia ha incluido la sección de Estadísticas mensuales por tema, la cual incluirá los datos porcentuales de los asuntos votados durante ese mes por tipo de asunto, resolución y tema. Asimismo se incluye la estadística de los temas ingresados durante el mes.

Finalmente, el Proyecto Constitución es una recopilación de sentencias, que nació con la idea de precisar cada uno de los artículos constitucionales con jurisprudencia específica, es por ello que este boletín también publicará todo lo que en ese mes tenga relevancia y actualizará los datos en la página de la Sala Constitucional.
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	13-001625-0007-CO
	08/02/2013
	INTERPRETACIÓN AUTÉNTICA DE LA LEY DE INCENTIVOS MÉDICOS

Expediente:13-001625-0007-CO
Sentencia:PENDIENTE/CURSADA

-Interpretación auténtica de los artículos 5 y 13 de la Ley de Incentivos de Profesionales en Ciencias Médicas del 22-12-1982. No. 6836

La norma se impugna en la medida que estiman los accionantes que dicha ley dista de ser una interpretación de las normas de la ley 6836, y, en su lugar, es una verdadera reforma legal al texto normativo original. Señalan que la interpretación es un procedimiento racional que pretende determinar el sentido preciso de una norma jurídica, o de aclarar conceptos oscuros o dudosos de la misma, incorporando ese texto al contenido de la norma interpretada. Sin embargo, aducen que la verdadera intención del legislador al aprobar esta ley interpretativa, es introducir una reforma legal a la ley 6836, y no aclarar concepto oscuro alguno, todo con tal de eludir el pago de ajustes salariales que no ha realizado la Caja Costarricense de Seguro Social durante muchos años, motivo por el que existen muchos procesos laborales pendientes de resolución. Enfatiza que los artículos 5 y 13 de la Ley de Incentivos a los Profesionales en Medicina, no ameritaban interpretación alguna, por lo que en su criterio es evidente que no se está ante una interpretación auténtica de la ley, sino ante la creación de un texto sustitutivo, con contenidos y alcances distintos al original. Refieren que la interpretación aprobada cambia el concepto de salario total de los profesionales en Ciencias Médicas, al disponer que los pagos de jornadas extraordinarias no forman parte del salario total ordinario, por lo que insisten que se está ante una verdadera reforma de ley y no ante una interpretación. Afirman que incluso a esta ley se le da efecto retroactivo, porque se utiliza para modificar la fórmula de cálculo del salario de los profesionales en Medicina, alterando un derecho adquirido como trabajadores de la Caja Costarricense de Seguro Social. Agregan que esta ley carece de los presupuestos fácticos, jurídicos, de legalidad, oportunidad, conveniencia y motivación, y lo que pretende es una desmejora de los salarios de los profesionales en Ciencias Médicas. Resolución de las 14:07 del 07 de agosto del 2014.

                                                                                   ACUMULADO. 13-002782 / 4477-13. INTERPRETACIÓN AUTÉNTICA DE LA LEY DE INCENTIVOS EN CIENCIAS MÉDICAS. 

	14-007500-0007-CO
	21/05/2014
	ZONA MARÍTIMO TERRESTRE

Expediente:14-007500-0007-CO
Sentencia:PENDIENTE/CURSADA

-Ley Marco para la Declaratoria de Zona Urbana Litoral y su Régimen de Uso y Aprovechamiento Territorial. No. 9221

La norma se impugna en la medida que estiman los accionantes que esta Ley Marco, y en concreto el artículo sobre el que expresan los motivos de inconstitucionalidad, contraviene el principio de intangibilidad de la zona pública de la zona marítimo terrestre. Explican que luego de la aprobación en primer debate por parte de la Asamblea Legislativa, el entonces proyecto de ley fue objeto de una Consulta Legislativa de Constitucionalidad ante esta Sala, en la cual se determinó -mediante sentencia número 2013-8596- que la definición que se hace en el artículo 8 del proyecto –hoy ley-, en relación con otras normas conexas, resulta contrario al Derecho de la Constitución por generar una desprotección de la zona pública de la zona marítimo terrestre, ya que permitiría otorgar concesiones en el área de los cincuenta metros adyacentes a la pleamar, siempre que exista una ocupación que sea anterior a la promulgación de esta ley. Refieren los accionantes, que pesar del criterio de la Sala, la Asamblea Legislativa finalmente votó de manera afirmativa el proyecto que culminó con la aprobación de la Ley 9221, la cual en su artículo 8, precisamente reconoce la posibilidad de otorgar concesiones en los términos indicados, violentando con ello el ya mencionado principio de intangibilidad de la zona pública de la zona marítimo terrestre, eliminando su utilización para uso y disfrute de la colectividad, y autorizando su uso privativo mediante el otorgamiento de concesiones, lo cual contraviene la jurisprudencia de la Sala que reconoce la inconstitucionalidad de similares disposiciones. Resolución de las 14:27 horas del 27 de agosto del 2014.

	14-009632-0007-CO
	17/06/2014
	IMPUESTOS A CASINOS

Expediente:14-009632-0007-CO
Sentencia:PENDIENTE/CURSADA

-Artículos 1 incisos a, b y c y 11 de la Ley de Impuestos a Casinos y Empresas de Enlace de llamadas de Apuestas Electrónicas. Ley No. 9050

Se cuestiona el cobro de renta que se hace a estas empresas sobre su ingreso y la aprobación de la ley. Consideran los recurrentes que las normas imponen una eleva carga impositiva del impuesto sobre la renta a un monto que siempre va a superar el 40%. La base imponible y la cuota del impuesto se ven incrementadas con la prohibición para deducir los nuevos impuestos como gasto deducible para la determinación del impuesto sobre la renta, de acuerdo con lo estipulado en el artículo 11. Aportan un estudio contable con el que se demuestra el efecto confiscatorio al que se somete la actividad, luego de la aplicación de la carga tributaria que resulta del cálculo con los tres impuestos contenidos en la Ley No. 9050, además la sobreposición de esos tres impuestos sobre el impuesto de renta al no ser deducibles de este último, conforme al artículo 11 de la Ley impugnada. Consideran que la solución del problema fiscal no radica en aplicar desigualdades infundadas entre los comerciantes, e imponer de forma lineal e indiscriminada un impuesto a los bienes de producción de una actividad y de forma adicional hacerlos no deducibles del impuesto sobre la renta, como lo incorpora la normativa cuestionada, de forma excesiva, sobre todo si además se toma en cuenta que incluso dentro de la misma actividad de casinos existen diferentes rangos, pues nunca será igual un pequeño casino de playa que opere unas horas a casinos más grandes con más ingreso y capacidad. Resolución de las 8:53 del 11 de agosto del 2014

	14-011260-0007-CO
	14/07/2014
	REVOCATORIA DE CONCESIÓN O PERMISO

Expediente:14-011260-0007-CO
Sentencia:PENDIENTE/CURSADA


-Artículo 41 inciso a) de la Ley 7593. Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos.

 
Las normas se impugnan en cuanto la tipicidad es uno de los contenidos esenciales de las sanciones administrativas, de tal forma que si ese contenido no se respeta, la sanción deviene ilegítima. Agrega que la norma impugnada no establece una determinada cantidad de conductas sancionables y se limita a indicar que se sanciona la reiteración de faltas descritas en el artículo 38 de la misma Ley, por lo que pareciera que la repetición una sola vez de la conducta descrita es suficiente para ordenar la caducidad del permiso o concesión. Estima que, de ser así, la norma impugnada es desproporcionada. Por otra parte, continúa, tampoco delimita en el tiempo un plazo razonable en el cual sean acumulables las faltas para efectos de calificarlas como conductas reincidentes. Por ello la sanción de una sola falta se convierte en un antecedente de por vida o para siempre, a los efectos de calificar la reincidencia, sin importar la fecha de los primeros hechos; contrario a lo que dispone el artículo 100, inciso a) de la Ley de Contratación Administrativa que sí contiene un plazo definido. La norma cuestionada, no diferencia entre incumplimientos graves e incumplimientos leves para establecer diferentes tipos de sanción para cada uno de ellos; tampoco entre conductas dolosas y culposas. Señala que el principio de seguridad, en materia sancionatoria, tiene una importancia adicional puesto que los ciudadanos tienen el derecho de conocer, de antemano y de manera precisa, cuáles conductas suyas pueden ser objeto de sanción ya sea en sede administrativa o jurisdiccional. Agrega que la norma impugnada no tipifica de manera precisa las eventuales causales de revocación de la concesión por reiteración de conductas previamente sancionadas, produce incertidumbre jurídica en los concesionarios, dado que éstos no saben, a ciencia cierta, cuáles conductas suyas reiterativas pueden ser motivo par la cancelación de sus concesiones. Resolución de las 15:25 horas del 20 de agosto del 2014.

	14-11696-0007-CO
	23/07/2014
	CREACIÓN DE COMISIONES EN LA ASAMBLEA LEGISLATIVA


Expediente:14-11696-0007-CO
Sentencia:PENDIENTE/CURSADA

-Se cuestionan las mociones de creación e integración de diferentes comisiones legislativas especiales para las provincias de Puntarenas, Heredia, Limón, Cartago y Guanacaste, y la Región Brunca. Estas mociones fueron conocidas y votadas en la sesión ordinaria número 37 del Plenario, del pasado 3 de julio del 2014. 

Los accionantes consideran que esas mociones violan los artículos 106, 33, 121 inciso 23), 39, 41, 121 inciso 22 y 124 de la Constitución, así como el artículo 207 del Reglamento Legislativo. Manifiestan que el artículo 106 establece que los diputados tienen ese carácter por la Nación y, ese carácter nacional implica que gozan de una absoluta igualdad como representantes populares, por lo que no es posible utilizar ningún otro criterio o carácter para dar algún tipo de preferencia, hacer distinciones o discriminar entre las y los diputadas y diputados, ya que todos y todas ostentan por igual el carácter único de representantes de la Nación con los mismos deberes y derechos; al respecto, invocan la sentencia número 550-91 de esta Sala. Reclaman que en cuatro comisiones se utilizó la procedencia geográfica, según la provincia de elección y, en una quinta, se utilizó el criterio de la región de cantones vinculados con la zona de procedencia de las y los diputadas y diputados, como criterio para integrar las comisiones; así, el Plenario Legislativo adopta un criterio de representación territorial, al distinguir entre las y los diputadas y diputados electas y electos en esas provincias o vinculadas y vinculados a esa región y las y los que no lo están, a efecto de legitimar a esas personas para integrar las comisiones, con lo que se crean distinciones a partir de un carácter de diputados contrario al artículo 106 párrafo 1 de la Constitución Política, como lo es el caso de las comisiones de Puntarenas, Heredia, Región Brunca, Limón y Cartago, integradas exclusivamente por diputadas y diputados de esas provincias o vinculados con esa región. Resolución de las 9:58 del 20 de agosto del 2014.

	14-011798-0007-CO
	24/07/2014
	LIQUIDACIÓN TRIBUTARIA DE OFICIO

Expediente:14-011798-0007-CO
Sentencia:PENDIENTE/CURSADA


-Artículo 144 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios
-Artículo 182 y 183 del Reglamento de Procedimiento Tributario. Decreto Ejecutivo No. 38277-H del 07 de marzo del 2014.

Las normas se impugnan por cuando considera que lesionan el derecho de defensa y al proceso debido, en la medida en que no se permite al contribuyente ser oído o presentar sus alegatos y pruebas, de previo a una decisión tan limitativa de derechos como lo es la determinación y liquidación de las cargas tributarias. En su criterio, la indefensión es total en cuanto a que si el administrado no satisface lo pretendido por la Administración, ésta puede certificar el adeudo y crea un título ejecutivo por medio del cual queda facultada para perseguir el patrimonio del contribuyente por la vía monitoria. De otro lado, las disposiciones reglamentarias cuestionadas son inconstitucionales en cuanto omiten regular una fase en donde se pueda demostrar si la garantía que aporta el administrado es suficiente o no a modo de respaldar el monto adeudado. Resolución de las 10:36 del 14 de agosto del 2014.

	14-011800-0007-CO
	24/07/2014
	MÉTODO PARA ESTABLECER VALOR ECONÓMICO REAL DE ACTIVOS FIJOS DEPRECIABLES


Expediente:14-011800-0007-CO
Sentencia:PENDIENTE/CURSADA

-Resoluciones 14-96 del 30 de agosto de 1996 y la Resolución 10-97 del 29 de agosto de 1997, ambas emitidas por la Dirección General de Tributación Directa. 

Las resoluciones se impugnan en cuanto la aplicación de porcentajes fijos a la reevaluación de activos fijos depreciables crea una mayor tributación por parte de los contribuyentes al aplicarse un gasto por depreciación menor al que realmente les corresponde utilizar, siendo el impacto en el cálculo de la renta, lesivo del principio de capacidad contributiva, al no tomar en cuenta la real capacidad económica del contribuyente. Considera que dichas resoluciones son inconstitucionales en el tanto el método utilizado por la Administración para la determinación de los porcentajes fijos no es objetivo ni razonables, pues el criterio utilizado para hacer la diferenciación depende de si estamos en presencia de un bien mueble o un bien inmueble lo que crea una desigualdad respecto de los contribuyentes que ha utilizado otros métodos de reevaluación de activos de años anteriores, ya que pudieron deducir como gastos cuotas de depreciación mayores. Añade que esa diferenciación favorece la creación de distintas categorías de reevaluaciones de activos sin ningún criterio técnico para mantener esa diferencia, ya que no toma aspectos importantes y determinantes como el desgaste de los activos, el tipo de negocio, su uso, su clase, entre otros. Añade que la Sala Constitucional ya se ha referido al tema en las sentencias número 2005-07177 y número 2006-016277 en que declaró inconstitucionales las resoluciones generales 11-98 y 24-95 de la Dirección General de la Tributación Directa. Resolución de las 8:33 horas del 19 de agosto del 2014.

	14-012125-0007-CO
	01/08/2014
	IDENTIFICACIÓN DE PRODUCTOS AGROPECUARIOS QUE SE CONSUMEN EN COSTA RICA

Expediente:14-012125-0007-CO
Sentencia:PENDIENTE/CURSADA

-Ley de Identificación del origen de los productos agropecuarios que se consumen en Costa Rica. No. 9098 publicada en La Gaceta No. 29 del 11-02-2013, alcance 28. Mediante esta ley se reformó el artículo 34 de la Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor. No. 7472.

La norma se impugna por exigir requisitos de imposible cumplimiento para un sector de la producción nacional, restringiendo la libertad de comercio y la libre competencia, perjudicando en última instancia al consumidor, por el traslado de los costos al precio final y la subsecuente reducción de productores y competidores en el mercado. La reforma llevada a cabo por la Ley impugnada, en especial lo que se refiere al inciso b) del artículo 34 de la Ley No. 7472, crea nuevas y gravosas obligaciones que afectan tanto a los establecimientos mercantiles que venden los productos como a los productores agropecuarios, todo a raíz del mal diseño de la norma, que además no definió el método mediante el cual garantizaría la tranzabilidad de aquellos productos, dejando libre la discrecionalidad de los entes verificadores (Ministerio de Agricultura y Ganadería, Ministerio de Salud y el Ministerio de Hacienda) no solo su definición, sino también la forma en que tales obligaciones deben ser cumplidas. Alegan que la situación es grave, en primer lugar porque la implementación del sistema de tranzabilidad conlleva la creación de una barrera de entrada, una restricción a la libertad de comercio, por lo que esa implementación no podía delegarse en el reglamento por tratarse de materia reservada a la Ley.  En términos generales, la tranzabilidad consiste en el registro de las huellas que deja un producto mientras transita por la cadena antes de llegar al consumidor final. Sin embargo, por lo menos en el derecho comparado, no existe un mecanismo estándar que permita compartir o transmitir la tranzabilidad de una forma sencilla. La implementación de un sistema inadecuado puede impedir la libre circulación de determinados productos, crear condiciones desiguales de competencia y con ello afectar directamente el funcionamiento del mercado. Resaltan que la norma en cuestión atenta contra la seguridad jurídica, produce incertidumbre en los comerciantes y productores, al no fijar requisitos que puedan válidamente cumplir. Resolución de las 9:50 horas del 13 de agosto del 2014.

	14-012592-0007-CO
	06/08/2014
	ACTOS ADMINISTRATIVOS NULOS


Expediente:14-012592-0007-CO
Sentencia:PENDIENTE/CURSADA

-Artículos 34, 40 y Transitorio III del Código Procesal Contencioso Administrativo vigente. 

Las normas se impugnan en cuanto existe un deber del Estado de lograr niveles cada vez más altos en la satisfacción de los derechos sociales a través de la gradualidad y la progresividad, evitando toda medida regresiva. Añade que las normas impugnadas son regresivas y una cantidad importante de derechos que surgen a la vida jurídica con ocasión de la existencia de la relación de empleo, podrían, en virtud de la existencia de las norma impugnadas, ser acusadas de absolutamente nulas. En consecuencia, objeto de procesos de lesividad que, vendrían a socavar derechos válidamente nacidos a la vida jurídica con ocasión de un acto administrativo, lo cual atenta contra un Estado Social y Democrático de Derecho. Manifiesta que normas, como las impugnadas, que permitan y autoricen a las administraciones públicas, revisar analizar y, con vista en el contenido de un proceso de lesividad o un proceso de conocimiento, secuestrar derechos que han ingresado a la esfera patrimonial de cada destinatario y, en consecuencia, se han convertido en derechos o situaciones jurídicas consolidadas, no pueden ser consentidas en un sistema democrático  como el costarricense. Resolución de las 13:12 del 20 de agosto del 2014.

	14-012628-0007-CO
	07/08/2014
	VETO DEL PODER EJECUTIVO

Expediente:14-012628-0007-CO
Sentencia:PENDIENTE/CURSADA


-Ley No. 8758. Desafectación del uso público de la calle 13 bis. Distrito 1, Cantón 1, San José. Publicada en La Gaceta del 04 de agosto del 2014.

La norma se impugna por estimarla contraria a los principios de autonomía municipal, publicidad, el de legalidad, el de división de poderes o funciones, así como la libertad de tránsito, artículos 11, 9, 22, 169 y 170 de la Constitución Política.  Los promoventes consideran que la norma carece de sentido práctico y, desde el punto de vista de administración del erario, denota una subutilización del patrimonio y el esfuerzo estatal por solucionar definitivamente el problema social que representan los artesanos que ocupan la calle 13 bis de esta capital, puesto que ya existe un inmueble y un proyecto de ingeniería que atiende las necesidades de los artesanos que procuran vender los productos a transeúntes nacionales y extranjeros, proyecto que sí respeta las regulaciones de la Ley General de Salud y la Ley No. 7600.  Alegan que la Ley cuestionada no representa un interés general, sino uno meramente particular y de sustrato privado, puesto que cambiar la afectación de uso público a una ruta que pertenece a la Red Vial Cantonal del Cantón Central de la Provincia de San José, para dedicarlo al uso definitivo de un grupo particular, no es reflejo de un interés local. Desde su punto de vista, aún más reprochable es, que el uso público de una calle que resulta necesaria para la circulación y agilización de la colapsada red vial de esta capital, sea entregada, para uso muy particular y en beneficio de un sector minoritario. Agregan que el uso de la “calle13 bis” para la circulación vehicular es de interés general y público, por lo cual su naturaleza jurídica o uso no puede ser cambiada, a través de un acto abusivo de la administración. La Ley  no solamente desafecta del dominio público una calle josefina que se encuentra bajo la administración municipal, sino que además, sin consultar, irrespetando el gobierno local, la autorregulación municipal, el interés colectivo y con el afán de beneficiar a un grupo de empresarios privados, cambia el destino del bien demanial, sin definir quién será ahora el responsable de su administración. Por otra parte también destacan que el proceso de formación de las leyes es competencia exclusiva de la Asamblea Legislativa de Costa Rica y parte de ese proceso está constituido por la posible fase de veto. Apuntan que en el caso concreto y según se desprende de la literalidad del expediente 16377, el proceso legislativo no fue finalizado y aún se encuentra bajo la competencia absoluta y exclusiva de la Asamblea Legislativa, por estar pendiente de conocer por parte del pleno de ese órgano la recomendación de “resello" hecha por la Comisión Permanente de Gobierno y Administración, según informe afirmativo de mayoría del 23 de septiembre de 2009. Por ello estiman que el “levantamiento del veto" que hace el Poder Ejecutivo a favor de la ley número 8758, constituye un acto abusivo, grave e inconstitucional que atropella la potestad del pueblo, delegada en la Asamblea Legislativa. Explican que la Ley No. 8758 se encontró suspendida hasta antes del 1º de agosto de 2014, pues el Poder Ejecutivo la vetó en su momento. Señalan que el expediente respectivo (No. 16377) fue presentado a la corriente legislativa el 19 de setiembre de 2006, por lo que el plazo cuatrienal establecido por el artículo 119 del Reglamento de la Asamblea Legislativa, vencía el 19 de setiembre de 2010. Resolución de las 9:00 del 29 de agosto del 2014.

	14-13730-0007-CO
	29/08/2014
	PENSIÓN POR ORFANDAD

Expediente:14-0013730-0007-CO 
Sentencia:PENDIENTE


Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 12 inciso b) del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social. 

La norma se impugna en cuanto  establece que tendrán derecho a pensión por orfandad solo los menores de veinticinco años de edad, solteros, no asalariados, ni trabajadores independientes, que sean estudiantes. Estima la accionante que la norma presenta una limitación genérica e inconstitucional, que restringe el derecho al trabajo y al desarrollo personal. Además, esa norma resulta violatoria de los derechos fundamentales del bienestar que debe procurar el Estado con todos los habitantes del país, así como el derecho a la protección especial de la familia y del derecho a la pensión, tomando en cuenta que la persona trabajadora labora y cotiza con la seguridad que brinda el sistema legal costarricense de que existirá una protección a sus hijos menores de veinticinco años al momento de su fallecimiento.  Asimismo, se considera que la norma violenta  el derecho constitucional al trabajo y a mejores oportunidades de desarrollo para las personas jóvenes, teniendo en cuenta que primero, los progenitores de las personas en esta situación aportaron al régimen de seguridad social en su época laboral activa.  Aduce que la pensión en realidad se convierte en una ayuda para sobrevivir, es un soporte, un auxilio, pero no es  suficiente como para no tener la necesidad de trabajar.  Resolución de las 16:06 del 29 de agosto del 2014


 [La totalidad de las acciones de inconstitucionalidad con las resoluciones de curso, que se encuentran pendientes de resolver en la Sala Constitucional, puede encontrarlas en nuestra página de Internet, en la dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional/Centro%20de%20Jurisprudencia/CURSOS/ACCIONES%20CURSADAS.htm]
	· Fallos recientes



	AMBIENTE
	SE ACUSA LESIÓN A MANTOS ACUÍFEROS CON LA INSTALACIÓN DEL SISTEMA DE INTERCONEXIÓN ELÉCTRICA PARA LOS PAÍSES DE AMÉRICA CENTRAL

Expediente:14-002815-0007-CO
Sentencia:6551-2014

Recurso de amparo contra el Instituto Costarricense de Electricidad (ICE), La Secretaría Técnica Nacional Ambiental y la Empresa propietaria de la RED S.A. El recurrente reclama violación al derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, pues acusa que el Instituto Costarricense de Electricidad permitió en el terreno de la empresa amparada talar árboles sin tener permiso e instaló los arriostes necesarios para enlazar dos torres de electricidad, de forma tal que puso en riesgo dos nacientes de agua y los acuíferos correspondientes. Para un adecuado análisis del presente reclamo, es menester indicar que este Tribunal ya se refirió sobre la viabilidad ambiental del proyecto en cuestión, se cita el voto 256-2008. Tomando en cuenta lo señalado en la sentencia y después de analizar los elementos probatorios aportados, este Tribunal verifica que no ha existido violación alguna al derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Lo anterior porque, al igual que en el precedente citado, en este caso se constata que la propiedad de la amparada se han realizado una serie de gestiones asociadas al proyecto del Sistema de Interconexión Eléctrica para los países de América Central, basado, a su vez, en el Tratado Marco del Mercado Eléctrico de América Central, suscrito el 30 de noviembre de 1996 por los Gobiernos de Guatemala, El Salvador, Honduras, Nicaragua, Costa Rica y Panamá y aprobado en el país a través de la Ley #7848 de 20 de noviembre de 1998, obra que cuenta con la viabilidad ambiental conferida por la Secretaría Técnica Nacional Ambiental y en donde no se ha comprobado contaminación alguna (véase sentencia número 2009-08480). En este sentido, este Tribunal considera que, como en el caso citado, no se ha producido violación alguna al ambiente, además de que el proyecto en cuestión cuenta con la respectiva viabilidad ambiental y los permisos de tala de árboles, por lo que esta Sala no puede entrar a cuestionar si es viable o no otorgar el permiso en razón que la función de la Sala Constitucional no puede extenderse al de verificador de los criterios técnicos dados por las autoridades administrativas en materia ambiental, sino que debe limitarse a constatar si las dependencias estatales competentes han cumplido la obligación que les impone el artículo 50 de la Constitución Política. Por consiguiente, al no existir prueba que permita cambiar el criterio vertido, lo que corresponde es declarar sin lugar el presente recurso, haciendo la misma observación que se realizó en la sentencia comentada: el ICE y la SETENA, dentro de las funciones que conserva de fiscalización de los proyectos eléctricos, puede, si las circunstancias del caso concreto lo requieren, impedir la continuación del algún tramo del proyecto, ello desde luego, sin perjuicio de los derechos del concesionario a obtener la indemnización correspondiente si se dieran los supuestos legales para ello, lo que es discusión que debe radicarse en la Se declara sin lugar el recurso. Tomen nota los recurridos de lo ordenado en el VI considerando. Los Magistrados Jinesta Lobo, Castillo Víquez y Salazar Alvarado dan razones diferentes y la Magistrada Hernández López pone nota.

	COMERCIO
	SANCIONES A COMERCIANTES QUE VENDEN CELULARES SIN HOMOLOGAR

Expediente:14-004639-0007-CO
Sentencia:012892-2014

Recurso de amparo contra la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos y la Superintendencia de Telecomunicaciones. Acusa el accionante lesión a los derechos fundamentales de los consumidores y señala que dicha afectación se origina en la omisión de la ARESEP y de la SUTEL de establecer y aplicar sanciones para los comerciantes que venden a los usuarios terminales celulares sin homologar. Considera que tal venta afecta además el eficiente funcionamiento del sistema nacional de telecomunicaciones y los servicios prestados por las concesionarias. Sobre el tema se cita el voto 2011-003089. Lo que se plantea es pues un reclamo por la omisión de la SUTEL y ARESEP de reglamentar apropiadamente sus competencias legales, con el fin de combatir eficazmente la conducta descrita, pero la revisión de los diferentes informes emitidos tanto por la SUTEL y por la ARESEP, así como el escrito presentado por la OFICINA DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR, apunta más bien a la existencia de una controversia entre órganos públicos respecto de cuál de ellos ostenta la competencia (y correlativamente cuál es la normativa aplicable) para control y sanción de la conducta descrita en el considerando anterior. No obstante, señala la Sala que la protección del consumidor, como poder-deber estatal recogido en el artículo 46 Constitucional, sí ha sido desarrollado para esta materia específica por parte del legislador que ha regulado las competencias de los órganos públicos en este punto. No existe vacío u omisión alguna y más bien el trasfondo del problema planteado, según se ha descrito, resulta ostensiblemente ajeno a la competencia de la Sala, porque en el fondo lo que se pretende es que se defina un diferendo respecto del ejercicio de competencias estatales para sancionar a los comerciantes que venden aparatos celulares que no podrán conectarse a la red. Por todo ello el recurso debe declararse sin lugar.-

	COMERCIO
	SE ORDENA INICIAR PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS CONTRA EMPRESAS QUE NO HAYAN RENOVADO TANQUES SUBTERRÁNEOS DE PARED SENCILLA QUE TENGAN VEINTE AÑOS O MÁS, BAJO LAS CONSECUENCIAS JURÍDICAS PREVISTAS

Expediente:14-012158-0007-CO
Sentencia:14201-2014

Recurso de amparo contra la Autoridad de los Servicios Públicos, el Ministerio de Salud y el MINAE. Alega el recurrente que de conformidad con la legislación vigente, la vida útil de los tanques de almacenamiento de las estaciones de servicio es de veinte años. En su criterio, cumplido ese plazo, establecido en el Reglamento para la Regulación del Sistema de Almacenamiento y Comercialización de Hidrocarburos, que indica en el artículo 81.10 “Sustituir todo tanque subterráneo de pared sencilla que tenga veinte años o más”. En este caso, señala que lo que corresponde es no renovar las concesiones y proceder al cierre inmediato de las estaciones de servicio, dictando una medida cautelar y exigir el cambio de los tanques y las tuberías, previo cumplimiento de un elenco de requisitos. Señala el recurrente que las autoridades recurridas permiten, toleran y autorizan a operar a prestatarios de servicio público que no cumplen los requisitos mínimos que garanticen seguridad en la operación y sin que garanticen la protección de los derechos constitucionales a la vida, la salud y al medio ambiente. Acusa que la Autoridad Reguladora de Servicios Públicos les ha otorgado a estos concesionarios margen de comercialización a pesar de la ilegal y riesgosa operación de estos establecimientos. El Ministerio de Salud les mantiene vigente el permiso sanitario de funcionamiento aún bajo las mismas circunstancias. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la resolución número R-DGTCC-625-2014-MINAE de las 11:50 horas del 30 de junio de 2014 del Ministerio de Ambiente y Energía. Se ordena al Ministro y Director General de Transporte y Comercialización de Combustibles, ambos del Ministerio del Ambiente y Energía, realizar las actuaciones que se encuentren dentro del ámbito de sus competencias, para que en el plazo de cinco días contado a partir de la notificación de esta sentencia, se inicien los procedimientos administrativos contra las empresas respecto de las que exista indicio de haber incumplido la obligación dispuesta en el artículo 81.10 del Decreto Ejecutivo número 30131-MINAE-S. En caso de constatarse tal falta deberán aplicar las consecuencias jurídicas previstas en el ordenamiento jurídico, todo lo anterior con respeto al debido proceso. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Castillo Víquez, Hernández López y Salazar Alvarado salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. El Magistrado Cruz Castro pone nota. SENTENCIA EN REDACCIÓN

	EDUCACIÓN
	SE ORDENA NOMBRAR PROFESOR DE EDUCACIÓN ESPECIAL ESPECIALISTAS EN PERSONAS SORDAS, TRASTORNOS DE LA COMUNICACIÓN O AUDICIÓN Y LENGUAJE PARA ESTUDIANTES DEL COLEGIO TÉCNICO PROFESIONAL DE CARRILLO

Expediente:14-004345-0007-CO
Sentencia:012572-2014

Recurso de amparo contra el Colegio Técnico Profesional de Carrillo. La recurrente considera la lesión a los derechos fundamentales de la amparada, toda vez que, es alumna del aula integrada del Colegio Técnico Profesional de Filadelfia de Guanacaste, y esta no cuenta con los profesores requeridos para la enseñanza de los alumnos de dicha aula, debido a que los estudiantes requieren atenciones especiales y para ello es necesario que su aprendizaje esté a cargo de profesores especializados en el tema, por ejemplo, en la especialidad de audición y lenguaje, así como también profesor especializado en LESCO. En este caso, se acoge el presente recurso de amparo, al constatarse que no se ha actuado de forma diligente, célere y oportuna, en la solicitud y respectivo nombramiento del profesor de educación especial especialista en personas sordas, trastornos de la comunicación o audición y lenguaje, para la atención de estudiantes sordos en el área académica, de acuerdo al Plan Nacional, por lo cual, se deberán realizar todas las gestiones pertinentes para que se solicite y se nombre el personal necesario para que se cumpla con la implementación del Plan Nacional, en ese centro educativo, de cumplir con los requisitos establecidos en dicho Plan Nacional, o en su defecto se tomen las medidas necesarias para que la amparada reciba su educación de la manera más adecuada a su condición de personal. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora del Colegio Técnico Profesional de Carrillo, Filadelfia, Guanacaste y al Jefe del Departamento de Formulación Presupuestaria, ambos del Ministerio de Educación Pública, ambos del Ministerio de Educación Pública, que de manera coordinada y cada uno dentro del ámbito de sus competencias, adopten inmediatamente las medidas necesarias para que se nombre el personal necesario para que se cumpla con la implementación del Plan Nacional, en el Colegio Técnico Profesional de Carrillo, Filadelfia, Guanacaste, de cumplir con los requisitos establecidos en dicho Plan Nacional, o en su defecto se tomen las medidas necesarias para que la amparada reciba su educación de la manera más adecuada a su condición de personal. 

	EDUCACIÓN
	SE ORDENA AL MEP GARANTIZARLE EDUCACIÓN PRIMARIA A MENOR DE 16 AÑOS

Expediente:14-007509-0007-CO
Sentencia:012581-2014

Recurso de amparo contra el Ministerio de Educación y el Patronato Nacional de la Infancia. El recurrente acusa que aunque es menor de edad, en la escuela de Tabarcia de Mora no lo aceptaron en razón de tener 16 años de edad, por lo que se quedó sin estudiar. Dice que a los dos años, el Patronato Nacional de la Infancia se lo llevó para un albergue, de donde lo sacó su padre, y lo llevó a vivir a Puriscal, sin embargo, por su edad tampoco lo aceptaron en las escuelas Darío Flores de Puriscal centro y la de Cerbatana de Puriscal, donde le recomendaron asistir a un centro educativo para adultos, pero se necesitaba abrir un grupo de 10 personas, lo cual no se realizó. Reclama que no cuenta con la educación primaria, que se establece como gratuita y obligatoria en la Constitución Política. En esta sentencia se desarrolla el derecho a la educación, el cual, por pertenecer a los llamados derechos progresivos, requiere para su plena vigencia de la capacidad del Estado para garantizarlo, y aunque no se puede pretender que el Estado lo garantice más allá de su capacidad real para financiarlo, sí debe garantizar el acceso a la educación, sin que ello implique, en modo alguno, que el ingreso o la matrícula lo sea en el Centro de Educación que se pida, sino en el que sea factible su ingreso, conforme a las posibilidades de cupo, y no establecer limitaciones sobre las condiciones personales del alumno que lo priven de acceder al sistema educativo en general. En el caso bajo estudio, el alegato consiste en la interrupción de la continuación del proceso educativo del recurrente, en el nivel escolar, en virtud de que tiene dieciséis años, y se le comunicó que no puede por motivos de edad ingresar a una escuela y no le dan opción a un programa de adultos. En esas condiciones, la Sala considera que se han violentado los derechos fundamentales del amparado, y la omisión de brindarle la posibilidad concreta de acceder a alguna de las modalidades de educación, conlleva la exclusión del sistema educativo del accionante. Si bien es cierto, se ha indicado que existen criterios técnicos por los que se ha establecido que la transmisión de los conocimientos y técnicas a los educandos, se debe realizar de acuerdo con su desarrollo psicobiológico, debido a que sus necesidades e intereses varían, el Estado se encuentra en la obligación de poner a disposición los mecanismos jurídicos y las condiciones materiales necesarias para que el acceso a la educación esté al alcance de todos, y que pueda ser disfrutado efectivamente, por lo que estima la Sala, que la actuación de las autoridades del Ministerio de Educación Pública han lesionado efectivamente el derecho fundamental a la educación, ya que al amparado se le está impidiendo la permanencia en el sistema educativo en general, en virtud del grupo etario al que pertenece. En consecuencia, procede declarar con lugar el amparo, como en efecto se dispone. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a la Ministra de Educación Pública, que tome las medidas necesarias y gire las órdenes que correspondan para que dentro del plazo máximo de UN MES, contado a partir de la comunicación de este sentencia, se ofrezca al amparado una solución efectiva, en las modalidades de educación que brinda ese Ministerio, cercano a su lugar de residencia, para que pueda ingresar al sistema educativo en el nivel escolar que le corresponde. Se declara sin lugar en cuanto al Patronato Nacional de la Infancia.

	EDUCACIÓN
	SE ORDENA A MENOR DE EDAD ELIMINAR TATUAJE EN COLEGIO PÚBLICO. SE INDICA QUE EXISTE UNA RELACIÓN DE SUJECIÓN ESPECIAL QUE EXISTE ENTRE EL MENOR Y EL CENTRO EDUCATIVO

Expediente:14-010966-0007-CO
Sentencia:012614-2014

Recurso de amparo contra el Liceo Experimental Bilingüe de Turrialba. La recurrente, madre de la menor amparada, considera que al sancionarse a su hija al asistir a clases con un tatuaje en su mano en el Liceo Experimental Bilingüe de Turrialba, se violenta su libertad de expresión, atenta contra los derechos humanos de la menor, afectando su dignidad humana. Expresa que en reiteradas ocasiones la adolescente ha recibido boletas de observación, motivo por el cual se encuentra preocupada ante la eventual pérdida del curso lectivo y de Bachillerato por el rebajo en su nota de conducta. Acusa que la dirección del referido centro educativo ha exigido a la amparada eliminar su tatuaje con cirugía láser, medida para la cual no cuenta con recursos suficientes. En reiterada jurisprudencia, la Sala ha indicado que las regulaciones sobre la apariencia personal que dispongan las instituciones educativas sobre los estudiantes menores de edad, no violan ningún derecho fundamental siempre y cuando no sean discriminatorias o irrazonables. (Se cita el voto 03504-02). De esta forma, aplicando este mismo criterio al caso concreto, se comprueba que la actuación de la autoridad recurrida se fundamenta en la Normativa Interna Estudiantil del Liceo Experimental Bilingüe de Turrialba y dado que la menor amparada está bajo la autoridad y vigilancia de la institución en la que cursa sus estudios, está obligada a acatar esa normativa que prohíbe el uso de tatuajes en ninguna parte del cuerpo que sea visible, sin que ello implique una vulneración a sus derechos fundamentales. Las limitaciones impuestas a la tutelada no conculcan su libertad de expresión, ni atentan contra sus derechos humanos de la menor, así como tampoco daña su dignidad humana, tal y como lo entiende la recurrente. Al tratarse de una menor de edad, el contexto educacional en el que se encuentra la estudiante, así como la etapa de formación de los valores fundamentales como ciudadano, le permiten a la institución recurrida imponer algunas limitaciones a la apariencia personal, cuya exigencia no constituye una actuación arbitraria o constitucionalmente inadmisible. Adicionalmente, resulta pertinente señalar que todo lo anterior fue dispuesto, en el marco de la relación de sujeción especial que existe entre el menor y el centro educativo, en aras de mantener la disciplina –parte integral de la formación educativa de todo individuo. Se declara sin  lugar el recurso.

	EDUCACIÓN
	LIBERTAD DE CÁTEDRA DEBE EN RESPETAR LA LIBERTAD DE OPINIÓN QUE GOZAN TODAS LAS PERSONAS


Expediente:14-009213-0007-CO 
Sentencia:013836-2014


Recurso de amparo contra el Instituto Euroamericano de Ciencias Criminalísticas y Forenses S.A. Las amparadas estiman lesionados sus derechos fundamentales, por cuanto acusan que durante la lección del recurrido, este utilizó expresiones discriminatorias y ofensivas contra las personas homosexuales, al punto que se vieron forzadas a abandonar la clase. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: a) Sobre el derecho a la igualdad y la discriminación sexual. b) Sobre la libertad de opinión. c) Sobre la libertad de enseñanza y la libertad de cátedra. d) En el caso concreto, con base en los informes rendidos, la Sala aprecia que los ejemplos tratados durante la lección en cuestión, por la propia naturaleza de la materia en discusión -ética, moral y deontología-, pueden evocar diferentes emociones, percepciones y posturas, ante las cuales una persona podría sentirse agraviada. Empero, si tales criterios son expresados en el contexto de la libertad de cátedra en los términos expuestos en los considerandos anteriores deben ser tolerados, en el marco de la libertad de opinión que gozan todas las personas en nuestro país. Según las convicciones de cada quien, tan irritante puede resultar una postura a favor como en contra en temas de esa naturaleza, merced a los aspectos morales, religiosos y personales que están involucrados. Sin embargo, aun en tales situaciones, se debe tomar conciencia de que la tolerancia constituye elemento esencial de la vida en comunidad y contribuye a sostener un Estado Democrático de Paz. Ser tolerantes no significa que aprobemos o aplaudamos costumbres y posiciones que nos resulten incómodas, desagradables o antiestéticas; ser tolerantes significa que se acepta que la vida es plural, diversa y cambiante, y que entre más alto sea el grado con que se internaliza esta situación, igualmente será mayor la posibilidad de convivir los unos con los otros en paz y armonía. La actuación impugnada se enmarca dentro de un salón de clases de un centro de estudios particular, en donde el profesor expresa su posición particular en ejercicio de la libertad de cátedra y no fue aportado acerbo probatorio alguno en el expediente para sostener, que las palabras que se le atribuyen al recurrido fueron dichas por este o que durante la lección estuviera hostigando o burlándose de las amparadas. Ello no significa que toda manifestación en el ejercicio de la docencia esté exenta de cualquier sanción disciplinaria ulterior, sino que en las dimensiones dadas, la revisión de lo acusado corresponde ser planteado ante el centro educativo propiamente, como lo indicó este Tribunal en la sentencia 2014-5130; al que no consta que hayan acudido las accionantes. Así las cosas, en lo que respecta a esta jurisdicción, al no haberse logrado constatar la conducta acusada en los términos expuestos, lo procedente es declarar sin lugar el recurso.

	EDUCACIÓN
	TÍTULOS DE BACHILLERATO CON LA FRASE “EDUCACIÓN ESPECIAL” RESPONDE A LAS NECESIDADES Y CARACTERÍSTICAS PARTICULARES DE LOS USUARIOS


Expediente:14-012207-0007-CO 
Sentencia:014085-2014

Recurso de amparo contra el Colegio de Cedros. El recurrente, quien cursó estudios de Educación Especial en el Colegio de Cedros, refiere que al salir de quinto año, no lo tomaron en cuenta para presentar los exámenes de bachillerato y, además, el título que se le concedió sólo dice "Educación Especial". Conforme a lo dicho, estima que ha sido discriminado. Sin embargo, en casos similares al presente, se tiene que el Consejo Superior de Educación ha establecido  que la modalidad  de Educación Especial, no puede homologarse con el III Ciclo de la Educación General Básica o Educación Diversificada, pues, cada una de ellas responde a las necesidades y características particulares de los usuarios. En este sentido, es importante traer a colación lo decidido por la Sala en la sentencia No. 2010-004967 de las 11:08 horas del 12 de marzo de 2010, en la cual, se explicó que ciertamente  si los estudiantes  logran concluir sus estudios en la modalidad en que se encuentran matriculados, obtendrán un título que  acreditará  esa  condición,  según  los conocimientos  adquiridos  en  esa modalidad. Así, mientras que en el sistema de educación formal existe un  núcleo  de asignaturas  comunes, la  modalidad  de Educación Especial, proporciona a los estudiantes habilidades adaptativas. Advierte, en ese sentido este Tribunal, que la distinción hecha, obedecería a consideraciones técnicas del campo de la educación. Tomando en consideración que el precedente de cita es aplicable al caso bajo estudio y, al no existir razón alguna que justifique modificar el criterio vertido en esa oportunidad, la Sala verifica que no se ha violentado el derecho de educación del amparado.  Por consiguiente, el presente recurso es improcedente, como en efecto se dispone. 

	INFORMACIÓN
	INFORMACIÓN SOBRE SALARIO DE FUNCIONARIOS DEL ESTADO, ES UN DATO PÚBLICO

Expediente:13-012328-0007-CO 
Sentencia:004037-2014

Recurso de amparo contra la Caja Costarricense del Seguro Social. Indica el recurrente que el 17 de setiembre de 2013 solicitó a la encargada de prensa de la institución accionada información de los años 1990 (o el año más antiguo disponible) al 2013, todo en hojas de cálculo, respecto del salario reportado ante la Caja Costarricense de Seguro Social de cada funcionario público del país, en el año respectivo, la institución para la que trabajaba en cada año y, si esa institución es parte del Gobierno Central, el Poder Judicial, Legislativo o de las instituciones autónomas, en caso de pertenecer a otra categoría, se debía indicar como “otras”. Reclama que a la fecha, no se le ha brindado respuesta definitiva ni se le ha entregado la información gestionada. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: a) Sobre el derecho de acceso a la información pública. Como se puede inferir de la Ley Modelo citada y las resoluciones de la OEA, hoy en día, la Administración está obligada a informar al administrado acerca de sus actuaciones y progresivamente hacer accesible la información que se encuentra en su poder mediante los medios tecnológicos que tenga a su alcance. b) Sobre la conjugación del derecho a la intimidad con el derecho de acceso a la información pública. El umbral de protección de la privacidad de los funcionarios públicos es menor por encontrarse de por medio el interés público, el cual demanda conocer la adecuada administración de fondos públicos y la integridad e idoneidad de los funcionarios estatales. c) Sobre el acceso a la información salarial de funcionarios públicos en el ámbito nacional. En repetidas ocasiones la Sala ha analizado el tema en cuestión, llegando reiteradamente a la conclusión de que el salario que devengan los funcionarios o servidores públicos es de naturaleza pública e interés general, por involucrar el adecuado control y manejo de fondos públicos. La necesidad de que exista transparencia en las finanzas públicas también puede afectar el derecho a la privacidad de los administrados. En la jurisprudencia de la Sala, el derecho a la información y al acceso a la información ha prevalecido consistentemente, cuando la divulgación de los datos es necesaria para garantizar la transparencia de la hacienda pública. En la sentencia número 2120-03 de las 13:30 horas del 14 de marzo de 2013, se conoció un recurso de amparo interpuesto en contra de la Caja Costarricense de Seguro Social por haberse esta negado a proporcionar la base de datos de las personas beneficiarias Régimen no Contributivo de Pensiones, incluyendo información como los números de cédulas de los beneficiarios, montos de las pensiones y los motivos por los que fueron asignadas. La Convención establece como mecanismo apto para combatir la corrupción el control de las finanzas personales (incluyendo los ingresos) de los funcionarios públicos y la posibilidad de publicar las declaraciones financieras de los mismos. La publicidad, se deduce, está destinada a fomentar el control y la transparencia mediante la participación civil. Esa publicidad también se promueve en los sistemas de contratación de funcionarios públicos. Con la entrada en vigencia de la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales (Ley Nº 8968), se imponen limitaciones y restricciones a la divulgación de información personal, cuyo respeto es obligación de todo ciudadano y de interés particular para el Estado, según queda manifiesto en el carácter de orden público de dicha ley (artículo 1). Sin embargo, el interés público de la información solicitada por el amparado -el monto del salario de los funcionarios- se mantiene incólume. Dicha información no puede ser catalogada como dato personal de acceso restringido (artículo 3 de dicha ley), ya que ese tipo de dato se caracteriza por “ser de interés solo para su titular o para la Administración Pública”. d) En el caso concreto, consta que ante la solicitud de información del accionante, la Jefa del Área de Comunicación del 17 de setiembre de 2013, se le indicó al tutelado que debía dirigirse a la Junta Directiva e indicar cuál era el interés público de la información solicitada y hasta el momento de plantear el amparo, no se le había entregado. La Sala coincide con la parte accionada en el sentido de que la gestión presentada por el amparado es amplia y que es necesario hacer una recopilación de basta información para atenderla. También retoma lo expresado en el considerando anterior, en tanto que la atención de peticiones como la que se conoce en autos no puede implicar el descuido de los servicios ordinarios que provee la Administración. Se reitera que la digitalización de la información pública demanda una adaptación progresiva acorde a las posibilidades presupuestarias, tecnológicas y de recursos humanos de cada Administración, no sea que por digitalizar toda la información pública o entregarla en un determinado formato, se dejen de atender otros aspectos esenciales del servicio público que se brinda a la población en general. No obstante, al exigir los recurridos al amparado que demostrara un interés público en la información pedida, restringieron injustificadamente el derecho de acceso que, constitucional y convencionalmente, le es garantizado. Ello, por sí solo, justifica que se declare con lugar el recurso. Asimismo, se hace ver a las partes que el derecho de acceso a la información no obliga a la Administración a procesar los datos en un formato específico o según criterios particulares, como lo sería entregar la información en hoja de cálculo o catalogar las instituciones según los deseos del petente. Sí la obliga a proporcionar la totalidad de los datos solicitados en el formato y según la categorización en que se encuentren en sus bases de datos. Así, la digitalización de la información pública, lo que incluye el escenario ideal indicado supra, exige una adaptación progresiva acorde a las posibilidades presupuestarias, tecnológicas y de recursos humanos de cada Administración, no sea que por digitalizar toda la información pública o entregarla en un determinado formato, se dejen de atender otros aspectos esenciales del servicio público que se brinda a la población en general. La atención de peticiones como la que se conoce en autos, no puede implicar el descuido de los servicios ordinarios que provee la Administración o salirse del giro normal de la institución. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta Ejecutiva y Jefa del Área de Comunicación de la Caja Costarricense de Seguro Social, que dentro del plazo de UN MES contado a partir de la notificación de esta resolución, informen al amparado cuánto tiempo se requerirá para construir la rutina informática que permita la extracción de los datos solicitados, el plazo necesario para atender su solicitud, y el costo aproximado que deberá asumir el amparado. La Magistrada Hernández López salva el voto y declara parcialmente con lugar el recurso.

	INFORMACIÓN
	LA INFORMACIÓN SOBRE PERMISOS Y PATENTES OTORGADOS POR LOS ENTES LOCALES ES DE NATURALEZA PÚBLICA.


Expediente:14-012161-0007-CO 
Sentencia:014389-2014


Recurso de amparo contra la Municipalidad de Alajuela. El recurrente demandó la tutela de su derecho de acceso a la información administrativa, pues, en su criterio, en la Municipalidad recurrida, se le negó una copia de un expediente de una patente comercial otorgada por ese ente. Sobre el derecho al acceso a la información administrativa en su vertiente ad extra, se cita el voto 2120-03. Se encuentra plena e idóneamente acreditado que por escrito, se le negó la copia del expediente que solicitó al petente, en virtud que, para esa administración tiene “carácter tributario” y contiene información confidencial.  Para este Tribunal, esa justificación no es de recibo, pues la información sobre permisos y patentes otorgados por los entes locales es de naturaleza pública. Aunado a lo anterior, para garantizar la confidencialidad de la información, la Municipalidad debe discriminar la que consta en el expediente, de manera tal que, aquellos datos íntimos o sensibles que existan en el soporte material no sean puestos a disposición del petente. Bajo esta inteligencia, estima la Sala que se produjo el agravio reclamado.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Presidente del Concejo Municipal y Alcalde Municipal de Alajuela, que dentro de los ocho días siguientes  a la notificación de esta resolución, pongan a disposición del amparado, las copias del expediente administrativo que solicitó, con excepción de las piezas que contengan información confidencial, todo a costo del recurrente. 

	INTIMIDAD
	LLAMADAS PARA COBRO DE DEUDAS EN EL LUGAR DE TRABAJO


Expediente:14-009479-0007-CO 
Sentencia:013147-2014

El recurrente interpone recurso de amparo contra la PROTECTORA DE CRÉDITO EMPRESA IMPROACTIVA S.A., y manifiesta que desde hace varios años labora para una empresa, donde la recurrida llama constantemente y envía correos y mensajes por fax para cobrarle una deuda que no ha podido pagar. Esta situación no solamente ha importunado a su jefatura, sino a todos los empleados, ya que las llamadas entran indiscriminadamente al teléfono de cualquier vendedor, o al fax de la empresa. Sobre el tema se cita el voto 2013-009015. En este caso el recurrente interpone el recurso favor de la empresa donde trabaja al alegar que llamadas, correos y comunicaciones recibidas “mortifican” a los representantes y los funcionarios de la empresa, situación que al valorarse, se tienen por demostrado, que el acreedor ha localizado al recurrente en la figura de deudor principal de la obligación, y no a los representantes de la empresa y a los funcionarios, como codeudores o fiadores, por lo que no existe una afectación en ese sentido. De ahí que conforme al análisis desarrollado por este tribunal en cuanto a los hechos alegados por el interesado, estos no constituyen una violación de los derechos fundamentales, por lo que se debe desestimar el recurso. Se declara sin lugar el recurso.

	INTIMIDAD
	PUBLICACIÓN DE DOCUMENTOS JUDICIALES EN FACEBOOK DEBEN ACUSARSE EN LAS VÍAS LEGALES CORRESPONDIENTES


Expediente:14-010401-0007-CO 
Sentencia:013162-2014


Recurso de amparo contra el Alcalde de la Municipalidad de La Cruz de Guanacaste. El recurrente considera lesionado su derecho a la intimidad y a la imagen, contenido en el artículo 24 de la Constitución Política, por haber publicado el recurrido en su perfil de Facebook documentos que se encuentran en proceso de investigación judicial. En el presente asunto, el recurrente se encuentra relacionado con los procedimientos administrativo y judicial aludidos supra,  y será dentro de éstos y a través de los procedimientos establecidos al efecto que podrá alegar, si a bien lo tiene, tanto la validez y procedencia de los documentos como la acusada afectación a sus derechos que las publicaciones cuestionadas generan. No corresponde discutir en esta Sede si la información publicada fue obtenida de manera irregular, ni si pertenece al expediente judicial aludido; así como tampoco compete a esta Sala valuar si puede considerarse de carácter sensible, o si por aludir a actuaciones ejercidas por funcionarios municipales en razón de su investidura, los recibos y demás documentos son de dominio público. En otras palabras, el recurrente cuenta con los mecanismos legales previstos –tanto para el procedimiento administrativo como para el judicial- para ejercer adecuadamente su defensa. Máxime si se tiene en cuenta que, tal y como lo informa la Jueza del Juzgado de Trabajo de Liberia, éste conoce el recurso de apelación en su condición de superior jerárquico impropio de la corporación Municipal, y no como función jurisdiccional propia. Es decir, no se trata de un proceso judicial, como quiere hacer ver el recurrente, sino del agotamiento de la vía administrativa. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Castillo Víquez pone nota.

	LIBERTAD DE TRANSITO
	SE IMPIDE EL INGRESO DE HOMBRES AL INSTITUTO NACIONAL DE LAS MUJERES

Expediente:14-009323-0007-CO
Sentencia:012700-2014

Recurso de amparo contra la Presidenta Ejecutiva del Instituto Nacional de Las Mujeres. Alega el accionante que, como parte de la asesoría legal que le ha dado a una cliente que sufre una situación de alto riesgo a causa de violencia doméstica, le recomendó acudir al Instituto Nacional de las Mujeres. Para tales efectos, indica, el 10 de junio de 2014 su representada le solicitó que la acompañara a ese instituto. Sostiene que, al llegar al sitio, su clienta se adelantó mientras él recogía su bolso y, cuando se disponía a ingresar, el guarda le informó que no podía hacerlo, por lo que le expuso su disconformidad y éste llamó a su jefa, la cual le indicó que no podía ingresar por ningún motivo, debido a que los hombres debían esperar afuera mientras las mujeres eran atendidas. Lo anterior, aunque explicó que acompañaba profesionalmente a su cliente. Aduce que se le reiteró que los hombres no tenían permitido el ingreso a la institución y que debía esperar afuera. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Jinesta Lobo salva el voto y declara con lugar el recurso. El Magistrado Cruz Castro pone nota. SENTENCIA EN REDACCIÓN

	MIGRACIÓN
	CANCELAN RESIDENCIA PERMANENTE A PADRE DE DOS HIJOS COSTARRICENSES. VÍNCULOS FAMILIARES NO SON LICENCIA PARA DEJAR DE OBSERVAR EL ORDENAMIENTO JURÍDICO


Expediente:14-011486-0007-CO 
Sentencia:013004-2014


Recurso de amparo contra la Dirección de Migración y Extranjería. El recurrente alegó que la Dirección General de Migración y Extranjería canceló su condición de residencia permanente, porque fue condenado por el delito de tentativa de robo agravado. Argumentó que solamente se le notificó la cancelación, la que es, a su juicio, improcedente, porque es padre de dos personas menores de edad de nacionalidad costarricense. Considera lesionado su derecho al trabajo así como el interés superior de sus hijos. En cuanto a los alegados vínculos familiares, este Tribunal, ante un caso similar, se pronunció en sentencia n.° 2011-005520 y se indica que  no hay razón para estimar el recurso, pues los vínculos familiares no son una licencia para dejar de observar el ordenamiento jurídico. De igual manera, las secuelas de la cancelación sobre las relaciones familiares no son consecuencia de una decisión arbitraria de la Dirección General de Migración y Extranjería, sino de la conducta del mismo recurrente. Se declara sin lugar el recurso .

	MINORÍAS
	SE ORDENA AL COLEGIO DE ABOGADOS EXTENDER CARNÉ A PAREJA DEL MISMO SEXO ENTRE OTROS DERECHOS

Expediente:13-008162-0007-CO
Sentencia:012703-2014
 
Recurso de amparo contra el Gerente Del Instituto Nacional de Seguros, el Presidente de La Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica y el  Subgerente del Instituto Nacional de Seguros. Alega el accionante que solicitó ante la Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica que extendiera un carné a su pareja, una persona de su mismo género, a fin de que éste pueda hacer uso de las instalaciones, beneficios y derechos que dicha corporación otorga a las parejas de sus agremiados. No obstante, se rechazó la gestión bajo el argumento que no existe una Ley emanada de la Asamblea Legislativa que permita otorgar los derechos que el petente reclama en su gestión. Por mayoría se declara parcialmente con lugar el recurso. Se anula el acuerdo No. 2013-22-004 adoptado en la sesión ordinaria No.22-13 de 24 de junio de 2013 y el No.2013-27-005 de la sesión ordinaria No.27-13 de 29 de julio de 2013 de la Junta Directiva del Colegio de Abogados, quedando vigente, únicamente, lo que respecta a la póliza básica de gastos médicos de los agremiados conforme se explicó en el considerando VII de esta sentencia. Se ordena al Presidente del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, extender a la pareja del recurrente el carné para el ingreso y uso de las instalaciones de esa corporación profesional y, en caso presentar las gestiones concretas, tramitar lo correspondiente para que pueda incluirlo como beneficiario de la póliza de vida y asegurado en las pólizas de los seguros voluntarios. El Magistrado Jinesta y la Magistrada Hernández ponen nota. El Magistrado Rueda difiere de las consideraciones de la mayoría, por lo que da razones distintas. El Magistrado Salazar Alvarado salva el voto y declara parcialmente con lugar el recurso. El Magistrado Castillo salva el voto y declara sin lugar el recurso. Notifíquese al Superintendente General de Seguros.

	MINORÍAS
	SE ORDENA AL MEP ADAPTAR PLANTA FÍSICA DEL COLEGIO FRANCISCO CARRASCO JIMÉNEZ PARA SUPLIR LAS NECESIDADES DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD,  EN UN PLAZO DE DOCE MESES


Expediente:14-009476-0007-CO 
Sentencia:013146-2014


Recurso de amparo contra el Ministerio de Educación. Los recurrentes interponen recurso de amparo a favor de dos menores de edad, pues aseguran que se les imparten lecciones en ese centro educativo y, además, que presentan parálisis cerebral profunda o infantil, que limita sus capacidades físicas, no así las mentales, por lo que deben utilizar permanentemente sillas de ruedas. Razón por la cual, por nota del 07 de febrero de 2014 -reiterada el 04 de marzo de 2014- le solicitaron al Director del colegio recurrido la implementación de algunas mejoras en la infraestructura de la institución para adecuarla a lo dispuesto en la Ley 7600 (Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad), sin embargo, a la fecha de interposición del presente recurso no se les ha brindado una solución al problema denunciado. Consideran que los problemas de accesibilidad que presenta la institución vulneran los derechos fundamentales de los amparados.  De los informes rendidos bajo juramento y de los autos, esta Sala considera que en efecto existe violación a los derechos fundamentales de los amparados. Ello, por cuanto se constató que en la actualidad el Colegio Francisca Carrasco Jiménez, donde se encuentran estudiando los tutelados - menores de edad con discapacidad, que utilizan silla de ruedas para trasladarse-, no cuenta con las condiciones de accesibilidad que requiere este tipo de población. Si bien es cierto, el Director de la Institución indica que se han realizando mejoras, conforme sus posibilidades económicas y, también, la Dirección de Infraestructura y Equipamiento Educativo del Ministerio de Educación Pública, asegura que se han efectuado diversas acciones desde el año 2010  tendentes a dar una solución al problema de infraestructura en el centro educativo, lo cierto del caso, es que se reconoce que aún no se concretan las obras en la Institución, para que se cumpla lo establecido en la Ley de Igualdad de Oportunidades, tanto para los amparados como para otros jóvenes. Se declara con lugar el amparo y, en consecuencia, se ordena al Director del Colegio Francisca Carrasco Jiménez y al Director de la Dirección de Infraestructura y Equipamiento Educativo, ambos del Ministerio de Educación Pública, tomar las previsiones  presupuestaria necesarias e implementar con asesoramiento técnico-especializado, las adaptaciones de la planta física del Colegio Francisco Carrasco Jiménez que se requieran para suplir las necesidades de las personas con discapacidad, las cuales, deberán quedar terminadas dentro del plazo máximo de DOCE MESES contados a partir de la notificación de esta sentencia. 

	MINORÍAS
	ABANDONO DE ADULTOS MAYORES EN HOSPITAL. SE ORDENA A CONAPAM ACTUAR


Expediente:14-011749-0007-CO 
Sentencia:013882-2014

Recurso de amparo contra el Consejo Nacional de la Persona Adulta Mayor (CONAPAM). La recurrente, Directora del Hospital San Francisco de Asís, alegó varios adultos mayores, permanecen en el hospital, pese a que ya fueron dados de alta. Explicó, que están en una situación de abandono, por lo que el Departamento de Trabajo Social solicitó al CONAPAM su ubicación en algún centro de atención, pero las gestiones no han sido debidamente atendidas. Sobre el tema, se citan los votos 002837-13 y 010326-13. Desde el punto de vista de los Derechos Fundamentales del amparado, lo relevante es la eficacia de las acciones tomadas. Ante casos complejos -como el del amparado- que no son totalmente imprevisibles, el CONAPAM debería prever mecanismos más eficaces ya sea para exigir responsabilidad a los familiares de la persona adulta mayor o para lograr su ubicación en alguna institución. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto a uno de los amparados. En consecuencia, se le ordena a la Directora Ejecutiva del Consejo Nacional de la Persona Adulta Mayor, que realice las gestiones necesarias para que, en el plazo de quince días hábiles, contados a partir de la notificación de esta sentencia, el amparado sea reubicado. 

	MUNICIPALIDAD
	SE ORDENA HACER ESTUDIO PARA ADECUAR ESPACIOS EN DORMITORIOS DE LA MUNICIPALIDAD DE SAN JOSÉ, TOMANDO EN CUENTA VARIABLES DE GÉNERO

Expediente:14-012059-0007-CO
Sentencia:014040-2014 

Recurso de amparo contra el Director del Centro Dormitorio para Habitantes de la Calle de la Municipalidad de San José. Alegan las recurrentes que las mujeres habitantes de la calle, tenían acceso al dormitorio de la Municipalidad, pero el veintiocho de julio, arbitrariamente, el director de dicho lugar les manifestó que solo permitiría el ingreso de trece mujeres -por medio de rifa-, dentro de las cuales hay adultas mayores, epilépticas, embarazadas y discapacitadas, por lo que si una adulta mayor no gana el sorteo, duerme en la calle. Manifiesta que por el contrario en el lugar de varones, permiten el acceso a noventa y ocho personas, situación que estiman discriminatoria. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Coordinador Técnico del Centro Dormitorio Fundación Génesis (Dormitorio Municipal), adecuar los espacios del Dormitorio, con base en un estudio actualizado, el cual deberá realizarse dentro de los 8 meses siguientes contados a partir de la notificación de la presente sentencia, en el cual se incluirán las distintas variables -entre ellas la de género- y se le dará participación en su realización a la Defensoría de la Mujer y al Instituto Nacional de las Mujeres. SENTENCIA EN REDACCIÓN

	PENAL
	PLAZO EXTRAORDINARIO DE LA PRISIÓN PREVENTIVA

Expediente:14-011617-0007-CO
Sentencia:012661-2014

Recurso de hábeas corpus contra el Tribunal de Apelación de Sentencia del II Circuito Judicial de San José y el Tribunal de Juicio del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica. Indica el accionante que el Tribunal de Juicio del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica prorrogó la prisión preventiva al tutelado por el plazo de doce meses y veintiséis días, que a criterio de dicho Tribunal contemplaba los seis meses y veintiséis  días del plazo ordinario (doce meses) restantes y seis meses del plazo extraordinario por haberse dictado condenatoria, misma que comenzó a regir desde el 10 de diciembre de 2013, fecha  en que se dictó  la sentencia antes  dicha.  Alega que la prisión preventiva es desproporcionada y lesiona los plazos máximos previstos en la normativa procesal  penal,  pues  el artículo  258,  párrafo segundo, del Código Procesal Penal, faculta al Tribunal de Juicio que imponga sentencia condenatoria, a prorrogar por seis meses la prisión preventiva de la persona detenida. En el caso bajo estudio, no encuentra esta Sala razones que la hagan variar el criterio vertido, por lo que procede desestimar el recurso. En efecto, alegó el recurrente que el plazo de la prisión preventiva es desproporcionado y lesiona los plazos máximos previstos en la normativa procesal penal. Indica que el artículo 258, párrafo segundo, del Código Procesal Penal, faculta al Tribunal de Juicio que imponga sentencia condenatoria, a prorrogar por seis meses la prisión preventiva de la persona detenida, y dicha norma fija la competencia del tribunal sentenciador respecto de la restricción de la libertad. Se cita el voto 1474-14, en donde se indica que el Tribunal de Juicio mantiene competencia para prorrogar la medida de prisión preventiva por el tiempo que falta para cumplirse el plazo ordinario de doce meses que establece el artículo 257 del citado Código, aunque se haya dictado sentencia condenatoria, lo que efectivamente se produjo en este caso. En virtud de todo lo anterior, la prisión preventiva dispuesta por el Tribunal de Juicio recurrido, al dictarse la sentencia condenatoria, por el plazo de doce meses y veintiséis días, conformado éste por los seis meses y veintiséis días del plazo ordinario restante, acorde con el artículo 257 del Código Procesal Penal (12 meses), y los seis meses del plazo extraordinario por haberse dictado sentencia condenatoria, según lo dispone el artículo 258 del mismo código, no vulnera los derechos fundamentales del amparado, ni supera los plazos máximos de prisión preventiva que dispone el ordenamiento jurídico. Debe entenderse claramente, que esos plazos son máximos, y las autoridades competentes no deben esperar a que se cumplan para dictar las resoluciones respectivas, sino que se debe actuar de la manera más pronta posible, en resguardo de los derechos fundamentales, entre ellos la libertad. En consecuencia procede desestimar el recurso. Se declara sin lugar el recurso.

	PENAL
	SE MANTIENE AL IMPUTADO ESPOSADO DURANTE LA INDAGATORIA


Expediente:14-011874-0007-CO 
Sentencia:012673-2014


Recurso de hábeas corpus contra la Fiscalía y la Sección de Cárceles de la Oficina Regional en Grecia del Organismo de Investigación Judicial. Manifiesta el accionante que su representado fue detenido por el delito de hurto agravado y, fue pasado a la Fiscalía de Grecia  para  la  respectiva indagatoria,  en  la  cual  se  encontraba  esposado,  y  al solicitar  que  se  le retiraran  las  esposas,  el  custodio  de  cárceles  se negó a retirarlas bajo la justificación de que se encontraba solo, y se necesitaban dos custodios por detenido, por lo que la diligencia en cuestión se llevó a cabo con el tutelado esposado, y se ordenó posteriormente su libertad. Sobre el tema se cita el voto 2008-017275, en donde se indicó la Administración no puede utilizar argumentos de índole económica (falta de recurso humano) para justificar la vulneración a derechos fundamentales. En esa ocasión se estimó que  no resulta constitucionalmente válido que para garantizar la seguridad del inmueble y de los funcionarios del despacho se mantenga al privado de libertad esposado durante la recepción de la declaración indagatoria por el simple hecho de que éste tiene mayor estatura y contextura que la que presentaba el custodio; pues si lo que existe es ausencia de oficiales suficientes para la custodia del detenido; esto es un problema achacable únicamente a la Administración que debe responder adecuadamente en aras de garantizar la custodia y contención del amparado así como la seguridad de los funcionarios del despacho y del inmueble; sin que ello afecte el ámbito de libertad en las declaraciones del amparado y sin que se interfiera en su manifestación de voluntad; pues está el Estado obligado a proveer los recursos humanos necesarios para protegerle ese derecho de defensa fundamental y si no tenían custodios para el momento de la recepción de la declaración de indagatoria-, lo que hizo que mantuvieran al imputado con las esposas puestas- ; ello es un asunto que contraviene lo dispuesto en el artículo 12 del Manual de Procedimientos para la Contención, Conducción e Intervenciones Corporales de Detenidos, aprobado por el Consejo Superior en la sesión 151- 2005, según el cual el imputado debe ser custodiado por dos conductores de detenidos. Siendo que el cuadro fáctico objeto de este hábeas corpus guarda similitud con el precedente de cita, y por mantenerse el criterio vertido en esa oportunidad, procede la estimatoria de este recurso. Se declara con lugar el recurso.

	PENAL
	SALA DE CASACIÓN PENAL ESTÁ FACULTADA PARA DICTAR DE OFICIO LA PRISIÓN PREVENTIVA CUANDO DISPONGA EL REENVÍO A UN NUEVO JUICIO

Expediente:14-012826-0007-CO
Sentencia:013704-2014

Recurso de hábeas corpus contra la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia. La recurrente alega que la Sala Tercera, al declarar con lugar el recurso de revisión presentado, anuló la sentencia condenatoria y con ello la prisión preventiva dictada en ésta, lo que implica que su representada quedaba en la condición en que se encontraba al momento del debate, sea en libertad con medidas cautelares; sin embargo, continúa privada de su libertad. No obstante, este Tribunal considera que la Sala Tercera dictó la prórroga de la prisión preventiva con base en lo establecido en el ordinal 258 del Código Procesal Penal, que indica en el último párrafo que la Sala de Casación Penal está facultada para dictar de oficio, la prisión preventiva cuando disponga del reenvío a un nuevo juicio. El fin de esa previsión normativa es hacer posible que se cumplan los fines del proceso, es decir, la realización del juicio, toda vez que el hecho de que el recurso de revisión interpuesto contra la sentencia condenatoria haya sido declarado con lugar, no implica automáticamente la puesta en libertad de la persona, ya que la Sala Tercera tiene la competencia dada por el numeral 258 del Código Procesal Penal para imponer o prorrogar la prisión preventiva. Se declara sin lugar el recurso.

	PENAL
	POTESTAD DE DETENCIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO SE DEBE EJERCER, RESPETANDO LOS CRITERIOS DE PROPORCIONALIDAD Y RAZONABILIDAD

Expediente:14-012097-0007-CO 
Sentencia:013915-2014

Recurso de hábeas corpus contra el Director General de la Fuerza Pública de Upala, e Fiscal Coordinador de Upala y el Jefe de la Delegación Policial de Upala.  La recurrente acude a este Tribunal para que se tutele el derecho de libertad personal del amparado, pues pese a que el Juez Penal ordenó su libertad el Fiscal volvió a detenerlo sin causa aparente. En este caso se analiza el tema del sistema penal en un Estado Democrático de Derecho y sobre el caso concreto, la Sala constata la lesión a los derechos fundamentales del accionante, así como al principio de proporcionalidad en la detención ordenada por el Ministerio Público. En efecto, si el Ministerio Público consideraba que el pronunciamiento del Juez Penal carecía de fundamento para ordenar la libertad del amparado debió recurrir la resolución y no detener al imputado luego que el operador jurídico ordenó su libertad, pues ya se tenía un criterio jurídico respecto a su situación procesal, tanto de las circunstancias fácticas como probatorias. El juzgador estableció que los peligros procesales no se daban, y así lo volvió a reiterar en su segundo pronunciamiento. De manera que el representante del Ministerio Público obvió estas circunstancias y apresurado para obtener la revisión de la situación vuelve a detener al tutelado, lo que produjo un hecho tan grosero que conduce a una ilegítima privación de la libertad.  Si bien el  Ministerio Público tiene la potestad de ordenar la detención de cualquier persona cuando exista indicio comprobado de que se ha cometido delito, ese amplio poder público debe responder a criterios de proporcionalidad, razonabilidad y respeto a los peligros que implica para la causa que el acusado esté libre. Como en el presente caso, ya el juzgador había hecho esta valoración, no le quedaba más al Fiscal que cuestionar el pronunciamiento mediante las vías que establece el ordenamiento jurídico, y no detener al accionado tratando de corregir, lo que en su criterio estaba errado. Así, lo procedente es declarar con lugar el recurso solo para efectos indemnizatorios, ya que en la actualidad el amparado goza del derecho de libertad. 

	PENAL
	POR SEGURIDAD SE APLICA “MECANISMO MARSHALL” A PRIVADO DE LIBERTAD VIOLENTO

Expediente:14-012976-0007-CO 
Sentencia:014138-2014

Recurso de hábeas corpus contra el Organismo de Investigación Judicial del Primer Circuito Judicial de San José. En el caso bajo estudio, las recurrentes reclaman que estando el amparado detenido en las celdas del OIJ,  atentó contra su vida,  razón por la cual, el Jefe de Celdas autorizó para que le colocaran esposas con la marcha, y así permaneció durante todo el período de su privación de libertad. Al respecto, la Sala tiene por demostrado que, previo a los hechos denunciados por las accionantes, el tutelado mostró una actitud de irrespeto hacia las instalaciones físicas y la vida de las personas que se encontraban en el área de las celdas, tanto privados de libertad como custodios, pues en reiteradas ocasiones dañó el sistema de cableado eléctrico e interrumpió el fluido eléctrico, por lo que pudo haber causado un incendio y problemas entre los internos. Además, su estado emocional era violento, siendo que también amenazó e intentó agredir a un oficial de la policía. Posterior a ello, el  tutelado se desprendió de su pantalón,  ató uno de sus extremos en lo alto de la celda y el  otro lo colocó alrededor de su cuello, con la aparente intención de ahorcarse, pero la situación fue evitada, por el personal de Celdas. En virtud de ello, y para evitar que se auto infringiera daños o lesiones, aunado a la agresividad que mostraba, fue que la autoridad recurrida dio la orden para que se aplicara el "mecanismo Marshall", que consiste en colocar esposas para manos, pies y cadena alrededor de la cintura. De esta forma, el amparado permaneció durante aproximadamente cuatro horas y media,  mientras, como bien lo dijo bajo juramento la recurrida " retomó la cordura". No obstante, durante dicho lapso, se le facilitó alimentación y una colchoneta. Así las cosas, la Sala considera que el hecho que el amparado haya permanecido  con esposas metálicas en las manos, los pies y una cadena en la cintura, el tiempo estrictamente necesario hasta que disminuyera su nivel de agresividad, luego de los eventos indicados, no lesiona sus derechos fundamentales, pues primero era una manera de contención, para que no atentara contra su vida, ni lesionara la vida de las demás personas, ni produjera daños materiales; y segundo, por las condiciones particulares de comportamiento del tutelado, que fueron advertidas en el documento de remisión. Nótese que, en casos anteriores esta Sala ha resuelto que el uso de esposas metálicas, en ciertas circunstancias excepcionales, resulta no solo conveniente, sino necesario (véase al respecto la resolución número 0277-95 a las diez horas cincuenta y siete minutos del trece de enero de mil novecientos noventa y cinco). 

	PENAL
	PRISIÓN PREVENTIVA CUANDO HAY SENTENCIA CONDENATORIA EN PRIMERA INSTANCIA, DEBE FUNDAMENTARSE

Expediente:14-013250-0007-CO
Sentencia:014258-2014

Recurso de hábeas corpus contra el Tribunal de Juicio de Puntarenas. Del   escrito   de   interposición   se   constata   que   lo   pretendido   por  la recurrente es manifestar su disconformidad con lo resuelto por parte del Tribunal de Juicio de Puntarenas, pues se rechazó su gestión de  libertad en beneficio del amparado. No obstante, estima esta Sala que no lleva razón la recurrente al manifestar que los motivos invocados por el Tribunal para ordenar la prisión preventiva del amparado no tienen sustento. Esta Sala ya ha aceptado en múltiples ocasiones que una condenatoria -máxime si lo es a varios años de prisión-, puede constituir base suficiente para acordar una prisión no dispuesta en la etapa preparatoria, pues esa circunstancia hace variar el estado en que se encontraba la persona sometida a juicio antes de que se dictara la sentencia y, en algunos casos, ser la causa de una evasión a la acción de la justicia (v. p. ej. las sentencias número 2262-99 del veintiséis de marzo de mil novecientos noventa y nueve). No es que el estado de inocencia que goza el encausado mientras una sentencia firme no disponga lo contrario decaiga; es que la situación del acusado frente al proceso cambia y esa modificación puede alterar la relación de aquél con los fines del proceso y en consecuencia motivar que se disponga la restricción a la libertad, para proteger esos fines que tienen también raigambre constitucional. Asimismo, la sentencia condenatoria debe contener, porque así lo ordena el Código Procesal Penal (artículo 363), los motivos de hecho y de derecho en que los que se funda, así como la determinación precisa y circunstanciada del hecho que el tribunal estima acreditado. El artículo 364 del Código Procesal Penal establece que si la sentencia es condenatoria y el imputado está en libertad, el tribunal podrá disponer la prisión preventiva cuando haya bases para estimar razonablemente que no se someterá a la ejecución una vez firme la sentencia. Se citan las sentencias 1439-92, 15279-11 y 6736-14. Se rechaza por el fondo el recurso.

	PENAL
	SE ORDENA HACER NUEVAMENTE AUDIENCIA POR ERROR EN GRABACIÓN

Expediente:14-012751-0007-CO 
Sentencia:014423-2014

Recurso de habeas corpus contra el Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, sede Santa Cruz. Los recurrentes consideran la lesión a los derechos fundamentales de los tutelados, toda vez que, figuran como imputados en una causa penal, en el Juzgado Penal de Santa Cruz. Indican que fueron detenidos desde el 26 de junio de 2014, por orden de la Fiscalía Adjunta de Santa Cruz, y se encuentran en prisión preventiva desde el 27 de junio pasado. Sin embargo, se acreditó que no existe grabación de la vista oral respectiva, en la cual se impuso la medida cautelar mencionada, situación que violenta los derechos fundamentales de los tutelados, por cuanto se desconocen los motivos que tuvo el juzgador para imponerles la prisión preventiva. Ahora bien, esta Sala observa que la misma autoridad accionada acepta que el archivo digital donde se guardó la audiencia oral está dañado y presenta un error en la reproducción; sin embargo, se debe indicar que es deber del Juzgador asegurarse que los sujetos procesales tengan a su disposición todos los elementos para valorar el ejercicio de sus derechos dentro del proceso, y por tanto la existencia de la grabación del audio y video, la trascripción de lo actuado en la misma, o en su defecto, una minuta completa y comprehensiva de lo manifestado y resuelto en la audiencia oral, pues es una garantía ineludible del debido proceso, que el órgano juzgador se encuentra en deber de garantizar y respetar. (Se cita el voto 13188-14). Estima la Sala que lo ocurrido en el presente caso es altamente irregular, sobre todo por la inercia de la autoridad juzgadora para resolver la omisión oportunamente, razón por la que se ordena comunicar esta sentencia al Consejo Superior y a Corte Plena para lo de sus cargos. Se declara con lugar el recurso, sin ordenar la libertad de los tutelados. Se ordena al Juez Penal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, sede Santa Cruz, realizar, nuevamente, la audiencia de prisión preventiva celebrada el 27 de junio de 2014 contra los tutelados, en el plazo de 24 horas contadas a partir de la comunicación de esta sentencia. Comuníquese al Consejo Superior y a Corte Plena por medio de su Secretaría General, para lo de sus cargos.-  

	PENITENCIARIO
	SE ORDENA ADECUAR LAS CONDICIONES SANITARIAS DE LOS MÓDULOS C1 y C2 DE LA REFORMA


Expediente:14-004099-0007-CO
Sentencia:012570-2014

Recurso de amparo contra el Director del CAI La Reforma, el Director General de Adaptación Social y la Ministra de Salud. El recurrente acude a este Tribunal para que se declare la lesión a sus derechos fundamentales por la omisión de los recurridos de proveerles de las condiciones necesarias como ser humano para que cumplan la pena en el Centro de Atención Institucional La Reforma, Ámbito C, que le fue impuesta por la autoridad jurisdiccional. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: a) Sobre la variación del área destinada para que los privados de libertad reciban visitas, en donde se indica que el cambio de horarios y espacio física en visita general de los privados de libertad obedece a un cambio general en el Centro de Atención Institucional La Reforma a partir del 29 y 30 de marzo de 2014, y el objetivo general del proyecto consiste en ofrecer las condiciones necesarias para el disfrute del derecho de visita de las personas privadas de libertad y los visitantes, para mantener el orden y la seguridad institucional, así como eliminar las “covachas”, para ello, se abrieron 2 gimnasios y una plazoleta con toldos como espacios de visita, lo que la Sala considera razonable. b) Sobre las condiciones sanitarias para la permanencia de privados de libertad en el Centro de Atención Institucional La Reforma, módulo C, en donde se constató que existen condiciones sanitarias que no son justificables. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Director General de Adaptación Social, tomar de inmediato las medidas necesarias para que se adecuen las condiciones de los módulos C1 y C2 del Centro de Atención Institucional La Reforma a las Reglas Mínimas para el Tratamiento de Reclusos, adoptadas por la Organización de las Naciones Unidas, y acate la orden sanitaria expedida por el Ministerio de Salud. El Juez de Ejecución de la Pena de Alajuela deberá velar por el cumplimiento de lo ordenado en esta sentencia. Se ordena al Ministro de Salud que se vele por el cumplimiento de las condiciones sanitarias del citado centro penal, y utilice sus potestades para que se cumplan los requerimientos de salud. 

	PENSIÓN
	APLICACIÓN DE LAS REFORMAS EN MATERIA DE PENSIONES DEBEN RESPETAR EL DERECHO ADQUIRIDO DE DIECIOCHO MESES

Expediente:14-010740-0007-CO
Sentencia:012606-2014

Recurso de amparo contra el Presidente Ejecutivo y el Gerente de Pensiones, ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social. La recurrente indica que al haber cumplido lo requisitos para el retiro anticipado con derecho a pensión reducida del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social, el 6 de enero de 2014 solicitó que se declarara ese derecho. No obstante, le fue rechazada su solicitud por no ajustarse al requisito establecido en el artículo 24 del reglamento vigente, pues en sesión del 18 de noviembre de 2013, se modificaron los aspectos reglamentarios dispuestos en el artículo 24 del Reglamento al Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte. Alega que esa modificación le causa un grave perjuicio pues se prolongó la recepción del derecho de retiro hasta los 62 años y 10 meses y la cantidad de cuotas requeridas en su caso particular a 413 aportes. En este caso, señala la Sala un antecedente sobre los derechos adquiridos en materia de pensiones, particularmente el voto 3551-2014. En donde se mantiene el “deber de tomar en cuenta, en el cálculo de la proyección de la pensión a nombre de la amparada, el tiempo prudencial de dieciocho meses que define los derechos adquiridos en materia pensiones”. En el caso concreto, la Dirección de Administración de Pensiones de la C.C.S.S. estudió el alcance de ese voto y emitió los lineamientos sobre la aplicación correcta del artículo 24 del Reglamento de Invalidez Vejez y Muerte y, en cuanto a la recurrente, se revocó el acto cuestionado y se reconoció el derecho adquirido de la amparada, para pensionarse con la normativa anterior. Así las cosas, se dispone declarar sin lugar el recurso. 

	PODER EJECUTIVO
	SE ANULA NOMBRAMIENTO DE JUNTA DIRECTIVA DEL BANHVI POR  VIOLACIÓN AL PRINCIPIO DE PARIDAD Y ALTERNANCIA DE GÉNERO

Expediente:14-010670-0007-CO
Sentencia:014522-2014

Recurso de amparo contra Consejo Gobierno. Se alega que de conformidad con el artículo 3, inciso c), de la Ley del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda y creación del Banco Hipotecario de la Vivienda (BAHNVI), fue nominada por el Partido Liberación Nacional como representante de partidos políticos en la Junta Directiva del banco recurrido; no obstante, fueron finalmente nombrados seis hombres y una mujer, lo cual considera violatiro del principio de paridad y alternancia de género derivados del artículo 33 de de la Constitución Política, así como la normativa internacional establecida y la jurisprudencia constitucional dictada sobre el tema. Se declara CON LUGAR el recurso. En consecuencia se anulan los nombramientos de los representantes de los partidos políticos representados en la Asamblea Legislativa, propuestos por los partidos políticos, según artículos tercero y cuarto de las sesiones ordinarias números seis y siete, celebradas el tres y diecisiete de junio del dos mil catorce, para que, en su lugar, se solicite a los partidos políticos nuevamente ternas en el entendido de que en uno de estos puestos se nombrará un hombre y mujer y, se les advierte que en dichas ternas debe respetarse la cuota de género. Los Magistrados Cruz Castro y Rueda Leal salvan el voto y declaran sin lugar el recurso, porque estiman que en este asunto se debió dar audiencia previa a los representantes del sector público designados por el Consejo de Gobierno en el artículo décimo sexto de la sesión ordinaria número cinco de tres de junio de dos mil catorce, y artículo tercero de la sesión ordinaria número siete del diecisiete de junio de dos mil catorce. Pese a este alegado defecto procesal, aclaran que comparten las razones favorables a la paridad de género. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán, en su caso, en la vía de ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Notifíquese esta sentencia en forma personal al Ministro de la Presidencia y a los miembros de la junta directiva del Banco Hipotecario de la Vivienda (BANHVI). SENTENCIA EN REDACCIÓN

	PODER JUDICIAL
	SE ANULA RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO POR COSA JUZGADA CONSTITUCIONAL

Expediente:12-002127-0007-CO
Sentencia:012825-2014 

Recurso de amparo contra resolución del Juzgado del Tribunal Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Alega el recurrente que la empresa recurrida se dedica a la actividad de producción de cemento a partir de la molienda de materias primas, empaque y comercialización, para lo cual cuenta con los permisos necesarios para su desarrollo.  Señala que la Comercializadora se ubica en la zona industrial de San Rafael de Alajuela y está rodeada de industrias de alto impacto, como son tajos, concreteras, granjas avícolas y porcinas. Indica que la Asociación de Desarrollo de San Rafael de Alajuela ha incoado varias gestiones en vía administrativa y judicial para impedir la instalación y funcionamiento de la molienda de cemento, sin que exista justificación para su actuar.  Aclara que dicha Asociación interpuso varis recursos de amparo ante la Sala Constitucional en los que se alegó la inviabilidad ambiental y la lesión al ambiente por parte de la empresa amparada, sin embargo, los recursos fueron desestimados por sentencias números 2011-004428, 2011-005514 y 2011-013943, por no evidenciarse lesión alguna al ambiente.  El 1° de octubre de 2010 se dio inicio a las operaciones de producción y comercialización de cemento, bajo la constante fiscalización e inspección de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, el Ministerio de Salud y la Municipalidad de Alajuela.  Por resolución administrativa número 410-2011 de las 14:50 horas del 31 de octubre de 2011, el Tribunal Contencioso Administrativo, Sección Tercera, en su condición de jerarca impropio municipal resolvió un recurso de apelación incoado por el Presidente de la Asociación de Desarrollo Integral de San Rafael de Alajuela, en contra de la resolución del Alcalde Municipal de Alajuela de las 10:00 horas del 9 de junio de 2010.  Dicha resolución dispuso el cobro del impuesto municipal de las obras de torre de silos, torre de molienda, del edificio de producto terminado de la empresa amparada.  En ese sentido, el Tribunal Contencioso Administrativo ordenó en aplicación del principio precautorio la clausura inmediata de las obras adicionales levantadas por COMCOAS y la anulación de la resolución de las 10:00 horas del 9 de junio de 2010 sobre el proceso de retasación emitida por la Municipalidad de Alajuela, al no estar dentro del permiso originario tales obras, por lo que estima que la autorización fue modificada en forma sustancial. Añade que el Tribunal recurrido resolvió sobre hechos que fueron desestimados por la Sala Constitucional por sentencias números 2011-004428, 2011-005514 y 2011-013943, - como ya se indicó - al concluir que no se comprobó que la actividad que realiza la empresa COMCOAS, provoque alguna contaminación al ambiente.  No obstante, al momento de dictar la resolución administrativa número 410-2011 los recurridos se exceden en sus competencias al no sólo desconocer lo resuelto por la Sala, sino que disponen la clausura de las obras de la empresa amparada ante la presunción de la afectación al medio ambiente y la salud.  Sostiene que existen contradicciones evidentes entre lo resuelto por el Tribunal como órgano impropio y lo dispuesto por la Sala Constitucional, por cuanto se logró acreditar de acuerdo a los informes rendidos por las autoridades técnicas sobre materia ambiental, que las actividades que realiza la empresa amparada no lesiona el ambiente. Considera que lo actuado por el Tribunal recurrido lesiona los derechos fundamentales de la empresa amparada. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, por la violación al derecho fundamental a autoridad de la cosa juzgada constitucional. En consecuencia, se anula parcialmente la resolución administrativa No. 410-2011 de las 14:50 hrs. de 31 de octubre de 2011, dictada por la Sección Tercera del Tribunal Contencioso Administrativo, única y, exclusivamente, en cuanto a lo señalado con respecto al estudio de impacto ambiental, a la contaminación por emisión de partículas y polvo y a la contaminación al Acuífero de Colima. Se condena al Estado, al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de fundamento a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. Notifíquese esta resolución a Silvia Consuelo Fernández Brenes, EN FORMA PERSONAL. El Magistrado Rueda y la Magistrada Salas dan razones separadas respecto de lo señalado en los considerandos IV, V y VI de la sentencia. Los Magistrados Armijo, Cruz y Castillo salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.

	PODER JUDICIAL
	SE ORDENA A LA INSPECCIÓN JUDICIAL NOTIFICAR A CIUDADANO CON REZAGO TECNOLÓGICO RESOLUCIÓN EN FORMA ÍNTEGRA

Expediente:14-011229-0007-CO 
Sentencia:012978-2014

Recurso de amparo contra el Tribunal de la Inspección Judicial. El recurrente aduce que no cuenta con acceso a medios tecnológicos para reproducir registros digitales. Acusa, que, pese a que el Tribunal de la Inspección Judicial conoce de dicha situación, no se le notificó la resolución íntegra dictada con ocasión de una denuncia que formuló contra una Jueza de la República. Por el contrario, alega que, solamente, se le entregó una minuta donde se hizo una breve referencia a tal resolución. En esta sentencia se analiza el tema de la brecha digital, infoexclusión y el derecho a la igualdad. Se indica además que si bien, el Poder Judicial ha aprobado políticas tendentes a procurar una mejor y más ágil gestión judicial a través de la oralidad y el aprovechamiento de los recursos tecnológicos, así como mediante la reducción del gasto público por el uso del papel y las fotocopias. Asimismo, la referida institución ha sido clara en señalar que tales políticas deben de hacer una excepción ante aquellas poblaciones vulnerables que no cuentan con las mismas posibilidades para acceder a los referidos medios tecnológicos. Para esta Sala, no es válido alegar que el recurrente no señaló, expresamente, dicha condición ante el Tribunal recurrido cuando, como se dijo, el propio procedimiento donde se dictó la referida resolución versó sobre dicha situación de vulnerabilidad. Tampoco, considera esta Sala que el hecho que el recurrente no se haya presentado a escuchar la resolución referida el día de 4 de julio de 2014 exonerara, consecuentemente, al Tribunal de la Inspección Judicial de notificarle, íntegramente, a posteriori, lo dispuesto. Hubiera asistido o no el tutelado a dicha audiencia, el referido Tribunal igualmente se encontraba compelido –en resguardo del derecho a la defensa–, a notificarle íntegramente la referida resolución (véanse, en similar sentido, las Sentencias Nos. 5759-2013 de las 09:05 hrs. de 27 de abril de 2013, 1322-2012 de las 09:30 hrs. de 3 de febrero de 2012 y 9545-2011 de las 10:13 hrs. de 22 de julio de 2011). Así las cosas, al no notificársele al amparado –ciudadano con rezago tecnológico la resolución que reclama de forma íntegra, se le colocó en una clara y evidente situación de indefensión y discriminación que vulnera flagrantemente sus derechos fundamentales.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Inspector General del Tribunal de Inspección Judicial, disponer lo necesario para que, de forma inmediata, se le entregue al recurrente la resolución completa correspondiente a la denuncia que interpuso tramitada en el expediente No. 13-561-031-IJ, a través de un medio al que tenga acceso. 

	PROPIEDAD
	DESALOJO DE UN BIEN DEMANIAL SE PUEDE HACER SIN SEGUIR UN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO PREVIO

Expediente:14-012015-0007-CO
Sentencia:012863-2014

Recurso de amparo contra la Municipalidad de Siquirres. El recurrente acude ante esta Jurisdicción Constitucional y expone su inconformidad con el proceso de desalojo instaurado por la Municipalidad accionada de los vendedores localizados en el parque Manuel Martínez de Siquirres. Estima que la Alcaldesa no cumple con lo ordenado por el Concejo Municipal y pretende trasladarles a un inmueble que no reúne las condiciones para las actividades comerciales que se realizan. Del propio dicho del amparado se desprende que se está ante el desalojo de un bien demanial, un parque administrado por la autoridad recurrida, razón por la cual éstas no tienen la obligación de seguir un procedimiento administrativo previo a la toma y comunicación de desalojo del inmueble y derribo de la estructura a la que la recurrente hace mención. Esta Sala ha señalado, reiteradamente, que el dominio público se encuentra integrado por bienes que manifiestan, por voluntad expresa del legislador, un destino especial de servir a la comunidad, al interés público. Se trata de los llamados "bienes dominicales", "bienes demaniales", "bienes o cosas públicas", o "bienes públicos", que no pertenecen individualmente a los particulares y que están destinados a un uso público y sometidos a un régimen especial, fuera del comercio de los hombres, es decir, afectados por su propia naturaleza y vocación. En consecuencia, esos bienes pertenecen al Estado, en el sentido más amplio del concepto, y están afectados al servicio que prestan, el que invariablemente es esencial en virtud de norma expresa. Se ha resaltado como notas características de estos bienes que son inalienables, imprescriptibles, inembargables, no pueden hipotecarse ni ser susceptibles de gravamen en los términos del derecho civil y la acción administrativa sustituye a los interdictos para recuperar el dominio. Así, el inmueble utilizado por la recurrente, al tratarse de un bien demanial, se encuentra excluido del régimen de la propiedad ordinaria, lo que implica la existencia de un régimen jurídico propio, singular y privativo, regulado por el Derecho administrativo y dentro de ese contenido se desarrolla el principio del privilegio de la recuperación posesoria de oficio del bien afectado, en virtud del cual la Administración puede recobrar la posesión de sus bienes sin necesidad de acudir al juez, pese a los permisos de que haya gozado hasta ahora. Lo anterior, sin perjuicio de que el recurrente pueda acudir a la vía jurisdiccional a discutir cualquier derecho que crea tener. Se rechaza por el fondo el recurso.

	SALUD
	SE ORDENA HACER OPERACIÓN EN EL HOSPITAL MÉXICO A PACIENTE CON CÁNCER

Expediente:14-013130-0007-CO
Sentencia:014245-2014

Alega la recurrente que la amparada fue atendida en la Clínica Integrada de Tibás; sin embargo, su condición de salud se agravó con fuertes dolores de espalda, vejiga y estómago, así como vómitos y diarreas. Manifiesta que a su representada se le diagnosticó quiste de ovario y baja significativa en los niveles de hemoglobina, por lo que fue referida para que se le practicara una gastroscopia en el Hospital México, en donde se determinó que tiene un cáncer no ha provocado metástasis. Explica que el médico le indicó que se debía proceder urgentemente con la cirugía para extracción de estómago, dado que los ganglios se encuentran inflamados y eso compromete la vida de la amparada. Menciona que el tiempo viable para realizar la cirugía es de dos semanas; pasado ese lapso no hay más opciones de salvar la vida de su representada. No obstante, sostiene que el Hospital México no cuenta con quirófanos disponibles. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Hospital México, que de inmediato coordine y adopte las medidas que sean necesarias dentro del ejercicio de sus competencias y atribuciones, para que dentro del plazo máximo de OCHO DÍAS, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, se realice el internamiento y la intervención quirúrgica que requiere la amparada, todo bajo el criterio y la responsabilidad del médico tratante. 

	SALUD
	SE ORDENA A LA CCSS HACER CIRUGÍA BARIÁTRICA

Expediente:14-011772-0007-CO
Sentencia:014068-2014

Recurso de amparo contra el Hospital San Juan de Dios. En el caso bajo estudio, la recurrente alega que desde hace más de cuatro años se encuentra a la espera de la realización de una cirugía bariátrica que le fue prescrita para tratar su obesidad mórbida. Indica que sufre diabetes mellitus tipo 2, además de neuropatía mixta motora y sensitiva, la cual le produce dolores insoportables, y también padece hipotiroidismo, situación que le provoca mucho cansancio y dolor y, por su sobrepeso, no puede hacer muchas cosas, y el dolor le hace difícil llevar a cabo sus necesidades personales como bañarse o ir al baño. Pese a ello, sólo le indican que debe esperar a ser llamada para la realización de la cirugía. En este caso, observa la Sala que han transcurrido más de setenta y cuatro meses, sin que se haya practicado la cirugía. Partiendo de estas circunstancias, considera este Tribunal Constitucional que en el presente asunto se ha violentado el derecho a la salud y la calidad de vida de la amparada, pues a pesar de su condición de salud, debe seguir esperando, hasta fecha indeterminada, para que se le realice la cirugía que requiere y que le fue prescrita por su médico tratante en el Hospital San Juan de Dios, en lo que se debe tomar en cuenta, como se explicó en el informe rendido, que la cirugía bariátrica consiste en la reducción del estómago, cuyo objetivo es mejorar las comorbilidades y la calidad de vida de los pacientes mediante la reducción del exceso de peso y el mantenimiento a largo plazo del peso perdido. Además, se acredita que la tutelada sufre dolor. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director General y al Jefe a.i. del Servicio de Cirugía 3, ambos del Hospital San Juan de Dios, tomar las medidas necesarias para que a la amparada se le efectúe la cirugía prescrita por su médico tratante, la cual deberá ser realizada dentro del plazo de DOS MESES, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, bajo la responsabilidad y el criterio de su médico tratante. El Magistrado Armijo Sancho salva el voto y declara sin lugar el recurso. 

	SERVICIOS PÚBLICOS
	PROBLEMA DE ABASTECIMIENTO DE AGUA EN PARAÍSO DE CARTAGO

Expediente:14-010147-0007-CO
Sentencia:012592-2014

Recurso de amparo contra la Municipalidad de Paraíso de Cartago. La recurrente considera lesionado su derecho al agua potable dada la irregularidad del servicio y que se extienden permisos a nuevas urbanizaciones en el Cantón de Paraíso. En cuanto a este tema en concreto, la Sala en sentencia 010906-2014, en donde se ordenó a la Alcaldesa de Paraíso de Cartago y al Presidente del Concejo de Paraíso de Cartago lo siguiente: 1.) Establecer dentro del plazo máximo de un mes, contado a partir de la notificación de esta resolución, un plan para darle una solución definitiva al abastecimiento de agua potable del cantón de Paraíso de Cartago. 2.) Adoptar las medidas pertinentes para aumentar la capacidad del acueducto y mejorar la captación y abastecimiento de agua potable dentro del plazo de doce meses contado a partir de la notificación de la presente sentencia. 3.) Garantizar, en tanto se concrete dicha obra, el abastecimiento constante de agua potable a los amparados y sus vecinos, a través de camiones cisterna o de cualquier otra forma técnicamente adecuada; debiendo comunicar a los vecinos los horarios de suministro y las razones por las cuales se presentan los desabastecimientos en la localidad en tanto no se haya solucionado en su integralidad la deficiencia en la prestación del servicio de agua. 4.) De las medidas adoptadas deberán informar a esta Sala cada tres meses, contados a partir de la notificación de esta sentencia. Tome nota el Director del Área Rectora de Salud de Paraíso, o quien en su lugar ocupe el cargo, de lo señalado en el Considerando VII. En cuanto al Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, se declara sin lugar el recurso. Por esa razón, en esta nueva sentencia se ordena estarse a lo resuelto en la sentencia citada. 

	SERVICIOS PÚBLICOS
	AUDIENCIA PARA EL CAMBIO DE TARIFA POR DESCARGA DE DATOS MÓVILES

Expediente:14-010220-0007-CO
Sentencia:13120-2014

Recurso de amparo contra la Superintendencia de Telecomunicaciones (SUTEL). Alega el recurrente que mediante acuerdo tomado por el Consejo de la Superintendencia de Telecomunicaciones número 022-026-2014 del 30 de abril de 2014, se solicitó coordinar, con la Dirección General de Atención al Usuario de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, la realización de la convocatoria a audiencia pública para la propuesta de fijación de tarifas por descarga de datos móviles en los servicios prepago y pospago. Indica que, mediante publicación realizada en La Gaceta No. 105 del 3 de junio de 2014, la autoridad recurrida realizó la convocatoria a audiencia pública, para exponer la propuesta para la fijación y aplicación de una tarifa para el servicio de Internet móvil para transferencia de datos, independientemente de la modalidad de pago. Sin embargo, dice que, a partir de los documentos que constan en el expediente administrativo, no se desprenden estudios técnicos en tal sentido para el cobro. Se declara sin lugar el recurso.  Los Magistrados Armijo, Cruz y Rueda salvan el voto y declaran con lugar el recurso en todos sus extremos. SENTENCIA EN REDACCIÓN

	SERVICIOS PÚBLICOS
	AUDIENCIA PARA EL CAMBIO DE TARIFA POR DESCARGA DE DATOS MÓVILES

Expediente:14-010347-0007-CO 
Sentencia:012698-2014

Recurso de amparo contra la Superintendencia de Telecomunicaciones (SUTEL). El recurrente alega que en la convocatoria a la audiencia pública para conocer la propuesta para la fijación y aplicación de una tarifa de descarga de datos para el servicio de Internet móvil, no se publicó el estudio utilizado por la SUTEL para justificar dicha propuesta, situación que, en su criterio, causa indefensión a los usuarios al no tener la información técnica y completa para ejercer su derecho de defensa. De otra parte, aduce que la audiencia pública se programó para un día hábil en las instalaciones de la SUTEL ubicadas en Guachipelín de Escazú, por lo que por la hora convocada (17:15 horas) y por el alto tránsito vehicular, es de difícil acceso. Finalmente, argumenta que la publicación a la convocatoria carece de los elementos esenciales y fundamentales de un acto administrativo para su eficacia y garantía de los derechos de la ciudadanía. En este caso se analizan los siguientes temas: a) Se cita el voto 013132-12, sobre las audiencias realizadas por la ARESEP como un mecanismo para garantizar el derecho de participación ciudadana. b) Sobre la convocatoria a la audiencia pública para conocer la propuesta tarifaria para la descarga de datos en el servicio de telefonía móvil no se publicara el estudio base que sustenta la propuesta, por lo que, en su criterio, esa omisión deja en estado de indefensión a todos los usuarios. Considera la Sala que no lleva razón el recurrente en su alegato, pues es claro que el texto de la propuesta contenida en el oficio No. 2463-SUTEL-DGM-2014 de la Dirección General de Mercado estaba, en distintos lugares y medios, a disposición de cualquier persona que pretendiera su acceso para consultarla y preparar sus oposiciones, con lo cual, para esta Sala, se cumplió la garantía necesaria para ejercer el derecho de participación democrática. c) Sobre la disconformidad por la hora en que fue programada la audiencia pública (17:15 horas), concuerda este Tribunal con la autoridad recurrida en el sentido que la hora programada pretendía, precisamente, lograr la mayor asistencia de los usuarios a la audiencia pública convocada, aunado al hecho que existían otras sedes habilitadas en las que, de igual forma, se podía participar por medio del sistema de videoconferencia. De igual forma, existían otros medios, aparte del físico para formular oposiciones. d) Finalmente, el actor adujo que “la publicación hecha en la gaceta (sic) donde se convoca a la audiencia pública, carece de los elementos esenciales y fundamentales de un acto administrativo para su eficacia”. No obstante, no precisó los yerros que contenía esa convocatoria, lo que impide pronunciamiento alguno. Se declara sin lugar el recurso. 

	SERVICIOS PÚBLICOS
	SE ORDENA SOLUCIONAR EN OCHO MESES PROBLEMAS DE AGUA POTABLE EN ESCAZÚ

Expediente:14-009633-0007-CO 
Sentencia:012911-2014

Recurso de amparo contra el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. El recurrente acusa que los vecinos de la comunidad de calle El Curio en Escazú se le suministra agua que no es apta para consumo humano, situación que vulnera lo dispuesto en el artículo 21 de la Constitución Política. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: a) Sobre el abastecimiento de agua. b) Sobre la actuación del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados.  c) Sobre la actuación del Área Rectora de Salud de Escazú. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Subgerente General del Instituto Costarricense de Acueductos y al Director del Área Rectora de Salud Escazú, o a quiénes en su lugar ocupen ese cargo, que dentro de 8 MESES a partir de la notificación de esta resolución, den solución definitiva a los problemas de calidad  de suministro de agua potable de la comunidad de San Antonio de Escazú y tome las medidas correctivas necesarias para que los vecinos de esa comunidad,  reciban el agua potable en la cantidad y calidad que les permita satisfacer sus necesidades básicas indispensables. Se impone al Director del Área Rectora de Salud Escazú, que dentro del marco de sus competencias, den seguimiento al plano de abastecimiento que determine el Instituto de Acueductos y Alcantarillados y fiscalice la adecuada prestación del servicio público de agua a la comunidad de San Antonio de Escazú. La Magistrada Hernández López pone nota. 

	SERVICIOS PÚBLICOS
	SUSPENSIÓN DEL SERVICIO DE AGUA SOLICITADO POR EL PROPIETARIO DEL INMUEBLE ES POSIBLE, SIEMPRE QUE A LA PERSONA QUE LO OCUPA SE LE PONGA FUENTE DE AGUA PÚBLICA

Expediente:14-009273-0007-CO 
Sentencia:013143-2014

Recurso de amparo contra la Asociación Administradora del Acueducto Rural de Sonafluca de La Fortuna de San Carlos y el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados (ICAA). El recurrente alega que el 23 de mayo de 2014, la Asociación Administradora del Acueducto Rural de Sonafluca de La Fortuna de San Carlos le comunicó la suspensión del servicio de agua potable que utiliza en su vivienda, a consecuencia de una queja de la supuesta propietaria del inmueble, privándole de manera ilegal del servicio. Estima que la suspensión tiene como propósito compelerlo a abandonar el bien, lo que atenta contra su derecho fundamental de acceso al agua potable. Se analiza el tema del derecho fundamental al suministro de agua potable, se cita el voto 4654-2003. En el caso concreto consta que no se han vulnerado los derechos fundamentales del amparado, toda vez que la desconexión de dicho servicio fue solicitada por la representante de la sociedad propietaria del bien inmueble sin que se demostrara alguna relación de arrendamiento, por lo que la actuación impugnada se encuentra ajustada a derecho. En ese sentido, debe indicarse que determinar si el recurrente ejerce o no un derecho de posesión sobre el terreno, o bien, si cumple con los requisitos para obtener dicho servicio, no es un asunto que debe dilucidarse en esta sede, pues el carácter sumario del amparo lo impide. Asimismo, esta Sala aprecia que al materializarse la suspensión del servicio de agua, la ASADA le instaló al usuario una fuente de aprovisionamiento gratuita, que es la fuente pública y accesible que este Tribunal ha exigido a través de su jurisprudencia en casos similares. De manera que para este momento el promovente puede aprovisionarse de este líquido esencial para sus actividades mínimas. Se cita el voto 5860-12. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Castillo Víquez consigna nota separada.- 

	SERVICIOS PÚBLICOS
	COBRO DE SERVICIOS TELEFÓNICOS SUSCRITOS POR DUEÑO DE NÚMERO ANTERIOR

Expediente:14-011525-0007-CO 
Sentencia:013865-2014

Recurso de amparo contra el Instituto Costarricense de Electricidad (ICE).   La recurrente acusa que todos los días que hay sorteo de Lotería Nacional recibe los resultados en su teléfono celular, pese a que en ningún momento solicitó esos servicios ante el ICE, con el agravante de que se le está cobrando el servicio que recibe. Considera que se ha invadido su privacidad y, por ende, se vulnera su derecho de intimidad.  En esta sentencia se analiza el tema de el derecho fundamental a la intimidad. Sobre el caso concreto se constata que los días que hay sorteo de Lotería Nacional recibe los resultados en su teléfono celular, pese a que en ningún momento solicitó esos servicios ante el ICE, con el agravante de que se le está cobrando el servicio que recibe y que era un servicio que tenía la persona a la que le fue asignado el servicio y el mismo, se mantuvo activado por error. Una vez verificado que la recurrente no había pedido la inscripción de dicho servicio, el 06 de agosto de 2014 el ICE desactivó el servicio del proveedor de mensajes de contenido INTERACEL y, además, se dio inicio a la gestión de devolución de los montos facturados por equivocación, los cuales ascienden a la suma de 9.006 colones. Así las cosas, lo pertinente es acoger el amparo únicamente para efectos indemnizatorios, pues la pretensión de la petente fue atendida con ocasión de la interposición de este asunto.  Se declara con lugar el recurso. 

	SUJETO DE DERECHO PRIVADO
	LAS EMPRESAS QUE VENDEN SERVICIOS DEBEN SALVAGUARDAR LA INFORMACIÓN DE CADA UNO DE LOS CLIENTES, PARA SER CONOCIDAS EN EL MOMENTO QUE SE CONSIDERE NECESARIO

Expediente:14-011965-0007-CO 
Sentencia:013903-2014

En el presente asunto, la recurrente considera la lesión a sus derechos fundamentales, ya que solicitó ante la Clínica Bíblica, la epicrisis de la atención médica que recibió el 14 de mayo del año 2012. Sin embargo; no le fue entregado, a pesar de que es su derecho conocer al respecto en calidad de paciente y por tratarse de su expediente médico. Esta Sala observa que en el caso concreto se han lesionado los derechos fundamentales de la recurrente, pues la recurrida acepta que no se puede brindar la epicrisis requerida por la gestionante, en razón de un problema presentado con los documentos que tienen dos años de antigüedad, según indicó el Médico Psiquiatra Dr. Jorge León Salas. Sin embargo, es importante señalar que es deber de las empresas que venden servicios, salvaguardar la información de cada uno de los clientes, para ser conocidas en el momento que se considere necesario conocer sobre la misma, especialmente tratándose de atenciones médicas. El presente asunto de declara con lugar ordenando a la recurrida que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, debe adoptar las medidas preventivas necesarias para no incurrir a futuro, en los actos u omisiones que dieron mérito a la estimación de este proceso de amparo.-

	TRABAJO
	ÓRGANO DIRECTOR DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EXCEDIÓ DE SUS FACULTADES AL SOLICITAR EPICRISIS DE FUNCIONARIO


Expediente:13-015213-0007-CO 
Sentencia:001429-2014

Recurso de amparo contra el Centro para la Instrucción de Procedimientos Administrativos de la Caja Costarricense de Seguro Social. El accionante reclama que el órgano director del procedimiento administrativo adquirió copia de su expediente clínico sin su consentimiento y que la hizo del conocimiento de funcionarios hospitalarios. La autoridad recurrida, por su parte, señala que existe un procedimiento administrativo en contra del amparado dentro del cual él presentó una incapacidad a fin de prorrogar el plazo para contestar el traslado de cargos. Posteriormente, el 21 de noviembre de 2013, se dio la comparecencia privada sin la presencia ni noticia del amparado. Luego, por escrito del 27 de noviembre de 2013, el amparado manifiesta que su incapacidad prosigue; sin embargo, no se observa que el amparado haya aportado una boleta para acreditar tal situación. Ante esta situación, la autoridad recurrida procedió a solicitar al Director Médico de la clínica que había otorgado la primera incapacidad y al lugar de trabajo del amparado la situación médica del mismo, para constatar si se encontraba incapacitado o no. Es decir, los recurridos actuaron de oficio con el fin de enderezar el procedimiento y garantizar el derecho de defensa del amparado. Si bien los elementos enunciados se pronuncian a favor de la tesis de la parte recurrida y, abonado a ello, la Sala avala que el procedimiento administrativo sea impulsado de oficio por el órgano director y que dicho órgano cuente con facultades legales para su debida prosecución (entre ellas, las contenidas en los artículos 221 y 222 de la Ley General de la Administración Pública), la Sala también considera que debe realizarse una ponderación de la razonabilidad de la solicitud de información planteada por el órgano director a las autoridades médicas y, en particular, valorar la necesidad de solicitar la epicrisis del amparado. En cuanto a la información personal, el artículo 3 de la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales establece lo que son datos sensibles. La ponderación referida significa que el órgano director debió valorar la razonabilidad de la medida que tomó para averiguar si la incapacidad reportada por el amparado le impedía asistir a la comparecencia privada y atender las incidencias del proceso administrativo. Un documento como la epicrisis, por su naturaleza, contiene datos personales como el diagnóstico médico, el tratamiento, los medicamentos prescritos y demás, los cuales son objeto de protección según el ordinal citado de la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales. Al revisar la necesidad de la medida tomada, el órgano director debió verificar que, entre las medidas igualmente aptas para alcanzar tal objetivo, se eligiera aquella que afectara lo menos posible la esfera jurídica del amparado. Para los efectos de dicho procedimiento administrativo bastaba, por ejemplo, que el órgano director inquiriera si la condición del amparado le impedía movilizarse o participar en la comparecencia o que lo remitiera a valoración médica para efectuar dicha determinación, sin que fuese necesario solicitar la epicrisis, pues ella aportaba a los recurridos otros datos privados del amparado que, en realidad, no contribuían a esclarecer los puntos que interesaban al órgano director. De la misma forma, puede decirse que la medida deja de ser proporcional si su uso lesiona el contenido esencial de un derecho fundamental. En ese tanto, la parte recurrida se excedió en el uso de sus facultades al solicitar la epicrisis del amparado, pues era posible determinar, a través de medios menos invasivos y más respetuosos de su intimidad, si su estado médico le impedía participar en el procedimiento. Se declara con lugar el recurso. Los Magistrados Jinesta, Castillo y Hernández salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. Comuníquese esta sentencia a la Agencia de Protección de Datos de los Habitantes para lo de su cargo.

	TRABAJO
	ELIMINACIÓN DE PLUS SALARIAL DEL QUE GOZABAN ES UN ASUNTO QUE NO SE VE EN LA SALA CONSTITUCIONAL

Expediente:13-008375-0007-CO
Sentencia:004244-2014

Recurso de amparo contra la Coordinadora de Recursos Humanos del Teatro Popular Melico Salazar. En este caso, la pretensión de los recurrentes es que esta Sala estime el presente recurso debido a que los recurridos les revocaron el incentivo del 25% de sobresueldo que venía percibiendo hace 23 años y que se integro a su salario. Ello como resultado al traslado de los trabajadores artísticos del Ministerio de Cultura y Juventud, que laboraban en plazas que no correspondían a sus perfiles artísticos o, en el caso de ellos, que eran plazas de la Autoridad Presupuestaria, al nuevo Título IV del Estatuto de Servicio Civil (del Régimen Artístico). Para los recurrentes esta actuación se llevó a cabo sin el debido proceso. En este caso, señala la Sala que el determinar si por el ingreso de los recurrentes al régimen del Servicio Civil se les debe o no continuar pagando un plus o un incentivo salarial que venían gozando, o conforme al ordenamiento jurídico infraconstitucional, se les debe suprimir, es un asunto que escapa a la competencia de este Tribunal y, por consiguiente, atañe a la propia Administración o, en su defecto, a la autoridad jurisdiccional competente. Ergo, el recurso de amparo debe ser declarado sin lugar, como en efecto se hace. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto y declaran con lugar el recurso.

	TRABAJO
	ADMINISTRACIÓN NO PUEDE LIMITAR EL TIEMPO DE LACTANCIA

Expediente:14-010230-0007-CO
Sentencia:012595-2014

Recurso de amparo contra la Directora de la Unidad Pedagógica de Cuatro Reinas de Tibás. La recurrente adujo que las condiciones en que se autorizó la prórroga de la licencia por lactancia a la amparada hacen nugatorio el disfrute de ese derecho. Del informe rendido bajo juramento por la Directora de la Unidad Pedagógica de Cuatro reinas de Tibás y de la prueba aportada, se acredita que la amparada tuvo a su hijo el 31 de agosto de 2012 y que ha disfrutado de su licencia por lactancia por veintidós meses y diecisiete días pese a que, conforme lo informado bajo juramento, ha omitido cumplir, oportunamente, los requisitos para tramitar la prórroga de su licencia tanto en el curso lectivo 2013 como en el 2014. No obstante, ante la gestión que realizó hasta abril de este año en la que requirió la prórroga de la licencia, aportando para ese efecto, un certificado médico con un mes de validez, la autoridad recurrida le informó que autorizaba su solicitud para que gozara de la licencia durante las mañanas, ingresando a las 8:00 a.m. y que presentara, mensualmente, el certificado médico en el que constara su condición. Considera la Sala que la recurrente lleva parcialmente razón en su alegato. Conforme la normativa que regula la licencia por lactancia (ver artículo 97 del Código de Trabajo), dentro del período de lactancia la trabajadora tiene derecho a que se le conceda 15 minutos cada tres horas o media hora dos veces al día, o como se acostumbra en la mayoría de los casos, una hora continua al iniciar o finalizar la jornada diaria, para amamantar a su hijo. En este asunto, como parte del disfrute de la licencia por lactancia, la autoridad recurrida autorizó el ingreso de la amparada a las 8:00 a.m. pese a que quedó demostrado que su hora de entrada es a las 7:40 a.m., sin que se hubiere acreditado que se le permita hacer uso de los cuarenta minutos restantes a la hora de salida o en otro momento del día. Para este Tribunal con esa decisión se reduce el disfrute de la licencia de lactancia, únicamente, a veinte minutos, sin que se aprecie alguna razón que fundamente su decisión. La licencia por lactancia es un derecho de la madre y del niño (ver, entre otras, sentencias Nos. 6250-95 de las 17:27 horas del 15 de noviembre de 1995, 2013-006703 de las 10:20 hrs. de 17 de mayo de 2013), siendo que su disfrute puede prorrogarse siempre que exista certificación médica que acredite esa circunstancia. No obstante, la Administración no puede, antojadizamente, limitar el periodo efectivo de disfrute diario de esa licencia. Esto sin duda resulta lesivo de los derechos fundamentales de la actora y su hijo, por lo que se impone acoger el amparo en cuanto a este extremo con la orden a la autoridad recurrida de abstenerse de incurrir en la conducta que sirvió de mérito para acoger este amparo. No obstante, en cuanto a este aspecto no se encuentra objeción alguna. La presentación de un certificado médico mensual procura comprobar de manera objetiva que la beneficiaria continúa alimentando a su hijo, sobre todo, considerando que el menor cuenta con aproximadamente dos años (nació el 31 de agosto de 2012 conforme la certificación aportada). En este particular, resulta razonable que de previo a que se prorrogue la licencia de lactancia materna se compruebe esa condición (ver en similar sentido, lo resuelto en la sentencia No. 2014-005358 de las 9:05 horas de 25 de abril de 2014). Además, el periodo de presentación de ese certificado resulta congruente con la validez del documento que, de la prueba aportada a los autos, ha sido por un mes. Así las cosas, respecto de este extremo se declara sin lugar el recurso. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a la Directora de la Unidad Pedagógica Cuatro Reinas de Tibás, abstenerse de incurrir en la conducta que sirvió de mérito para acoger este amparo, de modo que, si conforme el criterio médico la recurrente gestiona, nuevamente, la prórroga de su licencia por lactancia, deberá otorgarle el disfrute de ese derecho según lo establecido en la normativa, de modo que puedan gozar de una hora de licencia diaria. En lo demás, se declara sin lugar el recurso.

	TRABAJO
	SE LLEVA A CABO AUDIENCIA A PESAR DE QUE LA PERSONA ACUSADA SE ENCONTRABA CON PROBLEMAS MENTALES

Expediente:14-010840-0007-CO
Sentencia:012608-2014

Recurso de amparo contra el Banco Popular y de Desarrollo Comunal. Se acusa en este caso la infracción del principio del debido proceso y el derecho a la salud de la amparada, porque se indicó la fecha para celebrar audiencia dentro de procedimiento disciplinario, pese a que la amparada sufre diversas enfermedades mentales y su asistencia puede tener un impacto en su salud. En este caso, se cita el voto 015103-2012. Señala la Sala que es el órgano director recurrido a quien le compete valorar si la incapacidad de la amparada le impide o no comparecer a la audiencia oral y privada señalada. También es a dicho órgano al que le compete establecer cuál es la prueba idónea que debe presentar para demostrar su condición actual de salud. De ahí que lo pertinente es que acuda ante las propias autoridades recurridas y plantee ahí los recursos que la legislación le provee a fin de que discuta en esa sede la nulidad de la actuaciones de su interés, o en su defecto, presente la demanda correspondiente en la vía jurisdiccional respectiva para que ahí se defina lo que en derecho proceda. De los hechos que se tienen por debidamente demostrados en este caso, en la misma línea indicada en la sentencia Nº 015103-2012, se descarta la violación acusada al derecho de defensa y principio de debido proceso, pues a la amparada se le ha garantizado dentro del procedimiento disciplinario la posibilidad de ejercer su derecho de defensa en la referida audiencia; lo que hizo mediante la participación de su abogado defensor. En cuanto a la incapacidad presentada, como causa que pudiere interrumpir la celebración del acto procedimiental, tal y como se desprende de autos, no es cierto que la incapacidad fue ignorada por la autoridad recurrida como pretende hacer ver el recurrente, sino que la excusa fue valorada por la autoridad recurrida; quien puede determinar si le impedía o no comparecer a la audiencia oral y privada señalada. Así las cosas, por haberse garantizado en todo momento el derecho de defensa de la funcionaria y tratarse este asunto de una situación análoga que ya había sido analizada por esta Sala dentro del procedimiento y en vista de que no existe motivo para variar el criterio vertido en aquélla sentencia. Se declara sin lugar el recurso.

	TRABAJO
	SE ORDENA AL PODER JUDICIAL GARANTIZAR A LA SECCIÓN DE MANTENIMIENTO Y CONSTRUCCIÓN, CONDICIONES IDÓNEAS DE TRABAJO

Expediente:14-008463-0007-CO
Sentencia:013121-2014

Recurso de amparo contra el Director Ejecutivo del Poder Judicial, Presidenta del Consejo Superior del Poder Judicial, Presidente de La Comisión de Salud Ocupacional del Poder Judicial. Alegan los recurrentes que laboran en la Sección de Mantenimiento y Construcción del Poder Judicial y que la ubicación de esa sección data de 1970 y, desde entonces, se les ha trasladado a varios lugares, como el quinto piso del edificio de los Tribunales de Justicia de San José, el sótano del edificio del Organismo de Investigación Judicial, el mezanine de los Tribunales de Justicia de San José y Hatillo 2. Señalan que en diciembre del año 2000 se les trasladó a las antiguas instalaciones de la Imprenta Judicial, ubicadas en el sótano del edificio del Organismo de Investigación Judicial. Explican que en la cotidianidad de su trabajo deben soportar la presencia de olores a cloaca, provenientes de las tuberías de aguas negras que pasan por el sitio y la presencia de cuartos de basura, los cuales, a pesar de que se eliminan los desechos de manera diaria en la primera hora, despiden vapores y malos olores que se concentran en el lugar. Agregan que donde ingieren sus alimentos hay cucarachas y ratones, entre otros, así como polvo que se genera de trabajos de mantenimiento y del exterior. Manifiestan que muchos compañeros ya han sentido el desgaste de su salud producto de la exacerbada contaminación que se encuentra en el ambiente, responsable de enfermedades infecciosas y alergias, así como vapores y gases provenientes de las sustancias que se manipulan -por ejemplo, pintura y selladores-. Todo lo anterior, aducen, se agrava al no contar con buenas condiciones de ventilación y extracción. Afirman que están expuestos, además, a inundaciones; carecen de rutas de evacuación y salidas de emergencia; y, los espacios físicos no reúnen la cantidad de metros cuadrados que requieren. Señala que el Consejo Superior acordó que se realizara una inspección en los circuitos judiciales del país, a efecto de verificar aquellos edificios en donde los servidores judiciales permanecen toda la jornada laboral en el sótano y dónde debían ser reubicados. No obstante, no se ha actuado de forma diligente, sino que se ha mostrado un desinterés absoluto en su situación e, incluso, se recibió un oficio de la Dirección Ejecutiva en el que se consignó que el asunto había perdido interés actual, debido a futuras construcciones en Hatillo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta de la Corte Suprema de Justicia y a la Directora Ejecutiva del Poder Judicial, que dentro del plazo de 4 MESES contado a partir de la notificación de esta sentencia, tomen las medidas necesarias y efectivas para garantizar que los recurrentes que laboran en la Sección de Mantenimiento y Construcción, ubicada en el sótano del edificio del OIJ, lo hagan bajo las condiciones de salud idóneas. El Magistrado Castillo Víquez consigna nota separada. Los Magistrados Cruz Castro y Rueda Leal dan razones adicionales y ordenan que se proceda conforme a las recomendaciones de la Comisión de Salud Ocupacional del Poder Judicial. SENTENCIA EN FIRMAS

	TRABAJO
	LIMITACIONES A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN EN EL COLEGIO UNIVERSITARIO DE CARTAGO

Expediente:14-012310-0007-CO
Sentencia:013305-2014

Recurso de amparo contra Colegio Universitario De Cartago. Acusa el recurrente que está en contra del comunicado emitido por el recurrido DEC-569-2014, en donde le hace ver a los funcionarios de la institución recurrida que se deben de abstener de expresarse y denunciar actos de corrupción o ilícitos que puedan conocer, amenazándolos con el despido o una demanda, en caso de desprestigiar el buen nombre de la institución. Se rechaza de plano el recurso. Los Magistrados Cruz Castro, Rueda Leal y Picado Brenes salvan el voto y ordenan dar curso al amparo conforme lo indican en el último considerando de esta resolución. SENTENCIA EN REDACCIÓN

	TRABAJO
	SE DEBE DAR ACCESO A ESTUDIO DE ENTORNO COMUNITARIO O VIDA Y COSTUMBRES, PARA NOMBRAMIENTOS EN PROPIEDAD, SIEMPRE QUE SE GUARDE LA IDENTIDAD DE LAS PERSONAS CONSULTADAS

Expediente:14-005245-0007-CO
Sentencia:013826-2014

Recurso de amparo contra el Director de Gestión Institucional de Recursos Humanos del Proceso de Gestión de Organización y Empleo del Ministerio de Justicia y Paz. La amparada reclama que fue descartada para un nombramiento en propiedad en el Ministerio de Justicia y Paz, con fundamento en un estudio de entorno comunitario (vida y costumbres) del cual desconoce los criterios y parámetros utilizados en la evaluación. Con respecto a lo anterior, esta Sala ha sostenido que como derivación de la garantía constitucional al derecho de defensa (artículo 39 Constitucional) las personas sometidas a un proceso de evaluación de desempeño tienen derecho a conocer los antecedentes que apoyan las actuaciones y resoluciones administrativas, con el fin de que pueden ejercer las acciones que entiendan pertinentes y oportunas en resguardo de sus intereses. Específicamente, en lo que atañe a los denominados estudios de vida y costumbres, o como en este caso, estudio de entorno comunitario, se ha reconocido que si bien estas pruebas de evaluación no son de conocimiento público, el servidor tiene el derecho de saber los hechos, argumentos y motivos que sustentan dicho estudio, condicionado –eso sí- a que se reservasen los nombres de las personas consultadas y todo aspecto que pudiera contribuir a su identificación. Para ello –ha dicho la Sala-, bien puede contratar a un perito afín a la materia para que emita un informe o peritaje sobre el referido estudio (ver sentencia 2013-001683 de las 11:46 horas del 1 de febrero de 2013). De este modo, en los casos que así sea requerido por el interesado, la Administración se encuentra obligada a permitir el acceso al estudio de vida y costumbres en los términos ya estipulados, caso contrario en el cual se configuraría violación al derecho de defensa del justiciable. Se cita el voto 015032-12. En el caso concreto, no consta que la amparada haya solicitado acceso al estudio de entorno comunitario. Por otro lado, cabe aclarar que el nombramiento provisional de la recurrente en la Policía Penitenciaria, a la luz de lo estipulado en la Ley General de Policía, suponía una mera expectativa de derecho que de ninguna manera obligaba por sí mismo a la Administración a otorgarle un puesto en propiedad, pues para ello, debía quedar acreditada su idoneidad mediante el procedimiento de evaluación correspondiente. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Hernández López da razones adicionales.

	TRABAJO
	DESPIDO DE MERITORIA DEL PODER JUDICIAL

Expediente:14-011331-0007-CO 
Sentencia:013852-2014

Recurso de amparo contra el Poder Judicial. La recurrente estima que se ha lesionado su derecho de defensa y el principio de debido proceso al no nombrársele como meritoria por falta de confianza, decisión adoptada por los jueces integrantes del Tribunal de Trabajo de Menor Cuantía de Puntarenas, por haber denunciado al Coordinador de ese Despacho por un acto que estimó anómalo. Estima que la decisión tomada le obstaculiza la posibilidad de ser nombrada en una plaza que quedará vacante y concluir el programa de formación básica de técnica judicial que cursa en la actualidad, al no contar con el equipo de cómputo requerido. En este caso se cita jurisprudencia sobre el derecho de defensa y el régimen disciplinario del Poder Judicial. En el caso concreto, se constata que no se vulneró el derecho de defensa de la recurrente quien venía ejerciendo, como meritoria, funciones de técnico judicial en el Despacho recurrido,  durante varios períodos de los años 2011 al 2014, siendo el último del 01 de abril al 30 de junio, ambos de 2014. Ello por cuanto, el último nombramiento de la amparada como meritoria venció el 30 de junio y los hechos que expone se dieron el 11 de julio, ambos de 2014, cuando ya no estaba nombrada, por lo que no cabría la posibilidad de  someterla al régimen disciplinario sancionatorio. Como consecuencia de lo anterior, se impone desestimar el presente recurso, lo que en efecto se dispone. Se declara sin  lugar el recurso.  El Magistrado Hernández Gutiérrez da razones diferentes.

	TRABAJO
	SE ORDENA A LA MINISTRA DE SALUD EN SEIS MESES PONER EN VIGENCIA EL MANUAL DE SALUD OCUPACIONAL PARA FUNCIONARIOS PROGRAMA DE CONTROL DE VECTORES

Expediente:14-005290-0007-CO 
Sentencia:014332-2014

Recurso de amparo contra el Ministerio de Salud. El recurrente alegó que el Ministerio de Salud no cumple con las normas básicas de salud ocupacional que requieren los funcionarios que trabajan en el Programa de control de vectores. A su juicio, ni los equipos de aplicación y transporte de productos químicos, ni los protocolos de aplicación y manejo, ni las instalaciones garantizan la salud de los funcionarios, que tampoco es monitoreada como se debería. El recurrente, además, expuso con detalle a cuáles productos químicos están expuestos los funcionarios y cuáles son -a su juicio- los efectos de esos productos y las medidas de protección requeridas. Se cita la sentencia 12658-07 en donde la Sala se pronunció sobre la salud ocupacional de los funcionarios públicos. Este caso se trata, claramente, de una discusión técnica, que va más allá de las competencias de esta Sala, pues no le corresponde a un Tribunal Constitucional determinar si las afirmaciones técnicas del recurrente están equivocada ni tampoco avalar las expuestas por la Ministra. De igual forma tampoco le corresponde establecer cuáles deben ser los horarios idóneos de fumigación ni las pruebas médicas a las que se deben someter los funcionarios ni los medios idóneos de transporte y almacenaje de los productos que manejan. Para tales efectos, existen las instancias y los procedimientos respectivos, ya sea en la sede administrativa o judicial ordinaria. No hay, por consiguiente, motivo para estimar el recurso en cuanto a este extremo se refiere. Otro es el caso en lo que a la falta de un política específica de salud ocupacional se refiere. No se trata aquí de examinar la rigurosidad técnica de los lineamientos del Ministerio, sino la falta de ellos. El recurrente alegó que hacen falta protocolos de salud ocupacional para los funcionarios del Programa de control de vectores. Al respecto, la Ministra aclaró que, en efecto, en octubre del 2013, el Ministerio ordenó formular un Manual de salud ocupacional para esos funcionarios. Sin embargo, a pocos meses para que se cumpla un año desde que se dictó la orden,  el manual no está listo y tampoco lo está el diagnóstico previo que se debe realizar.  Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la falta de un manual de salud ocupaciones se refiere. En consecuencia, se le ordena a la Ministra de Salud que realice las gestiones necesarias para que, en el plazo de seis meses, contados a partir de la notificación de esta sentencia, se ponga en vigencia un Manual de salud ocupacional para los funcionarios del Programa de control de vectores del Ministerio de Salud. En todo lo demás, se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Castillo Víquez sala el voto y declara sin lugar el recurso. La Magistrada Hernández López rechaza de plano el recurso.

	TRABAJO
	ASCENSO INTERINO NO CREA DERECHOS ADQUIRIDOS

Expediente:14-013567-0007-CO 
Sentencia:014503-2014

Recurso de amparo contra el Organismo de Investigación Judicial. La recurrente explica que es funcionaria en propiedad en el Poder Judicial. Comenta que fue nombrada de manera interina en Turrialba por espacio de seis meses, empero, la autoridad recurrida alegó que por problemas en su rendimiento, dejaría sin efecto su nombramiento interino. No obstante lo alegado, esta Sala ha estimado en ocasiones anteriores que, el hecho que la Administración obligue a sus funcionarios a regresar a sus puestos en propiedad, no violenta derecho fundamental alguno, debido a que, se estima que el nombramiento interino, no es constitutivo de derechos adquiridos a favor del trabajador, que obligue a la Administración a mantenerlo en ese cargo. Incluso, se ha entendido que es facultad de la propia jefatura obligar a los titulares de los diferentes puestos públicos a regresar a sus plazas en propiedad, sin que éstos puedan oponer derecho alguno contra lo acordado.  Por ello, la inconformidad de la amparada con los hechos denunciados, es un tema que debe ser planteado ante las instancias administrativas respectivas o, en su defecto, en la vía ordinaria común, para a lo que en derecho corresponda. En razón de lo anterior, procede rechazar por el fondo el recurso.


	· Partes dispositivas de asuntos de constitucionalidad



	POR TANTO
	RESUMEN

	Se rechaza por el fondo la acción. El Magistrado Rueda Leal pone nota.
	NOMBRAMIENTOS REALIZADOS POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA POR DISPOSICIÓN CONSTITUCIONAL. RECOMENDACIÓN DE LA COMISIÓN NO ES VINCULANTE


Expediente: 14-013186-0007-CO
Sentencia: 014252-14

Acción de inconstitucionalidad contra la Metodología Utilizada por la Comisión Permanente Especial de Nombramientos de la Asamblea Legislativa. En otras oportunidades anteriores, esta Sala se ha pronunciado sobre la constitucionalidad de la metodología y requisitos que utiliza la Comisión Especial de Nombramientos de la Asamblea Legislativa para el nombramiento de los diferentes funcionarios que por disposición constitucional, son competencia de ese Poder Legislativo. Se citan las sentencias 00848-03, 6051-08 en donde se indica que los nombramientos que le competen a la Asamblea Legislativa, son potestad exclusiva de ese Poder de la República, la cual no puede ser delegada en ningún otro órgano, por lo que posee un amplio margen para realizar los nombramientos. Específicamente, el artículo 3 de la Ley de la Defensoría de los Habitantes número 7319, establece que corresponde a la Asamblea Legislativa nombrar al Defensor de los Habitantes. Ahora bien, para ejercer sus potestades el artículo 121 inciso 22) de la Constitución Política, le otorga a la Asamblea Legislativa el poder de darse su propio reglamento interno, para cumplir sus funciones. En ejercicio de ese poder, el Parlamento creó la Comisión Especial de Nombramientos, para que ésta se encargue en una etapa preparatoria o previa, de estudiar las propuestas de los candidatos y rendir un informe al Plenario. Sin embargo, la recomendación que haga la Comisión no es vinculante para el Plenario, quien podrá apartarse de la recomendación y nombrar a cualquier persona que conforme la lista total de postulantes, o incluso a una persona fuera de esa lista que cumpla los requisitos legalmente exigidos para ocupar el cargo, toda vez, que es el plenario a quien finalmente, corresponderá nombrar a la persona que considere más idónea. Además, el hecho de que la Comisión recomiende a tres de los postulantes, no excluye el resto del concurso, pues el Plenario sigue teniendo pleno acceso a la lista total de los aspirantes al puesto. En consecuencia, estima este Tribunal Constitucional que contrario a lo que afirma el accionante, el procedimiento general utilizado por la Asamblea Legislativa para el nombramiento del Defensor de los Habitantes, no resulta inconstitucional. Ahora bien, si el accionante estima que en su caso concreto se le ha discriminado, eso es un aspecto propio de ser conocido en el recurso de amparo y no a través de un proceso de acción de inconstitucionalidad. Se rechaza por el fondo la acción. El Magistrado Rueda Leal pone nota.

	Se rechaza de plano la acción. El magistrado Rueda Leal y la magistrada Hernández López salvan el voto.
	REQUISITOS DE INGRESO AL FONDO DE MUTUALIDAD DE LA CCSS

Expediente: 14-012099-0007-CO
Sentencia: 13766-2014

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 7 del Estatuto de la Asociación Fondo de Mutualidad de Empleados de Caja Costarricense del Seguro Social. Es funcionario de la CCSS y no se le permite asociarse al Fondo por tener más de 45 años. Se rechaza de plano el recurso porque en este caso se incumple el referido requisito de forma, y sin que resulte procedente prevenir subsanar el mismo. El magistrado Rueda Leal y la magistrada Hernández López salvan el voto.

	Sentencia 2014 - 012826. Expediente 14-002924-0007-CO. A las dieciséis horas con quince minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra ARTÍCULOS DE LA LEY NÚMERO 9160 DEL 13 DE AGOSTO DEL 2013 LLAMADA LEY DEL PROCESO MONITORIO ARRENDATICIO. Se rechaza por el fondo la acción. El Magistrado Castillo Víquez pone nota. 
	PREJUDICIALIDAD Y PROCESO MONITORIO

Expediente: 14-002924-0007-CO
Sentencia: 012826-2014

Acción de inconstitucionalidad contra el párrafo segundo del inciso a), el inciso d) y el inciso f) del artículo 6; así como la última oración del articulo 8, todos de la Ley del Proceso Monitorio No. 9160. Se cuestionan las normas por considerar que la estructura y efectos de la Ley de Proceso Monitorio por falta de pago son inconstitucionales por cuanto limitan de forma desproporcionada e irrazonable el derecho de defensa, el debido proceso y el principio de igualdad del demandado en aras de propiciar un desalojo expedito. En este caso, la Sala determina que la norma impugnada no es inconstitucional, motivo por el cual lo procedente es el rechazo por el fondo de la acción. En efecto, es claro que en materia procesal el Legislador goza de una libertad de configuración para diseñar los procedimientos jurisdiccionales de cobro de las obligaciones que suscriban los particulares, siempre que con motivo de dicha actividad no se viole el derecho de defensa ni al debido proceso, en estricto apego a los derechos protegidos en los artículos 39 y 41 constitucionales. Además, debe tenerse en cuenta que el remate del bien, lo cierto es que lo que se resuelva en el respectivo proceso monitorio aún no goza de cosa juzgada formal ni material, razón por la cual la actora siempre puede discutir en un proceso posterior la falsedad del documento que dio origen a ese proceso, una vez que cuente con la sentencia de un Juez penal que así lo declare. De ahí que la parte actora siempre goza de la posibilidad de discutir la falsedad de dicho documento en el proceso correspondiente y, si es del caso, recuperar la titularidad del inmueble que responde por esa obligación que considera ficticia. Tampoco se aprecia que con motivo de la situación impugnada se viole el derecho protegido en el artículo 45 de la Constitución Política, relativo al derecho de propiedad, teniendo en cuenta que la titularidad del bien que sirve de garantía con respecto a la obligación que se ha cobrado a la actora, podrá ser recuperada por la promovente una vez que acredite la falsedad del documento que dio origen a esa situación. Se rechaza por el fondo la acción.

	Sentencia 2014 - 013217. Expediente 14-011591-0007-CO. A las nueve horas con cinco minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra ARTICULO 561 PÁRRAFO TERCERO DEL CÓDIGO PROCESAL CIVIL. Se rechaza de plano la acción.- 
	INTERÉS PARA APELAR

Expediente 14-011591-0007-CO
Sentencia: 013217-2014


Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 561 del Código Procesal Civil. Se cuestiona la parte que señala: “Podrá recurrir, en nombre de la parte, el abogado que no tenga poder, y que le hubiere autenticado algún escrito en el proceso, si en el mismo escrito afirmare que esa parte se halla ausente o imposibilitada de firmar. En ese caso, el recurso se tendrá por legalmente interpuesto, si el cliente ratificare la apelación dentro de tercero día, después de que aquél en que fue presentada…”. Se rechaza de plano la acción, porque en el presente caso no se cumplen los presupuestos de los artículos 75 párrafo 1º y 79 párrafo 1º de la Ley de la Jurisdicción Constitucional.  La exigencia de un asunto previo pendiente de resolver no constituye un requisito meramente formal, toda vez, que no basta con la sola existencia de un asunto base, ni con la simple invocación de la inconstitucionalidad, pues se requiere además, que la acción sea un medio razonable para amparar el derecho o interés que se considera lesionado, todo lo cual no se produce en el presente caso una vez revisada la documentación aportada por el promovente. 

	Sentencia 2014 - 013206. Expediente14-011477-0007-CO. A las nueve horas con cinco minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra Se impugnan los artículos151 y153 de la Ley de Pesca y Acuicultura Nº8486. Se rechaza por el fondo la acción 
	MULTA A PESCADORES

Expediente14-011477-0007-CO
Sentencia:013206-2014

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 151 y 153 de la Ley de Pesca y Acuicultura N° 8636. El accionante alega que las normas impugnadas contienen multas que lesionan los principios de igualdad, razonabilidad y proporcionalidad. Esas multas, tienen como base el salario mínimo dispuesto en la Ley 7337; el extremo menor de la multa es de cinco salarios base y el extremo mayor de aproximadamente, 60 salarios base. La Sala tuvo oportunidad de analizar el tema de las sanciones contenidas en la Ley N° 8436, al conocer la Consulta Legislativa en relación con esta Ley, que en su momento se presentó, se cita el voto 10484-04 y la sanciones tienen sustento en la convicción de este Tribunal, de la necesidad de proteger el recurso marítimo que existe en nuestros océanos y mares. Finalmente se aduce que este Tribunal, en las sentencias sobre la ley de tránsito, analizó los principios de razonabilidad y proporcionalidad de las multas y, llegó a determinar que el monto económico de las sanciones violaban dichos principios, por lo que anuló las normas. En este caso, sin embargo, el accionante no aporta ningún parámetro que le sirva de referencia al Tribunal a fin de determinar si las actuales multas son o no desproporcionadas o irrazonables. Para esta Sala, el mero alegato de irrazonabilidad o desproporcionalidad, no es suficiente para lograr la nulidad de una norma legal. Tal argumentación y demostración es absolutamente en un caso como éste, donde los bienes jurídicos protegidos, medio ambiente y recursos marinos, son de naturaleza muy sensible. Así, corresponde al accionante demostrar, de forma  consistente, que las normas provocan el efecto alegado. En virtud de lo expuesto,  y dado que el accionante no aporta nuevos argumentos, la acción debe rechazarse por el fondo.

	Sentencia 2014 - 013320. Expediente 14-012217-0007-CO. A las nueve horas con cinco minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD CONTRA LAS DESPROPORCIONADAS Y CONFISCATORIAS MULTAS DE LOS ARTÍCULOS 136,137,138,141,142,143,144,145,148,149,150,151,152 Y 153 DE LA LEY DE PESCA Y ACUICULTURA NUMERO 8486. Se rechaza de plano la acción. 
	MULTAS EN LA LEY DE PESCA

Expediente 14-012217-0007-CO
Sentencia: 013320-2014


Acción de inconstitucionalidad contra lo artículos 136, 137, 138, 141, 142, 143, 144, 145, 148, 149, 150, 151, 152 y 153 de la Ley de Pesca y Acuicultura. No. 8486. Se acusa que las multas pecuniarias establecidas en las normas cuestionadas, determinan una base de 399.400, las cuales considera confiscatorias y desproporcionadas para un pescador artesanal. La acción resulta inadmisible por falta de legitimación directa del accionante.

	Se rechaza de plano la acción. El Magistrado Rueda Leal y la Magistrada Hernández López ponen nota. 
	REGLAMENTO DE ACTIVIDADES TAURINAS
Expediente: 14-012816-0007-CO
Sentencia: 013796-2014
Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 2 inciso d) del Decreto Ejecutivo No. 19183-G-S, texto vigente reformado por el artículo 1 del Decreto Ejecutivo No. 34489 del 23-01-2008. Reglamento de Actividades Taurinas. La norma sólo permite que la Cruz Roja de asistencia médica y no a otras empresas de asistencia, lo que genera desigualdad. Se rechaza de plano la acción por  incumplimiento absoluto de requisitos formales y por falta de asunto base pendiente de resolver. El Magistrado Rueda Leal y la Magistrada Hernández López ponen nota.

	Se rechaza de plano la acción
	COBRO DE PATENTES A PROFESIONALES EN TALAMANCA


Expediente: 14-013212-0007-CO
Sentencia: 014255-14

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 1, 2 incisos d)   y e), artículo 11 de la Ley No. 8778, denominada Tarifa de Impuestos Municipales del Cantón de Talamanca que deroga y la reforma integral de la Ley NO. 7677. Las normas cuestionadas obligan a los profesionales a pagar patente, en contra de lo dispuesto por la jurisprudencia constitucional. Se rechaza de plano la acción por falta de requisitos.

	Se rechaza por el fondo la acción.
	MULTA A PESCADORES


Expediente: 14-011475-0007-CO
Sentencia: 014213-14


Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 150 de la Ley de Pesca y Acuicultura. Se indica que la norma obliga a los pescadores a pagar una multa como sanción de 5 a 15 salarios base, lo cual es una sanción confiscatoria y discriminatoria que va de 2 a 5 millones como sanción. El accionante fundamenta su pretensión de inconstitucionalidad en la vulneración de los principios de igualdad, no confiscatoriedad, razonabilidad y proporcionalidad de la multa prevista en el artículo impugnado, por tener como extremo menor cinco salarios base y el mayor de quince que, en el caso de su representado, excede ampliamente su capacidad económica, por ser un pescador artesanal. Se cita el voto 13206-14. La Sala reitera ese criterio, expuesto con anterioridad a la aprobación de la misma Ley No. 8436, al conocer la consulta legislativa presentada entonces, en la cual, la preocupación y dudas de constitucionalidad de los diputados consultantes versaron de manera fundamental en el tema de las sanciones. Una vez más, la Sala consideró los precedentes que desarrollan el contenido del artículo 50 constitucional sobre la materia y las obligaciones internacionales, en cuanto a la protección de los recursos hidrobiológicos (v. la sentencia número 2004-10484) y destacó que los bienes jurídicos protegidos –medioambiente y recursos marinos son de naturaleza muy sensible. Se rechaza por el fondo la acción.

	No ha lugar a evacuar la consulta.
	MULTAS EN LEY DE LICORES

Expediente: 14-013913-0007-CO
Sentencia: 014651-2014


Consulta Judicial respecto del artículo 20 de la Ley de Regulación y Comercialización de Bebidas con contenido alcohólico. Se cuestiona la norma en la medida que dispone la imposición de una multa de medio salario base a quien sea sorprendido consumiendo bebidas alcohólica en sitios públicos así declarados por la Municipalidad respectiva. Estima el juzgador consultante, que la multa definida contraviene los principios de razonabilidad y proporcionalidad, porque entre la diferencia entre salario mínimo y el salario base de la persona que se juzgue, daría como resultado que la multa sea cercana a un 71% del salario mínimo, imposibilitando a la persona que se sancione de cubrir sus necesidades básicas. Agrega que la norma consultada carece de un bien jurídico de relevancia contravencional, porque en esta materia, indica, no basta con que la conducta calce con la definición de la norma, sino que se requiere que se ponga en peligro un bien jurídico tutelado. Por falta de requisitos se dispone que ha lugar a evacuar la consulta.

	Se rechaza de plano la acción
	REQUISITOS PARA SER MINISTROS


Expediente: 14-013560-0007-CO
Sentencia: 014310-14

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 142.3 de la Constitución Política. Se cuestiona la norma  en la medida que dispone que para ser Ministro de Estado se requiere ser del estado seglar. Aduce que pese a ser una norma constitucional originaria, la misma se contrapone a los principios de igualdad y autodeterminación, al derecho al trabajo y a la libertad de culto (religiosa). Aduce que su legitimación proviene de coadyuvancia presentada dentro del amparo 14-4905 (el original contra la designación del Ministro), y solicita se acumule a la acción 14-9379. Señala que la norma constitucional ubica como personas de segunda categoría a las pertenecientes al estado clerical, y que en todo caso, lo «clerical» debe limitarse a la Iglesia Católica, Apostólica y Romana, pero no a los católicos en general, punto concreto que en su momento no definió el TSE. Refiere que la norma constitucional limita el derecho a participar en un gobierno, reconocido como un derecho humano, por lo que dicho artículo no soporta el control de convencionalidad respecto de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Se rechaza de plano la acción. FIRMAS.

	Sentencia 2014 - 012837. Expediente 14-011593-0007-CO. A las dieciséis horas con quince minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra ARTÍCULO 3 DE LA LEY DE LA DEFENSORÍA DE LOS HABITANTES NO. 7319. Se rechaza de plano la acción. El magistrado Rueda Leal y la magistrada Hernández López salvan el voto. 
	NOMBRAMIENTO DEL DEFENSOR DE LOS HABITANTES

Expediente 14-011593-0007-CO
Sentencia: 012837-2014

Acción de inconstitucionalidad contra la Ley de la Defensoría de los Habitantes No. 7319.
La norma señala que es la Asamblea Legislativa la que debe nombrar al Defensor, el accionante considera que debe ser el pueblo, a través del Tribunal Supremo de Elecciones. El incumplimiento de los requisitos de admisibilidad señalados en la Ley de la Jurisdicción Constitucional, sin que resulte dable en este caso, actuar conforme al artículo 80 de la Ley de esta jurisdicción y prevenir al accionante su cumplimiento, ya que ello implicaría prácticamente rehacer por completo la acción. En definitiva, siendo que en este caso se incumplen los requisitos de forma señalados, y siendo improcedente prevenir subsanar los mismos, lo que corresponde es rechazar de plano esta acción. El magistrado Rueda Leal y la magistrada Hernández López salvan el voto. 

	Sentencia 2014-012887. Expediente: 14-005214-0007-CO. A las catorce y treinta horas. Consulta Legislativa Facultativa referente al Proyecto de ley para la Gestión integrada del recurso hídrico. No. 17.742. Por mayoría se declara inevacuable la consulta facultativa tramitada en el expediente judicial número 14-005214-0007-CO. Los Magistrados Armijo Sancho, Cruz Castro y Hernández López salvan el voto y la declaran admisible. Por mayoría se evacua la consulta facultativa tramitada en el expediente judicial número 14-004877-0007-CO en el sentido de que el proyecto de ley denominado "Ley para la Gestión Integrada del Recurso Hídrico", expediente legislativo número 17.742, es inconstitucional por violación al artículo 50 de la Constitución Política por carecer de criterios técnicos o científicos que den sustento a la reducción de la superficie de las áreas de protección establecidas en la Ley Forestal Nº 7575, vicio del procedimiento legislativo que es de carácter esencial y, por consiguiente, vinculante para la Asamblea Legislativa. Se declaran inconstitucionales los artículos 29, 30 y el transitorio XI. Los Magistrados Jinesta Lobo, Rueda Leal y Salazar Alvarado salvan el voto y declaran inevacuable la consulta facultativa tramitada en el expediente judicial número 14-004877-0007-CO por incumplir los requerimientos de los numerales 143.3 del Reglamento de la Asamblea Legislativa, 98 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, 6 de la Ley de Iniciativa Popular y 123 de la Constitución Política. Los Magistrados Armijo Sancho, Cruz Castro, Castillo Víquez y Hernández López ponen nota en cuanto al fondo de la consulta. Los Magistrados Cruz Castro, Rueda Leal y Salazar Alvarado ponen nota con respecto a la presentación y retiro de firmas de diputados en las consultas facultativas. 
	CONSULTA LEGISLATIVA SOBRE EL RECURSO HÍDRICO

Expediente: 14-005214-0007-CO
Sentencia: 12887-2014

Consulta Legislativa referente al Proyecto de ley para la Gestión integrada del recurso hídrico. No. 17.742. 
• Por mayoría se declara inevacuable la consulta facultativa tramitada en el expediente judicial número 14-005214-0007-CO. 
• Los Magistrados Armijo Sancho, Cruz Castro y Hernández López salvan el voto y la declaran admisible. 
• Por mayoría se evacua la consulta facultativa tramitada en el expediente judicial número 14-004877-0007-CO en el sentido de que el proyecto de ley denominado "Ley para la Gestión Integrada del Recurso Hídrico", expediente legislativo número 17.742, es inconstitucional por violación al artículo 50 de la Constitución Política por carecer de criterios técnicos o científicos que den sustento a la reducción de la superficie de las áreas de protección establecidas en la Ley Forestal Nº 7575, vicio del procedimiento legislativo que es de carácter esencial y, por consiguiente, vinculante para la Asamblea Legislativa. 
• Se declaran inconstitucionales los artículos 29, 30 y el transitorio XI. 
• Los Magistrados Jinesta Lobo, Rueda Leal y Salazar Alvarado salvan el voto y declaran inevacuable la consulta facultativa tramitada en el expediente judicial número 14-004877-0007-CO por incumplir los requerimientos de los numerales 143.3 del Reglamento de la Asamblea Legislativa, 98 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, 6 de la Ley de Iniciativa Popular y 123 de la Constitución Política.
• Los Magistrados Armijo Sancho, Cruz Castro, Castillo Víquez y Hernández López ponen nota en cuanto al fondo de la consulta. 
• Los Magistrados Cruz Castro, Rueda Leal y Salazar Alvarado ponen nota con respecto a la presentación y retiro de firmas de diputados en las consultas facultativas. 
• Notifíquese esta sentencia al Directorio de la Asamblea Legislativa y a los diputados consultantes. Comuníquese.

	Sentencia 2014 - 013570. Expediente 14-010687-0007-CO. A las once horas con cuarenta y cinco minutos. Consulta Legislativa referente al Proyecto de Ley de Banca para el Desarrollo. Se evacua la consulta legislativa de constitucionalidad del proyecto de "Reforma integral a la Ley No. 8634, Ley del Sistema de Banca para el Desarrollo y reforma a otras leyes" tramitado en el expediente legislativo No. 17.502, en el sentido de que no se acreditó el vicio de procedimiento alegado. En cuanto al fondo, se evacua la consulta en el sentido de que es inconstitucional el artículo 21 del proyecto de ley. En cuanto a las demás normas consultadas, no se observan vicios contrarios al Derecho de la Constitución. Comuníquese y notifíquese al Presidente de la Asamblea Legislativa y a los diputados consultantes. Los Magistrados Rueda Leal y Picado Brenes salvan el voto en relación con el artículo 10 del proyecto de ley y consideran que es inconstitucional. Los Magistrados Cruz Castro y Rueda Leal salvan el voto y declaran que no existe inconstitucionalidad en relación con el artículo 21 del proyecto de ley consultado. El Magistrado Castillo Víquez pone nota separada. 
	LEY DEL SISTEMA DE BANCA PARA EL DESARROLLO

Expediente: 14-10687-0007-CO

Sentencia: 13570-2014

Consulta legislativa facultativa de constitucionalidad referente al proyecto de aprobación de la “REFORMA INTEGRAL A LA LEY No. 8634, LEY DEL SISTEMA DE BANCA PARA EL DESARROLLO Y REFORMA  A  OTRAS  LEYES”,  que  se  tramita  en  el  expediente  legislativo No. 17.502. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: a) Principio de Conexidad. b)  La estructuración orgánica que da vida a las actuaciones atribuibles al Estado costarricense, tiene como objetivo servir al mejor desarrollo de la sociedad costarricense y esa finalidad es la que ha inspirado e inspira las decisiones que toman tanto el Constituyente como el legislador al momento de concretar los diseños institucionales. c) Sobre los principios de rendición de cuentas, control de fondos públicos y evaluación de resultado. d) Sobre la alegada violación al Principio de igualdad y no discriminación. e)  Sobre la infracción a los principios de contratación administrativa. f) Sobre la infracción a los principios de contratación administrativa. Se indica que la licitación es una garantía institucional emplazada en la parte orgánica de la Constitución Política para asegurar el cumplimiento y observancia de tales principios y valores de orden constitucional. En esta inteligencia, no puede entenderse, bajo ningún concepto, que la selección del fiduciario para administrar el Fideicomiso Nacional para el Desarrollo se exima de los procedimientos de contratación administrativa y éstos sean obviados por principios tales como “oportunidad, conveniencia, razonabilidad y racionalidad”.  En criterio de este Tribunal, dichas manifestaciones no evaden el vicio de inconstitucionalidad que presenta la norma en cuestión, al eludir los procedimientos de contratación para elegir el banco fiduciario del FINADE, obviando, con dicha determinación, no sólo lo dispuesto en el artículo 182 de la Constitución Política, sino, además, los principios constitucionales mencionados tales como “la transparencia en el manejo y gestión de los fondos y recursos públicos, la publicidad en la participación de los oferentes, la objetividad en la selección de los adjudicatarios y la libre concurrencia e igualdad de todas las personas física o jurídicas técnicamente idóneas o calificadas para prestar los servicios”.    Debe destacarse que, al existir varios Bancos Estatales interesados y en eventual condición de asumir la administración del fideicomiso en cuestión,  se debe girar una invitación abierta para que todos aquellos que quieran participar en el concurso estén en condiciones de hacerlo, garantizando, de este modo, los principios constitucionales de libre concurrencia e igualdad.    En consecuencia, se evacua la consulta en el sentido que es inconstitucional el artículo 21 del proyecto de ley consultado.  g) Sobre las competencias del Instituto Nacional de Aprendizaje. h)  Sobre el Principio Constitucional de Seguridad Jurídica. i) Se evacua la consulta legislativa de constitucionalidad del proyecto de “Reforma integral a la Ley No. 8634, Ley del Sistema de Banca para el Desarrollo y reforma a otras leyes”  tramitado en el expediente legislativo No. 17.502, en el sentido de que no se acreditó el vicio de procedimiento alegado.  En cuanto al fondo, se evacua la consulta en el sentido de que es  inconstitucional el artículo 21 del proyecto de ley.  En cuanto a las demás normas consultadas, no se observan vicios contrarios al Derecho de la Constitución.  Comuníquese y notifíquese al Presidente de la Asamblea Legislativa y a los diputados consultantes.  Los Magistrados Rueda Leal y Picado Brenes salvan el voto en relación con el artículo 10 del proyecto de ley y consideran que es inconstitucional. Los Magistrados Cruz Castro y Rueda Leal salvan el voto y declaran que no existe inconstitucionalidad en relación con el artículo 21 del proyecto de ley consultado. El Magistrado Castillo Víquez pone nota separada.  



	No ha lugar la gestión formulada. El Magistrado Rueda Leal da razones distintas.
	TERRITORIOS COSTEROS COMUNITARIOS

Expediente: 13-006041-0007-CO
Sentencia: 014317-14 


Consulta Legislativa facultativa referente a la Ley de Territorios Costeros Comunitarios. Expediente Legislativo No. 18.148. Es caso se había resuelto por sentencia por el fondo número 10158-13. En gestión posterior se presenta una gestión de adición y aclaración en donde se resolvió que no ha lugar a la gestión planteada. 

	Sentencia 2014 - 012831. Expediente 14-011038-0007-CO. A las dieciséis horas con quince minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra EL INCISO D) DEL ARTÍCULO 14 DEL DECRETO LEGISLATIVO NÚMERO 9185, LEY DE PATENTES DEL CANTÓN DE CURRIDABAT. Se rechaza de plano la acción. 
	CALCULO DE IMPUESTO DE PATENTE DE LA MUNICIPALIDAD DE CURRIDABAT

Expediente 14-011038-0007-CO
Sentencia: 012831-2014

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 14 inciso d) del Decreto Legislativo No. 9185 de la Ley de Patentes del Cantón de Curridabat. La norma establece lo siguiente: “d) Los estacionamientos comerciales se tasarán anualmente sobre el salario mínimo (SBM) de un auxiliar administrativo No. 1 del Poder Judicial, pagadero en tractos trimestrales, correspondiente al cero como tres por ciento (0.3%) del SBM por m2 anual del área total del parqueo. Se cuestiona que la norma modifica la base para el cálculo del impuesto de patente comercial que deben pagar establecimientos especiales, como los parqueos, porque la modificar esa base, el nuevo cobro se convierte en confiscatorio, desproporcionado y desigual. Se rechaza de plano la acción por falta de agotamiento de la vía administrativa.

	Sentencia 2014 - 012839. Expediente 14-011647-0007-CO. A las dieciséis horas con quince minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra EL ARTÍCULO 13 DE LA LEY 7139 DEL 30-11-1989 DE LA MUNICIPALIDAD DE CORREDORES, PUNTARENAS. Se rechaza por el fondo la acción. 
	COBRO DE IMPUESTOS EN LA MUNICIPALIDAD DE CORREDORES

Expediente 14-011647-0007-CO
Sentencia: 012839-2014

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 13 de la Ley de la Municipalidad de Corredores. No. 7139 del 30 de noviembre de 1989. Acusa el accionante que en Corredores además del impuesto de patentes, se cobra el impuesto del 105% sobre el valor de la venta de la palma africana, cobrando de esta forma doblemente. Se rechaza por el fondo la acción, con base en la sentencia 7469-94, en donde la Sala avaló la constitucionalidad del impuesto municipal, declarando que no vulnera los principios de igualdad tributaria, razonabilidad, proporcionalidad, ni de prohibición de confiscatoriedad. Se tomó en consideración la situación tributaria de los productores de la palma aceitera en el Cantón de Corredores, que el impuesto de patente admite que los factores de la imposición sean diversos según la actividad que se busca gravar (ventas al mayor, utilidades brutas, ventas al detalle, producción, etc.); que la especificación de las actividades sobre las cuales recaen exacciones es un asunto de política tributaria local; que los recursos que produce el gravamen se dirigen a proyectos de interés de los mismos productores de palma; que al vincularse la licencia municipal con el ejercicio de una actividad lucrativa, se trata de un costo en la producción, trasladable al precio de comercialización, de forma que no elimina las ganancias del productor. Con base en las resoluciones adoptadas con anterioridad por la Sala, sobre el mismo impuesto que se impugna en el presente proceso, y no encontrando motivos para variar de criterio o razones de interés público que justifiquen reconsiderar la cuestión, lo que corresponde es rechazar la acción por el fondo.

	Sentencia 2014 - 012840. Expediente 14-011651-0007-CO. A las dieciséis horas con quince minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra EL MEMORANDO 01-2014 DE LA FISCALÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. Se rechaza de plano la acción. El Magistrado Rueda y la Magistrada Hernández salvan el voto, conforme lo indican en el último considerando de esta sentencia. 
	PAGO CIERTA SUMA DE DINERO PARA APLICAR LA SUSPENSIÓN DEL PROCESO A PRUEBA

Expediente 14-011651-0007-CO
Sentencia: 012840-2014


Acción de inconstitucionalidad contra el Memorando 01-2014 de la Fiscalía General de la República El memorando cuestionado señala que para la aplicación de la Suspensión del Proceso a Prueba, se debe necesariamente pagar la suma correspondiente a un salario base y si no, no se puede aplicar la misma. Sin embargo, dicha circunstancia genera un gravísimo perjuicio en este caso al imputado, pues le imposibilita aplicar una medida alterna, sin someterse a un contradictorio, en el caso de conducción temeraria, en caso de no pagarse el monto de dinero establecido. Se rechaza de plano la acción por falta de fundamentación. El Magistrado Rueda y la Magistrada Hernández salvan el voto, conforme lo indican en el último considerando de esta sentencia.

	Sentencia 2014 - 013130. Expediente 14-004188-0007-CO. A las nueve horas con cinco minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra -Jurisprudencia de la Sala Tercera en cuanto a la aplicación retroactiva de la ley penal más favorable. (Sentencias: 211-2011, 381-2011 y 716-2013). Se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Castillo Víquez, Rueda Leal y Salazar Alvarado ponen nota. 
	APLICACIÓN RETROACTIVA DE LEY PENAL. JURISPRUDENCIA DE LA SALA TERCERA

Expediente 14-004188-0007-CO
Sentencia: 013130-2014

Acción de inconstitucionalidad contra la jurisprudencia de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia respecto de la aplicación de la ley penal retroactiva que resulte favorable para el imputado, de conformidad con lo señalado en el artículo 13 del Código Penal. La accionante aduce la inconstitucionalidad del criterio de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, respecto de la interpretación y aplicación del artículo 13 del Código Penal, en la medida que dicha Sala estima que el beneficio preceptuado en la norma de cita –modificación de la sentencia por aplicación de una ley posterior más favorable-, únicamente procede aplicarlo cuando el condenado aún se encuentra cumpliendo la condena, y no cuando esta ya ha sido cumplida, toda vez que en criterio de la accionante, la condena va más allá de la sanción propiamente establecida, porque comprende incluso la inscripción de la condenatoria en el Registro Judicial, con el efecto en el tiempo que ello tiene. En este caso, señala la Sala que, contrario a las manifestaciones de la accionante, el criterio de la Sala Tercera no es una cuestión de interpretación del referido artículo 13, sino una aplicación literal de lo allí dispuesto, establecido así por el legislador al momento de la aprobación de la norma como parte del Código Penal. En este sentido, esta Sala advierte que la inconformidad de la accionante, no lo es tanto con el criterio contenido en la jurisprudencia que dice impugnar, sino con la propia norma del Código Penal que sirve de base a los pronunciamientos de la Sala Tercera de esta Corte. En todo caso, valorando el argumento e inconformidad principal que se plantea en esta acción –que la condena comprende también la inscripción de la misma ante el Registro Judicial, con los efectos en el tiempo que ello tiene- debe tomarse en consideración que la anotación de una sentencia condenatoria ante el Registro Judicial dista de ser una condena en sí, sino que tal inscripción es una consecuencia de la condena impuesta. Dicho de otro modo, la inscripción es el efecto de la condena, pero no la condena propiamente dicha, la cual es, como bien señala la accionante, la obligación de hacer o de abstenerse de hacer algo. Este tipo de anotación o inscripción cumple con una finalidad distinta a la condena misma, pues se trata con ello de mantener un registro de la actividad penal de una persona determinada, precisamente para ser considerado o tenido en cuenta para todos los efectos, en la valoración de otros casos en los que pueda verse involucrada, pero careciendo, en sí misma, de aquella obligación de hacer o de abstenerse de hacer propia de las condenas en materia penal. La Sala no soslaya que la anotación o inscripción ante el Registro Judicial tiene efectos incluso en la vida civil de las personas; sin embargo, es por ello que doctrinal, legal y jurisprudencialmente se ha desarrollado el denominado derecho al olvido, el cual ha sido aplicado incluso en materia de sentencias condenatorias penales –ver, entre otras, sentencias 2014-4724 y 2014-5297-. Sobre la aplicación retroactiva de la norma más favorable. De igual manera, advierte la Sala que la norma de comentario se encuentra dentro de las Disposiciones Generales del Código Penal, es decir, forma parte de aquellas normas básicas que sirven para comprender y aplicar la legislación sustantiva penal en el tiempo y el espacio. Ante ello, se aprecia que la inconformidad de la accionante en cuanto a la imposibilidad de modificar la inscripción en el Registro Judicial porque la condena ya fue cumplida –en aplicación del artículo 13 del Código Penal-, dista de ser una cuestión de carácter sustantivo, pues aún encontrándose en el cuerpo integral del Código de comentario, ese efecto concreto –la inscripción- es un efecto reflejo, casi procesal, de la sentencia condenatoria, y no una situación de carácter sustantivo que amerite y justifique la aplicación retroactiva de alguna norma más favorable. Sobre esta particular, la jurisprudencia de esta Sala es amplia y contundente en determinar que la aplicación retroactiva de la ley más favorable resulta procedente, cuando se trate de la aplicación de normas de carácter sustantivo, mas no así cuando se trate de normas de carácter procesal –ver sentencias de esta Sala números 1999-4397 y 2010-5890-, por lo que si esta aplicación dista de ser procedente con normas procesales, tampoco lo sería con efectos cuasiprocesales como lo sería la inscripción en el Registro Judicial de una sentencia condenatoria. Finalmente, en cuanto a la aducida contravención de la jurisprudencia interamericana, se indica que la jurisprudencia de esta Sala es ampliamente respetuosa de los pronunciamientos que de manera concreta emite la Corte Interamericana en el ámbito de sus competencias, y que por su propia naturaleza y efectos pudieren tener impacto en el desarrollo normativo, jurisprudencial e institucional del país, pero el caso de la Corte que la accionante cita, no es aplicable al caso concreto.  Se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Castillo Víquez, Rueda Leal y Salazar Alvarado ponen nota.

	Se declara con lugar la acción.  En consecuencia, se declara inconstitucional el artículo 10 de la Ley de Creación del Recurso de Apelación de la Sentencia, otras Reformas al Régimen de Impugnación e Implementación de Nuevas Reglas de Oralidad en el Proceso Penal de 3 de mayo de 2010. En consecuencia,  se restituye el artículo 466 bis del Código Procesal Penal (originalmente el artículo 451 bis del Código Procesal Penal).   Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese, íntegramente, en el Boletín Judicial.  Notifíquese.  Los Magistrados Rueda Leal, Salazar Alvarado y Picado Brenes salvan el voto y declaran sin lugar la acción de inconstitucionalidad en todos los extremos. 
	POSIBILIDAD DE IMPUGNAR REITERACIÓN DE ABSOLUCIÓN DEL IMPUTADO EN JUICIO DE REENVÍO

Expediente: 12-007781-0007-CO
Sentencia: 013820-2014

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 10 de la Ley de creación del recurso de apelación de la sentencia. No. 8837 y otras reformas al régimen de imputación e implementación de nuevas reglas de oralidad en el proceso penal, mediante la cual se derogó el artículo 466 bis del Código Procesal Penal vigente. La reforma deroga la prohibición de que el Ministerio Público, el querellante y el actor civil, formulen recurso de casación contra la sentencia que se produzca en el juicio de reenvío que reitere la absolución del imputado dispuesta en el primer juicio, lo que a juicio del accionante lesiona entre otros, el principio de progresividad de los derechos del imputado. Se declara con lugar la acción.  En consecuencia, se declara inconstitucional el artículo 10 de la Ley de Creación del Recurso de Apelación de la Sentencia, otras Reformas al Régimen de Impugnación e Implementación de Nuevas Reglas de Oralidad en el Proceso Penal de 3 de mayo de 2010. En consecuencia,  se restituye el artículo 466 bis del Código Procesal Penal (originalmente el artículo 451 bis del Código Procesal Penal).   Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese, íntegramente, en el Boletín Judicial.  Notifíquese.  Los Magistrados Rueda Leal, Salazar Alvarado y Picado Brenes salvan el voto y declaran sin lugar la acción de inconstitucionalidad en todos los extremos. SENTENCIA EN REDACCIÓN

	Se rechaza de plano la acción
	LIMITACIONES PARA EL RECURSO DE CASACIÓN


Expediente: 14-013409-0007-CO
Sentencia: 014282-14

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 467 del Código Procesal Penal. La norma señala que sólo cabe recurso de casación contra las resoluciones dictadas por los tribunales de apelación de sentencia que confirmen total y parcialmente, o bien resuelvan en definitiva, la sentencia dictada por el tribunal de juicio. Considera el accionante que la norma lesiona el acceso a la justicia, el principio de igualdad, entre otros. En este caso se indica que sin perjuicio de analizar en una futura oportunidad la conformidad a la Constitución de la norma cuestionada, es claro que en esta materia procesal el Legislador goza de una libertad de configuración para diseñar las distintas vías de impugnación, siempre que en materia penal se observe todos los alcances del principio de la doble instancia a favor del imputado, todo lo cual se respeta en el caso presente a propósito del contenido del artículo 467 del Código Procesal Penal. Se cita la sentencia 5953-14 y se rechaza de plano la acción por falta de legitimación del accionante. 

	Se rechaza de plano la acción
	REGLAS DE LA DINÁMICA DE LA AUDIENCIA ORAL EN VÍA JUDICIAL (Oralidad)

Expediente: 14-012210-0007-CO 
Sentencia: 014220-14

Acción de inconstitucionalidad contra la circular número 64-09 de la Secretaría de la Corte Suprema de Justicia. La circular señala que no se deben leer los argumentos, que deben presentarse información de calidad y que el juez resolverá con lo discutido en la audiencia. El accionante considera que lo dispuesto en la circular, lesiona el acceso a la justicia. El accionante estima que el contenido de la Circular referida impugnada viola el derecho de acceso a la justicia y el derecho a un debido proceso, pues impone una serie de reglas durante la sustanciación del debate, que no están previstas en ninguna norma legal. Aduce entonces, motivos de legalidad. Sin embargo, este Tribunal no comparte el criterio del accionante. En este sentido es preciso indicar que la circular impugnada contiene recomendaciones generales dirigidas a los jueces, con el objetivo de lograr un desarrollo ágil y ordenado del debate. Sin embargo, es claro que los jueces deben tomar en consideración las circunstancias propias de cada audiencia, de los abogados que participan en él y adecuar las reglas en caso de que sea necesario. Así, informados sobre alguna limitación o problema que tengan uno o varios de los abogados participantes, deberán tomar las disposiciones necesarias con el fin de garantizar que aquellos pueden ejercer adecuadamente su labor y se tutele adecuadamente el derecho a un debido proceso. Así las cosas, la circular aquí cuestionada no posee los alcances que el accionante le otorga y eso hace improcedente su impugnación. Se rechaza de plano la acción. 

	Sentencia 2014 - 012583. Expediente 14-008402-0007-CO. A las nueve horas con cinco minutos. CONSULTA JUDICIAL. JUZGADO DE PENSIONES ALIMENTARIAS DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ EN LO REFERENTE AL ARTÍCULO 48 DE LA LEY DE PENSIONES ALIMENTARIAS. NO. 7654. No ha lugar a evacuar la consulta. 
	IMPEDIMENTO DE SALIDA DEL PAÍS EN PENSIONES ALIMENTARIAS, A PESAR DE LA SUSPENSIÓN DEL PROCESO

Expediente: 14-008402-0007-CO
Sentencia: 012583-2014

Consulta judicial facultativa formulada por el Juzgado de Pensiones Alimentarias del I Circuito Judicial de San José. El despacho consultante solicita a esta Sala que se pronuncie sobre la constitucionalidad del artículo 48 párrafo primero de la Ley de Pensiones Alimentarias, en cuanto dispone que la suspensión del proceso no deja sin efecto el impedimento de salida ordenado en el artículo 14 de la misma ley, lo que estima contraviene la libertad de tránsito establecida en el artículo 22 de la Constitución Política y los artículos 7 y 22 de la Convención Americana de Derechos Humanos. En este caso, observa la Sala que el despacho consultante incumplió uno de los requisitos esenciales a efecto de plantear una consulta: la aplicación de la norma en un acto que deba juzgar. La jueza consultante promueve una consulta de oficio sin que la misma resulte de una gestión actual pendiente de resolver. Ante este cuadro fáctico, resulta inadmisible la consulta formulada, pues lo consultado debe ser relevante para la decisión o resolución del llamado "asunto previo" o "principal"; empero, en este caso ninguna de las partes, en casi cuatro años después de dictada la resolución de 20 de agosto de 2010, ha sometido a consideración la afectación que de oficio estima la Jueza se está produciendo. No ha lugar a evacuar la consulta.

	Sentencia 2014 - 012845. Expediente 14-011733-0007-CO. A las dieciséis horas con quince minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra LEY DE PENSIONES ALIMENTARIAS. Se rechaza de plano la acción. El Magistrado Rueda Leal y la Magistrada Hernández López ponen nota. 
	PENSIÓN ALIMENTARIA PROVISIONAL

Expediente: 14-011733-0007-CO
Sentencia: 012845-2014

Acción de inconstitucionalidad contra la Ley de Pensiones Alimentarias. Se cuestiona la fijación de la pensión provisional, la cual considera que no se hace con parámetros de razonabilidad y proporcionalidad por parte de los jueces. Se rechaza de plano la acción por el incumplimiento de los requisitos esenciales establecidos en la Ley de la Jurisdicción constitucional. El Magistrado Rueda Leal y la Magistrada Hernández López ponen nota.

	No ha lugar a las gestiones formuladas.
	PENSIÓN ALIMENTARIA PROVISIONAL


Expediente: 14-011733-0007-CO
Sentencia: 014214-14

Acción de inconstitucionalidad contra la Ley de Pensiones Alimentarias. En este caso se cuestiona la fijación de la pensión provisional, la cual considera que no se hace con parámetros de razonabilidad y proporcionalidad por parte de los jueces. Por sentencia 12845-14, la Sala rechazó de plano la acción por el incumplimiento de los requisitos esenciales establecidos en la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Ahora el recurrente plantea una gestión de adición, aclaración y reconsideración. La adición y aclaración se rechaza por extemporánea y sobre la reconsideración se rechaza por resultar improcedente de conformidad con el artículo 11 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. 

	Sentencia 2014 - 013554. Expediente 14-012843-0007-CO. A las nueve horas con cinco minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra LEY 8758 "DESAFECTACIÓN DEL USO PUBLICO DE LA CALLE 13 BIS, DISTRITO 1, CANTÓN". Acumúlese esta acción a la que bajo expediente número 14-012842-0007-CO se tramita ante esta Sala. 
	LEVANTAMIENTO DEL VETO

Expediente 14-012843-0007-CO
Sentencia: 013554-2014

Acción de inconstitucionalidad contra la Ley de Desafectación del Uso Público de la Calle 13 bis, Distrito 1, Cantón 1, San José. Publicada en La Gaceta del 04-08-2014. Contra levantamiento del veto de la Ley 8758, por parte del Poder Ejecutivo. Aduce intereses difusos para su legitimación, y como motivo único manifiesta la inconstitucionalidad del levantamiento del veto presidencial, por considerarlo violatorio del principio de independencia de poderes, en lo que atañe al procedimiento de formación de las leyes. Acumúlese esta acción a la que bajo expediente número 14-012842-0007-CO se tramita ante esta Sala.

	Se rechaza de plano la acción.  
	PRÓRROGA DE PERMISOS DE PORTACIÓN DE ARMAS

Expediente:14-013052-0007-CO
Sentencia:13805-2014

Acción de inconstitucionalidad contra el acuerdo del Director de Servicios de Seguridad Privados y el Jefe del Departamento de Control de Armas y Explosivos. Febrero del 2014. Acuerdo ejecutivo en donde se dispone prorrogar los carnés de agentes de seguridad privada para portación de armas de fuego, hasta el 30 de setiembre del 2014. Se acusa que deben solicitarse una serie de permisos que perjudican a los agentes de seguridad privada por su costo. Se rechaza de plano la acción en razón de su objeto y por falta de requisitos.

	Se rechaza de plano la acción. El Magistrado Rueda y la Magistrada Hernández salvan el voto respecto de la falta de fundamentación de la acción, conforme lo indican en el último considerando de esta sentencia. 
	LEVANTAMIENTO DE VETO DEL PODER EJECUTIVO

Expediente: 14-012176
Sentencia 013770-2014


Acción de inconstitucionalidad contra el levantamiento del veto presidencial realizado por el Presidente de la República, Oscar Arias Sánchez, a la Ley de Desafectación del uso público de la Calle 13 bis, Distrito I, Cantón I, San José. No. 16377, lo anterior se hizo mediante veto número 8758 del 02 de setiembre del 2009. Publicado en La Gaceta No. 162 del 20 de agosto del 2009. Considera el accionante que lo actuado por el actual presidente, viola el principio de seguridad jurídica. Se rechaza de plano la acción por falta de requisitos y por falta de legitimación en el caso concreto. El Magistrado Rueda y la Magistrada Hernández salvan el voto respecto de la falta de fundamentación de la acción, conforme lo indican en el último considerando de esta sentencia.

	Acumúlense las acciones números 14-012842-0007-CO y 14-012843-0007-CO, a la que bajo expediente número 14-0012628-0007-CO se tramita ante esta Sala.
	LEVANTAMIENTO DEL VETO


Expediente: 14-012842-0007-CO
Sentencia: 014232-14

Acción de inconstitucionalidad contra la Ley de Desafectación del Uso Público de la Calle 13 bis, Distrito 1, Cantón 1, San José. Publicada en La Gaceta del 04-08-2014. Contra levantamiento del veto de la Ley 8758, por parte del Poder Ejecutivo. Aduce intereses difusos para su legitimación. Señala que esta ley violenta el libre tránsito y la autonomía municipal, porque desafecta el carácter de bien público otorgado a un bien que se encontraba bajo el dominio de la Municipalidad de San José, y que resulta necesaria para la circulación del tránsito en la ciudad capital. Agrega que esta ley consolida el uso del bien por parte de quienes actualmente lo ocupan, pero sin establecer ningún proyecto de infraestructura que solucione los problemas de salubridad en el inmueble, según ha sido acreditado por el Ministerio de Salud, quien incluso recomendó la clausura del Mercado de Artesanías allí ubicado. Acumúlense las acciones números 14-012842-0007-CO y 14-012843-0007-CO, a la que bajo expediente número 14-0012628-0007-CO se tramita ante esta Sala.

	Se rechaza de plano la acción.
	REGLAMENTO DEL PODER JUDICIAL SOBRE INTÉRPRETES, TRADUCTORES, PERITOS Y EJECUTORES

Expediente: 14-011951-0007-CO
Sentencia 013764-2014

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 14, 22, 31, 32 y 33 del Reglamento para Regular la Función de las y los intérpretes, traductores, peritos y ejecutores. Aprobado en sesión de Corte Plena No. 10-12 del 12 de marzo del 2012, en su artículo XL. Con base en las normas cuestionadas se pone una leyenda en los carnes de los auxiliares ejecutores, que no son servidores judiciales, que ejerce una función auxiliar. Se rechaza de plano la acción porque el accionante incumplió con la prevención que le fue realizada.

	Sentencia 2014 - 012844. Expediente 14-011729-0007-CO. A las dieciséis horas con quince minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra LEY DE VIOLENCIA DOMÉSTICA. Se rechaza de plano la acción 
	RESOLUCIONES DE DESALOJO EN LEY DE VIOLENCIA DOMÉSTICA

Expediente: 14-011729-0007-CO
Sentencia: 012844-2014

Acción de inconstitucionalidad contra la Ley de Violencia Doméstica. 
Se cuestiona el proceder de los jueces de violencia doméstica, por la carencia de investigaciones para determinar la procedencia de los desalojos, limitar el libre tránsito, el alejamiento de los hijos, las informaciones distorsionadas de sólo una de las partes, lo que considera violatorio del principio de inocencia. Se rechaza de plano la acción por incumplir prevención.

	Sentencia 2014 - 013282. Expediente 14-011989-0007-CO. A las nueve horas con cinco minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra el artículo 11 de la Ley que aprueba el Convenio de Cooperación para el financiamiento del proyecto de inversión (cr-x1007) entre la República de Costa Rica y el Banco Interamericano de Desarrollo, para financiar el programa de infraestructura de transporte. Se rechaza de plano la acción. 
	EXPROPIACIONES PARA INFRAESTRUCTURA DE TRANSPORTE

Expediente 14-011989-0007-CO
Sentencia: 013282-2014

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 11 de la Ley que aprueba el Convenio de Cooperación para el financiamiento del proyecto de inversión (cr-x1007) entre la República de Costa Rica y el Banco Interamericano de Desarrollo, para financiar el programa de infraestructura de transporte (PIT). Ley No. 8757. La norma establece que una vez depositado el monto del avalúo, procede el desalojo del inmueble, aún cuando está pendiente en vía judicial el precio, lesionando a juicio del accionante, el artículo 45 de la Constitución Política. La acción resulta inadmisible por no constituir medio razonable para amparar el derecho que se considera lesionado y con base en lo establecido en el artículo 76 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional.

	Sentencia: 2014-013046. Expediente: 14-011896-0007-CO. A las catorce horas cuarenta y cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra  del artículo 16, inciso c), de la Ley de Correos (Ley No. 7768 de 24 de abril de 1998), así como el artículo 23, inciso b), del Reglamento a la Ley de Correos (Decreto Ejecutivo No. 27238 del 18 de agosto de 1998). En cuanto a uno de los amparados se ordena estarse a lo resuelto por esta Sala en sentencia Nº 2009-014047 de las 14:48 horas del 2 de septiembre de 2009. En lo demás, se rechaza de plano el recurso. 
	DESPIDO DE CORREOS DE COSTA RICA

Expediente: 14-011896-0007-CO 
Sentencia: 013046-2014

Recurso de amparo contra la Gerencia de Correos de Costa Rica S.A. En un principio el accionante formuló, expresamente, acción de inconstitucionalidad en contra del artículo 16, inciso c), de la Ley de Correos (Ley No. 7768 de 24 de abril de 1998), así como el artículo 23, inciso b), del Reglamento a la Ley de Correos (Decreto Ejecutivo No. 27238 del 18 de agosto de 1998). Asimismo, formuló acción de inconstitucional en contra de resoluciones administrativas adoptadas por la Gerencia de Correos de Costa Rica S.A. el 16 de noviembre de 2001, con sustento en la referida normativa, y en las que se dispuso su despido y de otras personas. Posteriormente solicitó que se tramitar como recurso de amparo. En su momento el amparado planteó un recurso de amparo que se resolvió por sentencia 2009-014047. En cuanto a uno de los amparados se ordena estarse a lo resuelto por esta Sala en sentencia Nº 2009-014047 de las 14:48 horas del 2 de septiembre de 2009. En lo demás, se rechaza de plano el recurso. 

	Se rechaza de plano la acción.  
	EVALUACIÓN CURRICULAR DE MICROBIÓLOGOS

Expediente: 14-012663-0007-CO
Sentencia: 013786-2014

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 9, 10, 22 y 23 del Reglamento de la Ley 5462. Estatuto de Servicios de Microbiología y Química Clínica. Decreto Ejecutivo del 28-01-1992 y el Reglamento de Operación de la Comisión de Evaluación Curricular. Reglamento No. 31-1 del 20-11-2010. Publicado en La Gaceta No. 24 del 03-02-2011. Según la normativa cuestionada dos órganos con las mismas funciones evalúan los atestados de los microbiólogos que optan por un puesto en la CCSS, lo que se presta a que priven en algunas ocasiones, criterios personales. Se rechaza de plano la acción por falta de asunto base.

	Se rechaza de plano la acción. La Magistrada Hernández López y el Magistrado Rueda Leal salvan el voto conforme lo indican en el último considerando de esta sentencia.-
	CONVENIOS DE TRABAJO DE LA MUNICIPALIDAD DE PURISCAL

Expediente: 14-0090008-0007-CO
Sentencia: 013760-2014

Acción de inconstitucionalidad contra los convenios simples de trabajo, suscritos por la Municipalidad de Puriscal y los funcionarios. (10 contratos de trabajo). Se acusa que los contratos de trabajo suscritos son violatorios del buen manejo de los fondos públicos y, en razón de los mismos, no hay presupuesto para obra pública. Se rechaza de plano la acción por incumplimiento de los requisitos formales. La Magistrada Hernández López y el Magistrado Rueda Leal salvan el voto conforme lo indican en el último considerando de esta sentencia.-

	Se declara SIN LUGAR la acción, y en consecuencia, el artículo 45 de la IV Convención Colectiva de Trabajo del Banco Popular y de Desarrollo Comunal no resulta inconstitucional, siempre y cuando se interprete que el tope máximo de años para el pago de la cesantía no puede exceder de veinte.  De conformidad con lo dispuesto en el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensiona los efectos de esta sentencia en el sentido que la interpretación conforme que se hace tiene efectos a partir de la publicación del primero edicto de esta acción, todo sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe, situaciones jurídicas consolidadas en virtud de prescripción, caducidad o sentencia con autoridad de cosa juzgada material. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. El Magistrado Armijo Sancho salva el voto y rechaza de plano la acción. El Magistrado Salazar Alvarado consigna nota. Notifíquese.
	TOPE DE CESANTÍA EN LA CONVENCIÓN COLECTIVA DEL BANCO POPULAR Y DE DESARROLLO COMUNAL

Expediente: 12-017413-0007-CO
Sentencia: 013758-2014

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 45 de la IV Convención Colectiva de Trabajo del Banco Popular y de Desarrollo Comunal. Para la Contralora General de la República la norma impugnada, en primer término, excede el límite de 20 años del tope de cesantía, establecido por la Sala como parámetro razonable en el sector público y convierte en irrazonable y desproporcionada la superación –vía convención colectiva –del número de años por reconocer, por concepto de auxilio de cesantía, conforme al artículo 29 del Código de Trabajo. En segundo lugar, estima que la norma impugnada, además de desnaturalizar el instituto de la cesantía, porque éste sólo debe ser reconocido a los trabajadores despedidos sin justa causa (Art. 63 constitucional), no cuenta con justificación objetiva que la fundamente, por lo que constituye un privilegio odioso, exclusivo y excluyente que, por demás, infringe el principio de igualdad ante la ley (Art. 33 constitucional). Y, en tercer lugar, alega que la norma impugnada lesiona los principios constitucionales de legalidad en la gestión financiera, uso eficiente de los fondos públicos, prevalencia del interés público, razonabilidad y proporcionalidad. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: a) Sobre la Regulación del Tope de Auxilio de Cesantía en el Sector Público. b) Sobre la naturaleza jurídica del Banco Popular y de Desarrollo Comunal, se indica que el Banco Popular y de Desarrollo Comunales encuentra sometido al derecho público en el ejercicio de sus facultades de imperio y al derecho privado en el ejercicio de las actividades de comercialización. Por lo anterior, los argumentos de las autoridades del Banco Popular y de los coadyuvantes en el sentido que la relación laboral que existe entre los trabajadores y el Banco se rigen exclusivamente por el derecho privado deben ser desestimados. c) Se citan antecedentes jurisprudenciales sobre las convenciones colectivas y el tope máximo se cesantía. d) Se declara SIN LUGAR la acción, y en consecuencia, el artículo 45 de la IV Convención Colectiva de Trabajo del Banco Popular y de Desarrollo Comunal no resulta inconstitucional, siempre y cuando se interprete que el tope máximo de años para el pago de la cesantía no puede exceder de veinte. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensiona los efectos de esta sentencia en el sentido que la interpretación conforme que se hace tiene efectos a partir de la publicación del primero edicto de esta acción, todo sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe, situaciones jurídicas consolidadas en virtud de prescripción, caducidad o sentencia con autoridad de cosa juzgada material. El Magistrado Armijo Sancho salva el voto y rechaza de plano la acción. El Magistrado Salazar Alvarado consigna nota. 

	Se rechaza de plano la acción. El Magistrado Rueda Leal pone nota.
	LIMITACIONES A PUESTOS PÚBLICOS


Expediente: 14-012773-0007-CO
Sentencia: 014228-14


Acción de inconstitucionalidad contra la Directriz del Poder Ejecutivo No. 009-H. Publicada en l 17 de julio del 2014. La directriz que se cuestiona impone una serie restricciones al acceso a puestos en la administración pública. Considera el accionante que la norma limita a las personas con alguna discapacidad obtener un puesto. Se rechaza de plano la acción por falta de requisitos formales. El Magistrado Rueda Leal pone nota.

	No ha lugar a la gestión formulada. El Magistrado Armijo Sancho salva el voto.
	
CONVENCIÓN COLECTIVA DE LA MUNICIPALIDAD DE SANTA ANA

Expediente: 13-009661-0007-CO
Sentencia: 014206-2014

Gestión de adición y aclaración en relación con la sentencia número 2014-005798 de las 16:33 horas del 30 de abril de 2014. Señala la Sala que la sentencia, no requiere ser aclarada ni adicionada. Se indica que el texto del ordinal 12 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional es inequívoco al señalar que la adición deberá efectuarse en la medida en que un pronunciamiento no haya resuelto algún punto del planteamiento original. De las manifestaciones del gestionante es claro que no está acusando que se haya dejado de resolver algún motivo de inconstitucionalidad en específico, de manera que se descarta la necesidad de alguna adición. Por su parte, como se dijo supra, la aclaración de una sentencia constitucional procede cuando algún aspecto de la sentencia fue redactado en términos oscuros o ambiguos. En la especie tampoco se cumple esta exigencia, pues más allá de aclarar algún punto oscuro de la sentencia número 2014-005798, el petente busca mostrar su disconformidad con la forma en que finalmente se resolvió la presente acción de inconstitucionalidad. En reiterados precedentes este Tribunal Constitucional ha dejado claro que si la parte gestionante no está conforme con el criterio emitido por esta Sala en torno a la situación alegada, tal diferendo resulta improcedente. Así las cosas, lo pertinente es rechazar esta gestión. No ha lugar a la gestión formulada. El Magistrado Armijo Sancho salva el voto.

	Se rechaza de plano la acción.
	INTERPRETACIÓN AUTÉNTICA DE LA LEY DE INCENTIVOS MÉDICOS

Expediente: 14-009139-0007-CO
Sentencia: 14600-2014

Acción de inconstitucionalidad contra la interpretación auténtica de los artículos 5 y 13 de la Ley de Incentivos de Profesionales en Ciencias Médicas del 22-12-1982. No. 6836. Se acusa que con esta norma se hace realmente una nueva ley y no, una interpretación auténtica. Señalan que a través de una “interpretación” modifican lo dispuesto por la normativa y afecta derechos en el salario ya establecidos. Se rechaza de plano la acción. Sobre el tema se encuentra pendiente y cursada la acción de inconstitucionalidad 14-001625-0007-CO

	Sentencia 2014 - 012851. Expediente 14-011813-0007-CO. A las dieciséis horas con quince minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra LEY DE SIMPLIFICACIÓN Y EFICIENCIA TRIBUTARIA. NO. 8116. Se rechaza de plano la acción. El Magistrado Rueda Leal y la Magistrada Hernández López ponen nota. 
	LEY DE SIMPLIFICACIÓN Y EFICIENCIA TRIBUTARIA

Expediente: 14-011813-0007-CO
Sentencia: 012851-2014

Acción de inconstitucionalidad contra la Ley de Simplificación y Eficiencia Tributaria. No. 8116. Se cuestiona el impuesto, la actualización y el destino de los recursos de los combustibles, para el mejoramiento de las carreteras. Se rechaza de plano la acción por el incumplimiento de los requisitos esenciales establecidos en la Ley de la Jurisdicción constitucional.  El Magistrado Rueda Leal y la Magistrada Hernández López ponen nota. 

	Sentencia 2014 - 012872. Expediente 14-012127-0007-CO. A las dieciséis horas con quince minutos. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD contra LA LEY NÚMERO 8444. Se rechaza de plano la acción. El Magistrado Rueda Leal y la Magistrada Hernández López salvan el voto y ordenan hacer la prevención del artículo 80 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. 
	LEY DE EXONERACIONES

Expediente: 14-012127-0007-CO
Sentencia: 012872-2014

Acción de inconstitucionalidad contra la Ley No. 8444. Ley de Modificación a la Ley Reguladora de todas la Exoneraciones vigentes, su derogatoria y modificaciones.
Solicita que le sea aplicada la ley indicada en su problema de discapacidad, de manera que le permitan importar un vehículo libre de impuestos. Se rechaza de plano la acción por el incumplimiento de los requisitos esenciales establecidos en la Ley de la Jurisdicción constitucional.  El Magistrado Rueda Leal y la Magistrada Hernández López ponen nota.

	Acumúlese esta acción a la que bajo expediente número 14-011798-0007-CO se tramita ante esta Sala.
	DETERMINACIÓN DE OFICIO DE PAGO POR IMPUESTO DE VENTAS

Expediente: 14-012588-0007-CO
Sentencia: 013781-2014

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 144 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios y la Directriz DGT-D-009-2012 del 29 de octubre del 2012. La norma permite le determinación de oficio del pago que corresponde por concepto del impuesto de ventas, sin permitir al administrado el pago bajo protesta. Aduce que al obligárseles a pagar una tasación de oficio, se violenta el derecho de defensa y audiencia, y por ende el debido proceso. Acumúlese esta acción a la que bajo expediente número 14-011798-0007-CO se tramita ante esta Sala.

	Se declara con lugar la acción. Se anula el artículo 3 del Reglamento de Máquinas de  la  Municipalidad  de  Buenos  Aires,  número  47-06,  publicado  en  La  Gaceta número 240, de 14 de diciembre de 2006. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional y para evitar graves dislocaciones al erario municipal, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento, según las siguientes reglas: 1) los que pagaron el impuesto establecido en esta norma pero presentaron reclamo administrativo o judicial contra este y dicha  gestión  les  fue  resuelta  de manera  definitiva  ANTES  de  la  primera publicación del curso de esta acción, no tienen derecho a repetir lo pagado; 2) aquellos que pagaron pero presentaron reclamo administrativo o judicial contra el cobro del impuesto, y dicha gestión se encontraba pendiente de resolución en cualquiera de las dos vías hasta ANTES de la publicación íntegra de esta sentencia en el Boletín Judicial, tienen derecho a que se resuelva su reclamo según lo dispuesto en esta sentencia;  y 3) los que pagaron el impuesto y NO  presentaron  reclamo  alguno  contra  este, generaron una situación jurídica consolidada en los pagos realizados, al haber aceptado tácitamente su cobro, de manera que NO tienen derecho a repetir lo pagado por parte de la Municipalidad de Buenos Aires. Comuníquese a la Municipalidad de Buenos Aires. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Cruz Castro pone nota.
	IMPUESTOS DE MÁQUINAS DE JUEGOS DE LA MUNICIPALIDAD DE BUENOS AIRES

Expediente: 13-012267-0007-CO
Sentencia: 013759-2014

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 3 del Reglamento de Máquinas de la Municipalidad de Buenos Aires, número 47-06, publicado en La Gaceta número 240, de 14 de diciembre de 2006. El accionante impugna la norma en tanto establece un cobro del 10 por ciento sobre el salario mínimo para cada máquina de juego que se autorice, por estimar que se lesiona el principio de legalidad, de reserva de ley, de jerarquía normativa, de razonabilidad y proporcionalidad. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: a) Sobre el principio de reserva legal en materia tributaria, que señala que el establecimiento de tributos mediante actos jurídicos con valor inferior a la ley y concretamente, mediante reglamentos emitidos por las Municipalidades, tal como el caso en cuestión violenta el principio de reserva de ley. b) El cobro fijado en la norma cuestionada cumple las condiciones propias de un impuesto. Así las cosas, para que la imposición que establece la norma impugnada fuese procedente, tendría que haber cumplido en primer término con el principio de reserva legal; es decir, emanar de la aprobación del legislador, pues si bien el Municipio tiene la potestad de iniciativa tributaria, la aprobación de los impuestos corresponde exclusivamente a la Asamblea Legislativa. c) Se declara con lugar la acción. Se anula el artículo 3 del Reglamento de Máquinas de la Municipalidad de Buenos Aires, número 47-06, publicado en La Gaceta número 240, de 14 de diciembre de 2006. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional y para evitar graves dislocaciones al erario municipal, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento, según las siguientes reglas: 1) los que pagaron el impuesto establecido en esta norma pero presentaron reclamo administrativo o judicial contra este y dicha gestión les fue resuelta de manera definitiva ANTES de la primera publicación del curso de esta acción, no tienen derecho a repetir lo pagado; 2) aquellos que pagaron pero presentaron reclamo administrativo o judicial contra el cobro del impuesto, y dicha gestión se encontraba pendiente de resolución en cualquiera de las dos vías hasta ANTES de la publicación íntegra de esta sentencia en el Boletín Judicial, tienen derecho a que se resuelva su reclamo según lo dispuesto en esta sentencia; y 3) los que pagaron el impuesto y NO presentaron reclamo alguno contra este, generaron una situación jurídica consolidada en los pagos realizados, al haber aceptado tácitamente su cobro, de manera que NO tienen derecho a repetir lo pagado por parte de la Municipalidad de Buenos Aires. El Magistrado Cruz Castro pone nota.

	Se declara sin lugar la acción planteada en contra de la resolución número 355-2012, de Procedimiento para el trámite de cobro del Impuesto de la Renta al Salario y/o Pensión; los oficios de la Dirección General de Tributación Directa, 303-98 del 20 de marzo de 1998; 894-2010 y 895-2010 del 21 de diciembre de 2010, y el Decreto Ejecutivo número 34474-H del 5 de marzo de 2008. En lo demás se rechaza de plano. Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro ponen nota.
	REBAJO DE IMPUESTO DE RENTA A LAS PENSIONES VOLUNTARIAS 

Expediente: 13-006843-0007-CO
Sentencia: 13821-2014

Acción de inconstitucionalidad contra la Resolución No. 355-12 de la Tesorería Nacional. Procedimiento para el trámite de cobro del Impuesto de renta al salario y / o pensión. -Oficios de la Dirección General de Tributación Directa 303-98 del 20-03-98, 894-10 y 895 del 21-12-10 y el Decreto Ejecutivo No. 34474-H del 05-03-2009. Esta interpretación se impugna en cuanto estima el accionante que su aplicación permite que sin la realización de un debido proceso, se descuente de manera automática de las cuentas bancarias de los pensionados de Hacienda que a la vez poseen una pensión complementaria de carácter voluntario, presuntos impuestos a dichas pensiones complementarias voluntarias, sin aviso alguno ni el visto bueno de la persona interesada, ocasionándoles así un despojo patrimonial, sin audiencia alguna y sin posibilidad de ejercer el derecho de defensa. Aduce que esta interpretación que permite este tipo de rebajos automáticos puede dejar al pensionando sin monto alguno para subsistir. Afirma que la pensión complementaria voluntaria que recibe se sustenta en la ley 7523, la cual contempla una exención del impuesto de renta y no establece ningún tipo de determinación tributaria de oficio, como la que sí existe en la Ley de Protección al Trabajador –ley 7823-, por lo que esta última ley no puede aplicarse a quienes consolidaron un régimen voluntario con anterioridad a la ley 7823, que establece las pensiones complementarias obligatorias. Explica que la ley 7523 lo que permite es un Fondo Voluntario de Pensiones, que es un régimen anterior a la promulgación de la Ley de Protección al Trabajador, que establece las pensiones complementarias de carácter obligatorio y voluntario, pero que por su naturaleza son distintas a aquel Fondo, por lo que los supuestos de esta última ley no pueden ser aplicables a los beneficiarios de ese Fondo; sin embargo, la Tesorería Nacional interpreta que sí puede hacerlo, y aplica a los montos que se reciben en virtud del Fondo, las previsiones tributarias señaladas para las pensiones complementarias creadas en virtud de la Ley de Protección al Trabajador. Menciona que mediante resolución DGT-R-006-2013, la Dirección General de Tributación Directa, dispuso un nuevo procedimiento para que la Tesorería Nacional aplique en un solo tracto las retenciones sobre los retiros de las pensiones complementarias, pero esa posibilidad no debe serle aplicable a quienes como él, disponen de un Fondo Voluntario, que es distinto a una pensión complementaria. Considera, además, que esta resolución y la aplicación por parte de la Tesorería Nacional, da lugar a una aplicación automática del rebajo impositivo, sin que exista un proceso de verificación del hecho generador, ni determinación ni liquidación de la obligación tributaria. Refiere que el propio artículo 75 de la Ley de Protección al Trabajador, define que los planes de pensión complementaria suscritos con base en la ley 7523 mantienen las condiciones centrales establecidas en los respectivos contratos, por lo que si esos planes están exentos del impuesto de renta, es impropio que la Administración Tributaria permita, y la Tesorería Nacional aplique la retención automática en los términos indicados. Señala que la Tesorería Nacional interpreta que también debe aplicar esta retención en los casos de los retiros anticipados, considerando que el caso concreto del accionante es, precisamente, un retiro anticipado, cuando en realidad se trató de un retiro permitido por la legislación de pensiones vigente al momento de su jubilación, y de acuerdo a los parámetros señalados en la misma ley 7523, por lo que aplicar estos supuestos a su verdadera condición, es, en su criterio, una vulneración al principio de igualdad jurídica. Igualmente, aduce el accionante una violación al principio de justicia, porque la administración tributaria utiliza un criterio de analogía para disponer la retención de que fue objeto, cuando tal criterio está prohibido en materia tributaria. De igual manera, estima se contraría el principio de irretroactividad de la ley, porque a su supuesto de hecho del Fondo Voluntario de Pensiones según la Ley 7523, se le aplican los criterios de la Ley de Protección al Trabajador, que es posterior a la suscripción del contrato de Fondo Voluntario. En consecuencia, también se presentan violaciones a los principios de legalidad y de debido proceso, porque la administración está actuando contrario a derecho y sin siquiera brindarle audiencia. Indica que lo actuado por la administración es una invención de un proceso de retención tributaria no contemplado en la ley 7523, que llega incluso a ser confiscatorio al permitir la retención del presunto impuesto en un solo tracto, dejando sin contenido económico a quienes reciben este tipo de ingreso. Esta acción había sido cursada; no obstante, se rechazó de plano.


 [La totalidad de las actas de votación emitidas por la Sala Constitucional, puede encontrarlas en nuestra página de Internet, en la dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional/Actas%20años%20anteriores.htm]

	· Estadísticas mensuales por tema. (Asuntos votados)



ESTADÍSTICA DE ASUNTOS VOTADOS EN LA SALA CONSTITUCIONAL 
AGOSTO 2014
Cuadro N°1: Presenta los asuntos votados de AGOSTO de 2014. Esta información se hace partiendo de la base oficial de las actas de votación emitidas por la Sala Constitucional.  Este cuadro refleja los asuntos votados por tipo de proceso. 
	CUADRO No.1

ASUNTOS VOTADOS POR TIPO

AGOSTO  2014

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Asuntos Votados Sala Constitucional

AGOSTO DE 2014

	
	

	
	
	

	Por Tipo de Asunto
	
	

	
	
	

	Conflictos de Competencia
	0
	

	Consultas Legislativas
	3
	0,15%

	Consultas Judiciales
	1
	0,05%

	Acciones de Inconstitucionalidad
	38
	1,94%

	Hábeas Corpus
	160
	8,18%

	Recursos de Amparo
	1753
	89,67%

	Total
	1955
	100,00%


Cuadro N°2: Refleja es el término o resultado de los casos, únicamente de amparos y hábeas corpus. No se incluyen las resoluciones interlocutorias (archívese, estése, acumúlese, no ha lugar, etc.). 

	CUADRO No.2

ASUNTOS VOTADOS POR TERMINO

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

AGOSTO 2014
SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Asuntos Votados Sala Constitucional

AGOSTO  2014

	
	

	
	
	

	Por Termino
	
	

	
	
	

	Con Lugar
	343
	20,06%

	Con Lugar Parcial
	48
	2,81%

	Sin Lugar
	434
	25,38%

	Rechazo de Plano
	559
	32,69%

	Rechazo por el Fondo
	326
	19,06%

	Total 
	1710
	100,00%


Cuadro N°3: Este cuadro presenta los asuntos votados por temas, han sido ordenados de los temas que más ingresan a los que menos ingresan, con el respectivo porcentaje. 

	CUADRO No.3

PORCENTAJES DE ASUNTOS VOTADOS POR TEMA

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

AGOSTO DE 2014
SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Pronta Resolución
	385
	22,51%

	Salud
	227
	13,27%

	Trabajo
	205
	11,99%

	Información
	99
	5,79%

	Penitenciario
	89
	5,20%

	Petición
	73
	4,27%

	Penal
	56
	3,27%

	Pensión
	56
	3,27%

	Educación
	55
	3,22%

	Servicios Públicos
	48
	2,81%

	Municipalidad
	43
	2,51%

	Pensiones Alimentarias
	37
	2,16%

	Poder Judicial
	33
	1,93%

	Ambiente
	33
	1,93%

	Comercio
	32
	1,87%

	Poder Ejecutivo
	29
	1,70%

	Propiedad
	25
	1,46%

	Tránsito
	24
	1,40%

	Familia
	22
	1,29%

	Asociación
	20
	1,17%

	Sujeto de Derecho Privado
	17
	0,99%

	Minorías
	16
	0,94%

	Seguridad Social
	13
	0,76%

	Seguros
	13
	0,76%

	Intimidad
	11
	0,64%

	Migración
	11
	0,64%

	Colegios Profesionales
	9
	0,53%

	Bancario
	6
	0,35%

	Contratos o Licitaciones
	5
	0,29%

	Libertad de Tránsito
	5
	0,29%

	Financiero
	5
	0,29%

	Amparo contra Norma
	3
	0,18%

	Tributario
	2
	0,12%

	Electoral
	2
	0,12%

	Libertad de Expresión y Prensa
	1
	0,06%

	Asamblea Legislativa
	0
	0,00%

	Trámite
	0
	0,00%

	Notariado
	0
	0,00%

	Total
	1710
	100,00%


	· Estadísticas mensuales por tema. (Asuntos ingresados)




ESTADÍSTICA DE ASUNTOS INGRESADOS A LA SALA CONSTITUCIONAL EN AGOSTO 2014

La estadística presentada recoge la totalidad de los asuntos ingresados a la Sala Constitucional en el mes de agosto de 2014.

	CUADRO No.1 

ASUNTOS INGRESADOS 

 AGOSTO 2014

 

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA



	 

CENTRO DE JURISPRUDENCIA 




	Tipo de Asunto
	1664 (100%)

	
	

	Recursos de Amparo
	1462 (87,86%)

	Hábeas Corpus
	160 (9,61%)

	Acciones de Inconstitucionalidad
	41 (2,46%)

	Consultas Judiciales
	1 (0,06%)

	
	

	
	


	CUADRO No.2 

ASUNTOS INGRESADOS POR TEMA

 AGOSTO 2014

 

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA



	 

CENTRO DE JURISPRUDENCIA 




	Por Tema
	1619 

	
	

	PRONTA RESOLUCIÓN 
	393

	SALUD 
	243

	TRABAJO
	171

	PENITENCIARIO
	91

	PENSIÓN
	74

	PETICIÓN
	74

	PENAL
	66

	EDUCACIÓN 
	63

	PENSIONES ALIMENTARIAS
	60

	MUNICIPALIDAD
	57

	PODER JUDICIAL
	42

	SERVICIOS PÚBLICOS
	41

	ASOCIACIÓN 
	33

	PODER EJECUTIVO
	32

	AMBIENTE 
	23

	SUJETO DE DERECHO PRIVADO
	21

	MINORÍAS
	20

	FAMILIA
	16

	INFORMACIÓN
	14

	PROPIEDAD
	13

	SEGURIDAD SOCIAL
	12

	TRANSITO
	12

	MIGRACIÓN 
	10

	BANCARIO
	8

	INTIMIDAD 
	6

	COMERCIO
	5

	LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y PRENSA
	5

	TRIBUTARIO
	5

	AMPARO CONTRA NORMA
	4

	COLEGIOS PROFESIONALES
	3

	CONTRATOS O LICITACIONES
	1

	ELECTORAL
	1

	
	


	CUADRO No.3 

ASUNTOS INGRESADOS POR ÁREA INVOLUCRADA DEL ESTADO

 AGOSTO 2014

 

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA



	 

CENTRO DE JURISPRUDENCIA 




	Por Área Involucrada del Estado
	1619 

	
	

	PODER EJECUTIVO
	673

	CCSS
	325

	PODER JUDICIAL
	195

	AUTÓNOMA
	157

	MUNICIPALIDAD
	134

	PRIVADO
	83

	NO INDICA
	26

	COLEGIOS PROFESIONALES
	13

	TSE
	6

	N/A
	4

	PODER LEGISLATIVO
	3

	
	


 [La totalidad de la estadística podrá encontrarla en nuestra página de Internet, en la siguiente dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional/Centro%20de%20Jurisprudencia/0-ESTADISTICA%20DE%20AMPAROS%20Y%20HABEAS%20POR%20TEMAS%20ENERO-OCTUBRE%202013.htm]
	· Actualización del Proyecto Constitución




CONSTITUCIÓN POLÍTICA ANOTADA

AGOSTO ACTUALIZACIÓN 2014

ARTICULO 11

“…el principio general que la Administración debe estar sometida, de forma permanente, a procedimientos de evaluación  de resultados y rendición de cuentas.  Sin embargo, del texto Constitucional se desprenden muchos tipos de controles, por ejemplo, el control de constitucionalidad (artículo 10), el libre acceso a los departamentos administrativos con propósitos de información (artículo 30), el establecimiento de una jurisdicción contencioso-administrativa con el objetivo de garantizar la legalidad de la función administrativa del Estado (artículo 49),  el control político por parte de las Comisiones de la Asamblea Legislativa (artículo 121, inciso 23) y el control sobre la Hacienda Pública por parte de la Contraloría General de la República (artículos 176-184); no obstante, debe indicarse que, en términos generales, la forma en que la evaluación de resultados y rendición de cuentas ha de realizarse no está constitucionalizada, sino que el propio texto constitucional admite que debe ser una ley la que regule y detalle  “los medios para que este control de resultados y rendición de cuentas opere como un sistema que cubra todas las instituciones públicas”. Consecuentemente,  el establecimiento del tipo o modalidad de control en esta materia es una cuestión que está librada a la libertad de conformación del legislador…” Sentencia 13570-14
ARTICULO 30

“…Sobre el derecho de acceso a la información pública. El acceso a la información pública que se encuentra en manos de la Administración ha sido reconocido como derecho constitucional en reiterados fallos de este Tribunal. Su raigambre constitucional se encuentra en el artículo 30 de la Constitución, amén que también ha recibido reconocimiento en el derecho convencional. De esta forma, instrumentos básicos del Derecho Internacional lo han reconocido como un componente del derecho de información que se encuentra a su vez asociado a la libertad de expresión…, el derecho de autodeterminación informativa no es óbice para que se suministre a los administrados información de interés público, incluyendo la información salarial de los funcionarios públicos, toda vez que se trata de fondos públicos y del consecuente derecho de los administrados a conocer cómo estos son gastados. Está claro que suministrar tal información implica irremediablemente indicar a qué funcionario en concreto, debidamente identificado, le es asignada determinada remuneración, es decir, quién de manera precisa recibe cierto salario, puesto que una alusión genérica a un cargo (p. ej., el gerente de un banco estatal recibe tal remuneración) constituye una excelente medida para disimular que detrás de la administración de fondos públicos, se oculten relaciones de amigos o nepotismos. En esta materia debe regir la máxima de que el ciudadano tiene derecho no solo a conocer en qué se invierten los fondos públicos, sino también en quién se hace… el derecho de acceso a la información no obliga a la Administración a procesar los datos en un formato específico o según criterios particulares, como lo sería entregar la información en hoja de cálculo o catalogar las instituciones según los deseos del petente. Sí la obliga a proporcionar la totalidad de los datos solicitados en el formato y según la categorización en que se encuentren en sus bases de datos…” Sentencia 4037-14
ARTICULO 67

“…si bien este Tribunal ha considerado que esta institución ha sido ideada legalmente para el cumplimiento del mandato constitucional consagrado en el artículo 67, es lo cierto que no tiene una esfera competencial exclusiva definida en la Constitución Política, sino que el legislador ordinario bien podría modular sus competencias en una ley ordinaria como la sometida a consulta,  la cual, por lo demás, es congruente con lo ya dispuesto en el artículo 2 de la Ley No. 6868 de 06 de mayo de 1983, que es la Ley Orgánica del INA al indicar que: “El Instituto Nacional de Aprendizaje tendrá como finalidad principal promover y desarrollar la capacitación y formación profesional de los trabajadores, en todos los sectores de la economía, para impulsar el desarrollo económico y contribuir al mejoramiento de las condiciones de vida y de trabajo del pueblo costarricense.” De este modo, las competencias cuestionadas, en criterio de este Tribunal, sí se enmarcan dentro del concepto de preparación técnica de los trabajadores, concebidos éstos de manera amplia y no como simples asalariados, sino que, por el contrario, incluyen a todos aquellos trabajadores independientes que requieren de capacitación y apoyo para llevar adelante sus proyectos productivos.  Todo lo anterior, como ya se indicó, es además, conforme con los preceptos derivados del artículo 50 constitucional, que ordenan al Estado a procurar el mayor bienestar a todos los habitantes del país, organizando y estimulando la producción y el más adecuado reparto de la riqueza, lo que implica la preparación, capacitación y el acompañamiento en el desarrollo de los proyectos productivos beneficiarios del SBD.  Así las cosas, las competencias moduladas en los artículos cuestionados son consecuentes  con el Derecho de la Constitución, al procurar la mayor capacitación y preparación de los trabajadores en todos los sectores de la economía…” Sentencia 13570-14
ARTICULO 78

“…El derecho a la educación, por pertenecer a los llamados derechos progresivos, requiere para su plena vigencia de la capacidad del Estado para garantizarlo,  y aunque no se puede pretender que el Estado lo garantice más allá de su capacidad real para financiarlo, sí debe garantizar el acceso a la educación, sin que ello implique, en modo alguno, que el ingreso o la matrícula lo sea en el Centro de Educación que se pida, sino en el que sea factible su ingreso, conforme a las posibilidades de cupo, y no establecer limitaciones sobre las condiciones personales del alumno que lo priven de acceder al sistema educativo en general…” Sentencia 12581-14
ARTICULO 121 INCISO 13)

“…El principio de reserva legal en materia tributaria. Reiteradamente, este Tribunal en su jurisprudencia ha señalado que este principio se desprende claramente de lo dispuesto por el artículo 121 inciso 13 de la Constitución Política; en virtud de tal disposición, corresponde exclusivamente a la Asamblea Legislativa el establecer los impuestos y contribuciones nacionales, potestad que, además, resulta indelegable en el Poder Ejecutivo y que se erige como una garantía para los administrados el que su imposición deba seguir el trámite formal de una ley:

“ El principio de reserva legal en materia tributaria es de índole constitucional y resulta enteramente aplicable al pago de licencias o patentes municipales. Si bien es cierto, se reconoce un poder tributario municipal originario, en virtud de la autonomía que la propia Constitución les confiere a esos Entes; es preciso que se cuente con la autorización de la Asamblea Legislativa, tal y como lo señala el artículo 121 inciso 13) de la Carta Fundamental…32)… 
En resumen, el establecimiento de tributos mediante actos jurídicos con valor inferior a la ley y concretamente, mediante reglamentos emitidos por las Municipalidades, tal como el caso en cuestión violenta el principio de reserva de ley…” Sentencia 13759-14 

ARTICULO 121 INCISO 22)

“…la jurisprudencia reiterada de este Tribunal, los nombramientos que le competen a la Asamblea Legislativa, son  potestad exclusiva de  ese Poder de la República, la cual no puede ser delegada en ningún otro órgano,  por lo que posee un amplio margen para realizar los nombramientos. Específicamente, el artículo 3 de la Ley de la Defensoría de los Habitantes número 7319, establece que corresponde a la  Asamblea Legislativa nombrar al Defensor de los Habitantes.  Ahora bien, para ejercer sus potestades el artículo 121 inciso 22) de la Constitución Política, le otorga a la Asamblea Legislativa el poder de darse su propio reglamento interno, para cumplir sus funciones. En ejercicio de ese poder, el Parlamento creó la Comisión Especial de Nombramientos, para que ésta se encargue en una etapa preparatoria o previa, de estudiar las propuestas de los candidatos y rendir un informe al Plenario. Sin embargo, la recomendación que haga la Comisión no es vinculante para el Plenario, quien podrá apartarse de la recomendación y nombrar a cualquier persona que conforme la lista total de postulantes, o incluso a una persona fuera de esa lista que cumpla los requisitos legalmente exigidos para ocupar el cargo, toda vez, que es el plenario a quien finalmente, corresponderá nombrar a la persona que considere más idónea. De esta forma, se reitera que  la recomendación que haga la  Comisión Especial de Nombramientos   para el puesto de Defensor de los Habitantes, no es vinculante para el Plenario. Además, el hecho de que la Comisión recomiende a tres de los postulantes, no excluye el resto del concurso, pues el Plenario sigue teniendo pleno acceso a la lista total de los aspirantes al puesto. En consecuencia, estima este Tribunal Constitucional que contrario a lo que afirma el accionante,   el procedimiento general utilizado por la Asamblea Legislativa para el nombramiento del Defensor de los Habitantes, no resulta inconstitucional…” Sentencia 14252-2014 
PRINCIPIOS

PUBLICIDAD

“…el principio de publicidad,  en el tanto, procura garantizar un amplio debate que facilite el contacto con la opinión pública en general y, en particular, con quienes pudieran tener interés, por razón de sus actividades, en conocer y hasta participar en la deliberación del asunto o, inclusive, la posibilidad de escuchar a entes públicos interesados en el contenido de determinado proyecto de ley. En ese sentido, este Tribunal ha señalado que la publicidad de los procedimientos parlamentarios, resulta esencial debido al carácter representativo de la comunidad nacional que ostenta la Asamblea Legislativa, siendo que, la soberanía reside en el pueblo y los diputados solamente son sus representantes, según lo dispone el artículo 105 de la Constitución Política….” Sentencia 13570-14 

RESERVA LEGAL EN MATERIA TRIBUTARIA

“…El principio de reserva legal en materia tributaria. Reiteradamente, este Tribunal en su jurisprudencia ha señalado que este principio se desprende claramente de lo dispuesto por el artículo 121 inciso 13 de la Constitución Política; en virtud de tal disposición, corresponde exclusivamente a la Asamblea Legislativa el establecer los impuestos y contribuciones nacionales, potestad que, además, resulta indelegable en el Poder Ejecutivo y que se erige como una garantía para los administrados el que su imposición deba seguir el trámite formal de una ley:

“ El principio de reserva legal en materia tributaria es de índole constitucional y resulta enteramente aplicable al pago de licencias o patentes municipales. Si bien es cierto, se reconoce un poder tributario municipal originario, en virtud de la autonomía que la propia Constitución les confiere a esos Entes; es preciso que se cuente con la autorización de la Asamblea Legislativa, tal y como lo señala el artículo 121 inciso 13) de la Carta Fundamental…32)… 
En resumen, el establecimiento de tributos mediante actos jurídicos con valor inferior a la ley y concretamente, mediante reglamentos emitidos por las Municipalidades, tal como el caso en cuestión violenta el principio de reserva de ley…” Sentencia 13759-14 

Esta es una iniciativa de la Presidencia de la Sala Constitucional, cuyo objetivo es mantener todos los artículos y principios de nuestra Constitución Política, anotados con la jurisprudencia actualizada, el cual se encuentra en línea, en nuestra página de Internet, con acceso gratuito para todos nuestros usuarios, en la siguiente dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional/Constitución%20Politica.htm
ESTIMADO USUARIO (A)

El Centro de Jurisprudencia Constitucional es la oficina dentro de la Sala Constitucional, que le da al usuario atención a sus consultas sobre jurisprudencia de este Tribunal. La atención al usuario, esta ubicada en la Secretaría de la Sala, atendemos también consultas por correo electrónico y por teléfono. Para mantenerlos informados, ponemos a su disposición en nuestra página de Internet,  (dirección www.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional) las siguientes herramientas de información sobre asuntos pendientes y jurisprudencia de la Sala Constitucional: 
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